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El vigor es una característica de Víctor Hugo.  Casi ningún asun-
to lo tiene sin cuidado.  Y es hasta divertido verlo entrar en con-
tacto con un tema, un problema, un concepto que creemos no le
va a interesar.  Hasta que en un momento determinado se le va
transformando la expresión y la postura y de pronto, como un
mecanismo que se dispara, ya lo tenemos indagando, cuestionan-
do, gesticulando, reflexionando en voz alta, alta en distintas tona-
lidades.

La vida, ya larga, me ha permitido verlo evolucionar.  Del rigor
puntual en sus años de joven profesional, a la sensatez y la per-
cepción global en su madurez.  Del ejercicio exigente del profesor,
a la función de apoyo, casi paternal, del investigador experimen-
tado.  Entonces estaba dispuesto a dar una pelea por un detalle.
Hoy parece que escoge sus combates.

De entre todos los temas con los que podría lidiar, Víctor Hugo ha
elegido el tema de la distribución del ingreso y su consecuencia
que es el tema de la pobreza.  Imagino que este tema le obliga a
ser un poco patólogo:  qué fue lo que falló, qué no operó como se
creía, por qué tanto sufrimiento, por qué esta persistente resisten-
cia de la realidad a las políticas económicas.  Y en el fondo, a ve-
ces creo distinguir en su discurso la amargura de cómo no se
aprovecharon posibilidades nacionales.  De cómo síntomas aisla-
dos fueron tomando la fuerza y consistencia de un síndrome pa-
ra haberse convertido hoy en problemas muy serios para el país.

Prólogo



Cuando nos conocimos en 1963, estábamos al inicio de la Alianza
para el Progreso.  La social democracia había rendido frutos en
Costa Rica.  El país ocupaba la vanguardia en el área.  Los proble-
mas internos eran simples.  Y creíamos firmemente que con unas
ligeras modificaciones, los grupos políticos podrían enrumbar al
país en la dirección correcta.  Hoy sabemos más de la política.  Es-
tamos más conscientes de la complejidad de los problemas nacio-
nales.  Sabemos que existen realidades culturales, demográficas,
económicas, de entorno mundial, que hacen más difíciles los es-
fuerzos de mejoramiento nacional.

Todos tenemos nuestra razón más o menos afectada por ideolo-
gías.  Víctor Hugo se defiende de ellas con una alerta atenta.  El
antídoto es su frialdad para manejar hechos, cifras, tendencias.
Cuando investiga, cuando escribe, cuando afirma, niega o cues-
tiona, nadie puede esperar que modifique lo que cree que es lo co-
rrecto en función de ningún sentimiento de afiliación.  Supongo
que como miembro de grupos de trabajo de propósito político su
participación ha de resultar muy incómoda, lo cual, sin duda lo
hace muy útil si el grupo quiere tomarse las cosas en serio.

Una escena, muchas veces repetida en el trabajo de Víctor Hugo,
es la del hallazgo de un dato clave o de un método idóneo, des-
pués de una búsqueda febril.  Entonces, cuando nos parece que va
a reposar en el éxito logrado, después de las naturales muestras
de alegría, es impresionante verlo reasumir con gran ánimo la ta-
rea de criticar con objetividad el reciente hallazgo.

Para todos quienes hemos participado con él en algún esfuerzo de
investigación, su ejemplo es un homenaje permanente al rigor y
un estímulo para mantener el compromiso con lo objetivo, hasta
donde eso es posible en el incierto hacer de esta ciencia.  Esta obra
es una forma en la que amigos y colegas queremos dejar testimo-
nio de nuestra admiración por su actitud y su trabajo.

ÁLVARO CEDEÑO GÓMEZ

Setiembre 2005

XVI



XVII

ALVARO CEDEÑO GÓMEZ

Consultor de empresas y Catedrático de la Universidad de Costa Ri-
ca y de la Universidad Autónoma de Centro América.

FABIO DURÁN VALVERDE

Economista, Especialista en Seguridad Social, OIT.

CLAUDIO GONZÁLEZ-VEGA

Director del Programa de Finanzas Rurales de Ohio State University.

RONULFO JIMÉNEZ RODRÍGUEZ

Asociado de la Academia de Centroamérica.

EDUARDO LIZANO FAIT

Presidente de la Academia de Centroamérica.

LUIS GUILLERMO LÓPEZ VARGAS

Subdirector de la Dirección Actuarial y de Planificación Económica
de la Caja Costarricense del Seguro Social.

RICARDO MONGE GONZÁLEZ

Director Ejecutivo de la Comisión Asesora en Alta Tecnología de
Costa Rica (CAATEC).

Autores



LUIS ROSERO-BIXBY

Director del Centro Centroamericano de Población de la Universi-
dad de Costa Rica.

PABLO SAUMA FIAT

Economista, especialista en política social y mercado de trabajo.  Pro-
fesor de la Escuela de Economía de la Universidad de Costa Rica y
Consultor de diferentes organismos internacionales.

JUAN DIEGO TREJOS SOLÓRZANO

Profesor investigador del Instituto de Investigaciones en Ciencias
Económicas de la Universidad de Costa Rica.

JUAN RAFAEL VARGAS BRENES

Director del Posgrado en Economía y Profesor de Economía de la
Universidad de Costa Rica.

THELMO VARGAS MADRIGAL

Asociado de la Academia de Centroamérica.

XVIII



1

VÍCTOR HUGO CÉSPEDES
SOLANO:  ARTESANO 
DE LA INVESTIGACIÓN

RONULFO

JIMÉNEZ RODRÍGUEZ

SEMBLANZA

1

La Academia de Centroamérica rinde homenaje a Víctor Hugo Céspe-
des Solano publicando este libro en su honor.

Víctor Hugo es miembro fundador de la Academia de Centroamérica,
economista distinguido y pionero en la investigación de los temas de
mercado laboral, pobreza y distribución del ingreso en Costa Rica.  Como
pocos, ha sabido combinar la solidez en la comprensión de teoría econó-
mica, la rigurosidad en el campo empírico y una aguda sensibilidad para
comprender los problemas económicos y sociales de Costa Rica.

Para conocer la contribución de Víctor Hugo Céspedes en el desarrollo
de la ciencia económica en Costa Rica hay que entender a la persona y
su contexto.

I. DE LA COSTA RICA POBRE Y RURAL

Víctor Hugo Céspedes nació en 1935 en Villa Quesada, cantón de San
Carlos.  “La Villa”, como se le llamaba en los años treinta del siglo XX,
era una pequeña población de 2.321 habitantes, situada en un mundo
rural.1 Era una población conformada por unas cuantas cuadras con las
viviendas de los vecinos, la iglesia, la plaza, algunas casas para hospe-
daje, un hotel que era el centro de reuniones importantes, unas pocas
panaderías con un horno de barro, un sesteo, herrerías, un hospital de
madera y un comercio rudimentario.

1. Fuente:  Dirección General de Estadísticas y Censos.  Anuario Estadístico de 1935.
<http://ccp.ucr.ac.cr/bvp/pdf/anuariocr/an1935/anuario-35_02.pdf>.



La Escuela de La Villa había sido establecida desde 1900 y se había cons-
truido una nueva escuela en 1927, durante la Administración de don Ri-
cardo Jiménez.  Según el Censo de Población de 1927, el analfabetismo
en La Villa era cercano al 40 por ciento, similar al promedio nacional de
aquel entonces.  El alumbrado público se había establecido en 1913 y la
cañería en 1927.  Estos adelantos reflejaban la iniciativa de los habitan-
tes y el esfuerzo del Estado liberal por mejorar la educación y la salud.

Sin embargo, La Villa, como población incipiente, no tenía una buena
comunicación con el Valle Central.  La vía para comunicarse con Naran-
jo era un camino apto solo para transitar con bestias.  Don José Francis-
co, el padre de Víctor Hugo, recorrió muchas veces este camino monta-
do en un caballo, que había comprado para llevar los materiales a su
talabartería.  En la época lluviosa el camino era intransitable, tan solo
era un débil cordón umbilical para unir La Villa con el resto de la eco-
nomía costarricense.  El otro medio de comunicación era el telégrafo.

La ausencia de una adecuada integración de La Villa y su entorno rural
con el resto del país determinaba una economía cercana a la autosufi-
ciencia y, por lo tanto, muy pobre.  Pobreza que se acentuaba con la cri-
sis que pasaba la economía del país y del mundo en la década de los
treintas.  La aspiración de los sancarleños era la construcción de la ca-
rretera.  Teodoro Quesada y otros vecinos, en 1935 –el año en que nació
Víctor Hugo–, lanzaron una iniciativa para recolectar fondos entre los
propietarios de fincas para la construcción de la carretera.

La pobreza y el relativo aislamiento de la economía de San Carlos en los
años treinta del siglo XX era también un fenómeno común de la Costa
Rica de esa época.  Era una Costa Rica donde un poco menos de dos ter-
ceras partes de la fuerza de trabajo se dedicaba a la agricultura.  El Va-
lle Central estaba relativamente bien comunicado con los dos puertos.
Sin embargo, la comunicación con el resto del país era muy pobre en
aquellas zonas rurales como Guanacaste, San Isidro de General y San
Carlos.  En las décadas posteriores inició la integración a la economía
nacional de los diversos mundos rurales de Costa Rica.  La carretera que
uniría La Villa con Naranjo se completó en los años cuarenta.  En gene-
ral, Costa Rica logró un proceso de integración del mundo rural con la
zona central del país, junto a un proceso de urbanización y de movili-
dad social.  A Víctor Hugo le correspondió vivir esa transformación en
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su propia vida, y posteriormente, como economista y estadístico, debió
medir, estudiar e interpretar esos fenómenos.

II. ENTRE CUADERNOS, LESNAS Y AGUJAS

El padre de Víctor Hugo era un talabartero, trabajador insigne, austero,
de pocas palabras, responsable y autodidacta.  Antes de que Víctor Hu-
go ingresara a la escuela, decidió buscar mejores horizontes y llevarse a
vivir a su familia a Naranjo, una villa situada más cerca de los principa-
les centros de población.

Naranjo era un centro de población con mayores comodidades que La
Villa, más propicio para la educación de los niños y, posiblemente, un
mercado con mejor ubicación para el negocio de la talabartería.  Sin em-
bargo, Naranjo era un pequeño poblado que todavía en 1950 solo tenía
unos 2.100 habitantes.2

Víctor Hugo ingresó a cursar la educación primaria a la Escuela Repúbli-
ca de Colombia de Naranjo.  Él mismo recuerda el hermoso edificio de
esta escuela, el cual había sido construido recientemente durante la Ad-
ministración de León Cortés.  Era –y sigue siendo– un edificio amplio,
construido alrededor de un patio central, de bella arquitectura, diseñado
por el arquitecto José María Barrantes.  Este edificio es un ejemplo de los
tantos que construyeron las administraciones de don Ricardo, don Cleto
y don León y que demuestran la importancia que la sociedad costarri-
cense le ha dado a la educación.  El mismo Víctor Hugo –en un libro que
escribiera con Claudio González Vega– reconoce que el desarrollo econó-
mico y social que Costa Rica vivió en la segunda parte del siglo XX tie-
ne una gran deuda con los procesos previos y, entre estos, el esfuerzo del
Estado costarricense en los campos de la educación y salud.

En esta escuela, Víctor Hugo destacó como buen estudiante, especial-
mente por sus habilidades en Matemáticas.  Sus cuadernos eran impe-
cables; su caligrafía con la pluma de fuente o con el “manguillo” era ex-
celente.  La maestra usaba los cuadernos de Víctor Hugo para
enseñárselos al inspector como muestra del avance de sus estudiantes.

3RONULFO JIMÉNEZ RODRÍGUEZ

2. Población urbana del distrito primero del Cantón de Naranjo, según el Censo de
Población de 1950.



Dentro de los rasgos de su niñez se perfila una inteligencia estructura-
da que luego caracterizaría a un investigador riguroso y un profesor
exigente.

A la vez, Víctor Hugo aprendió de su padre el arte de la talabartería.
Víctor Hugo, además de economista y estadístico, es talabartero.  Él sa-
be de los callos que dejaban en las manos las agujas y las lesnas, en una
época en que la talabartería se ejercía en forma manual.  Aprendió có-
mo se hace en cuero una funda para una cuchilla, una cubierta de un cu-
chillo, un bulto para un niño escolar, unos aperos de una yunta de bue-
yes y una montura para un caballo.

La Costa Rica de los años cuarenta y cincuenta era mucho más pobre
que la de hoy.  El nivel del consumo y su diversidad eran muy bajos en
comparación con la actualidad.  Por ejemplo, los niños se entretenían ju-
gando con las canicas, los trompos de madera, los boleros y con el “ca-
ballito de palo”.  Este último era un juguete muy popular entre los ni-
ños.  Era una figura de caballo hecha en cuero, llamada “mula”, pegada
a un “palo de escoba”.  Víctor Hugo en su época de talabartero y su her-
mano produjeron centenares de caballitos de palo, especialmente para
la época navideña.

Cuando Víctor Hugo rememora su época de talabartero se transforma y
su rostro irradia la misma satisfacción del orgulloso artesano cuando
culmina un trabajo de excelencia.  La condición de talabartero ha deja-
do en Víctor Hugo una profunda huella.  En Víctor Hugo ser artesano
no es independiente a ser un economista y estadístico dedicado a la in-
vestigación, porque es primordialmente un artesano de la investigación:
toma un tema de investigación y lo planea tal como un artesano lo ha-
ce con su pieza y luego ejecuta su obra con detalle minucioso, elaboran-
do, reelaborando en forma continua y desechando cuando el resultado
no tiene una alta calidad.  Quienes hemos aprendido con Víctor Hugo
en la Universidad de Costa Rica y en la Academia de Centroamérica
también hemos aprendido a ser artesanos de la investigación y eso ha-
ce una gran diferencia con el simple “consultor”.
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III. LAS OLAS DE LOS TORMENTOSOS AÑOS CUARENTA

La década de los cuarenta en el siglo XX fue decisiva en la historia de
Costa Rica.  El país enfrentó un entorno internacional difícil por la Se-
gunda Guerra Mundial.  La actividad bélica redujo el comercio interna-
cional y afectó notablemente a la economía costarricense.  En el plano
interno, el gobierno del doctor Rafael Ángel Calderón Guardia inició
una reforma social de gran envergadura, que entre sus aspectos más im-
portantes incluyó, el establecimiento del capítulo de Garantías Sociales
en la Constitución, la creación de la Caja Costarricense de Seguridad So-
cial y la promulgación del Código de Trabajo.  El Gobierno del doctor
Calderón Guardia también creó la Universidad de Costa Rica.  En el Go-
bierno de don Teodoro Picado estas reformas fueron consolidadas y se
estableció el impuesto de la renta.  Todas estas reformas contaron con el
apoyo de la Iglesia Católica y del Partido Comunista.  Sin embargo, las
reformas, la imperfección del sistema de sufragio y la crisis económica
generaron tensiones y divisiones profundas en el sistema político nacio-
nal, las cuales tuvieron efectos en las familias costarricenses.

El eco de estas tensiones también llegó a los diferentes pueblos con di-
ferentes grados de violencia.  Un tío de Víctor Hugo, que era el Jefe Po-
lítico en Naranjo, tuvo que trasladarse en 1946 a San José por circuns-
tancias del ambiente político.  Don José Francisco, el padre de Víctor
Hugo –aunque pacífico y no muy involucrado en la política– vio que
Naranjo no era un lugar seguro para su familia y trasladó su hogar y su
talabartería a Alajuela.  Esto hizo que Víctor Hugo terminara su Educa-
ción Primaria en la Escuela Carlos Gagini de esta ciudad.

Alajuela en 1946 era la ciudad más importante del país después de San
José.  No obstante, era una ciudad de 13.000 habitantes que tenía un
fuerte aire rural.  La familia de Víctor Hugo vivía a dos cuadras del Par-
que Central.  Sin embargo, a unas pocas cuadras estaba el sesteo, lugar
destinado para las bestias y carretas que llegaban a la ciudad.  Los mar-
tes el sesteo se llenaba con las carretas que venían al mercado del dulce.

Posteriormente, en 1949, ya finalizada la Guerra Civil, Víctor Hugo ini-
ció su educación secundaria en el Instituto de Alajuela, uno de los po-
cos colegios de secundaria existentes en el país.  El Instituto era dirigi-
do por don Rómulo Valerio, uno de los grandes educadores
costarricenses del Siglo XX, científico y exdirector del Museo Nacional.
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Don Rómulo fue quien sugirió al Gobierno de Figueres que convirtiera
en Museo Nacional al Cuartel Bellavista.

Víctor Hugo se destacó en el Instituto de Alajuela como un excelente
alumno; incluso capaz de corregir los errores de sus profesores.  Clau-
dio Sánchez, profesor de Matemáticas, dejó profunda huella en Víctor
Hugo, especialmente en el campo de la Geometría.  La enseñanza de la
Geometría es muy rigurosa:  parte de postulados o definiciones y plan-
tea teoremas que deben ser demostrados.  El rigor de la Geometría –co-
mo forma de pensamiento– quedó muy acentuado en el quehacer inte-
lectual Víctor Hugo.

Como estudiante del Instituto de Alajuela, Víctor Hugo reafirmó su vo-
cación autodidacta.  A pesar de las restricciones económicas, compró li-
bros y los leyó con avidez.  También surgió su vocación de educador, al
ayudar a sus compañeros en la comprensión de los temas difíciles de
Matemáticas.

IV. DE TALABARTERO A ESTUDIOSO 
DE LAS CIENCIAS ECONÓMICAS

En 1953 Víctor Hugo se graduó del Instituto de Alajuela.  Eran pocos los
jóvenes costarricenses que mediados del siglo XX asistían al colegio.
Sólo el 8 por ciento de los jóvenes costarricenses asistían a la Educación
Secundaria.3 La extensión de ésta se logró décadas después.

La inclinación inicial de Víctor Hugo era estudiar Medicina.  Sin embar-
go, la Universidad de Costa Rica tenía apenas 14 años de haber sido
fundada y no ofrecía esa carrera.  La única opción para cursar esta ca-
rrera era viajar al exterior, lo cual resultaba muy caro.  Doña Estela Que-
sada –diputada en aquel entonces y amiga de la familia– analizó con
Víctor Hugo las opciones y le aconsejó que ingresara la Universidad de
Costa Rica.

En la Universidad de Costa Rica Víctor Hugo decidió estudiar la carre-
ra de Ciencias Económicas.  Esta fue una decisión tomada más por in-
tuición que por sentir una fuerte vocación.  Sin embargo, un factor im-
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portante en la decisión fue el horario nocturno de la carrera de Ciencias
Económicas que le permitió trabajar durante el día en la talabartería y
así financiar sus estudios universitarios.  En las tardes, cuando Víctor
Hugo venía de Alajuela para la Universidad, aprovechaba para traer
productos de la talabartería al Mercado Central; o bien, para comprar
insumos, especialmente cueros.

Víctor Hugo en la Universidad tuvo profesores de la talla de Rodrigo
Facio (Doctrinas Económicas), Bernardo Alfaro Sagot (Matemáticas), Jo-
sé Joaquín Trejos Fernández (Cálculo), José Fidel Tristán (Administra-
ción y teoría de la competencia), Roberto Sasso y Mario Romero.  Estos
dos últimos fueron profesores graduados en universidades del exterior
e impulsores de la enseñanza de la Estadística.

Víctor Hugo en la Universidad destacó por ser un excelente estudiante,
al igual que en la escuela y el colegio.  De nuevo demuestra su habili-
dad para las Matemáticas.  En el primer curso de Matemáticas obtiene
la máxima calificación.  En este campo tiene a dos excelentes profesores:
Bernardo Alfaro, pionero en la enseñanza de las Matemáticas en la Uni-
versidad de Costa Rica y a don José Joaquín Trejos Fernández, quien lle-
garía a ser Presidente de la República (1966-1970).

La Escuela de Ciencias Económicas y Sociales fue para Víctor una fuen-
te importante en el aprendizaje de la Economía y de la Estadística.  A su
vez, la Escuela le permitió tener contacto con profesores de amplia ex-
periencia que tenían o llegarían a ocupar posiciones relevantes en el
país.  Sin embargo, buena parte de los conocimientos lo adquirió como
autodidacta a través de los libros.

Cuando Víctor Hugo cursaba su segundo año de su carrera se le presen-
tó la oportunidad de trabajar en la Universidad en el “II Curso Centroa-
mericano de formación en Estadística” patrocinado por el Instituto In-
teramericano de Estadística, organismo dependiente de la OEA.  Víctor
Hugo fue profesor asistente en los cursos de Demografía y de Estadísti-
ca Económica.  Esto le permitió dedicarse a tiempo completo a la activi-
dad académica.  Ahora estaba obligado a estudiar más, pero también te-
nía un ingreso para ayudar a su familia, para comprar libros y continuar
con su labor autodidacta.  Sin embargo, se fue alejando de la talabarte-
ría.  Más tarde fue profesor titular de este programa de formación en Es-
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tadística, al sustituir a Bernal Jiménez, quien se había ido a trabajar a
Chile.  En este programa participó en la elaboración de textos para la en-
señanza de la Estadística y publicó su primer libro.4

V. LAS PREOCUPACIONES POR EL CRECIMIENTO ECONÓMICO

Los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial fueron de mayor cre-
cimiento económico y de mayor análisis entre los economistas para ex-
plicar los factores determinantes del desarrollo y de las políticas gene-
radoras de éste.

En 1955, en la Escuela de Ciencias Económicas y Sociales de la Univer-
sidad de Costa Rica, Rodrigo Facio impulsó el Proyecto de Investiga-
ción del Desarrollo Económico de Costa Rica para analizar la economía
costarricense.  El primer director de este proyecto fue Raúl Hess y en es-
te proyecto trabajaron como investigadores Álvaro Hernández Piedra,
José Manuel Jiménez, Mariano Ramírez, Bernal Jiménez, Jenaro Valver-
de, Alonso Scott, Inge Gutman, Eduardo Lizano, Cecilia Granados, Pe-
pita Echandi, José Manuel Salazar, Rudy Venegas y Carlos Quintana.
También participó el economista Juan Brcich de CEPAL.

El Proyecto de Investigación del Desarrollo Económico fue la primera
iniciativa realizada en el país para analizar empíricamente la economía
costarricense.  Se puede afirmar que este proyecto fue pionero en reali-
zar un análisis comprensivo de la realidad económica del país.  Las
principales áreas de interés del proyecto fueron el análisis general, el
sector externo, el sector industrial, el sector agropecuario, el sector pú-
blico y el sector de los transportes.  No se incluyeron temas como mer-
cado laboral, pobreza, distribución del ingreso o calidad de vida, lo que
refleja una visión de desarrollo económico más ligada al crecimiento de
los sectores productivos.5
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4. Víctor Hugo Céspedes (1963).

5. Las publicaciones del proyecto fueron:  “El desarrollo económico de Costa Rica”
(1958); “El desarrollo económico de Costa Rica.  Estudio del Sector Industrial”
(1959); “El desarrollo económico de Costa Rica.  Estudio del Sector Agropecuario”
(1959); “El desarrollo económico de Costa Rica.  Estudio del Sector Público” (1962)
y “El desarrollo económico de Costa Rica.  Estudio del Sector Transportes.  Univer-
sidad de Costa Rica” (1962).



Víctor Hugo fue llamado a colaborar en el Proyecto de Investigación del
Desarrollo Económico, con lo cual se vinculó por primera vez con el
mundo de la investigación económica.  En particular, trabajó en la ela-
boración de estadísticas.  La principal dificultad del proyecto fue la ca-
rencia de estadísticas económicas.  Por esta razón, una de las principa-
les tareas del proyecto fue construir las estadísticas económicas que el
país no tenía para ese entonces.

El Proyecto de Investigación del Desarrollo Económico sentó importan-
tes bases para el conocimiento del funcionamiento de la economía cos-
tarricense de los años cincuenta.  No obstante, el proyecto no incursio-
nó en la sugerencia o formulación de políticas de desarrollo económico.
A nivel mundial y en Costa Rica había discusión sobre cómo impulsar
el desarrollo económico.  En Estados Unidos, el Gobierno de Kennedy
lanzó la iniciativa de la Alianza para el Progreso como un programa de
desarrollo económico de América Latina en el contexto de la Guerra
Fría.  Para tener acceso a la ayuda de la Alianza para el Progreso los go-
biernos debían tener instancias de planificación económica y planes na-
cionales de desarrollo económico.

En 1962, durante la Administración de don Francisco Orlich, se estable-
ció la Oficina Nacional de Planificación.  Su primer director fue Bernal
Jiménez, quien había sido subdirector del Proyecto de Investigación del
Desarrollo Económico de Costa Rica.  El equipo de la nueva oficina es-
taba integrado por un grupo de funcionarios entre los que estaban Víc-
tor Hugo, Otto Kikut, Carlos Formoso, Enrique Soto Borbón y Pepita
Echandi.  La tarea principal de esta oficina –que funcionaba en la Casa
Presidencial– era elaborar el Plan Nacional de Desarrollo del país.  El
equipo nacional contó con la asistencia de la CEPAL y de expertos en-
viados por el Gobierno de Estados Unidos para la elaboración del Plan
de Nacional de Desarrollo.  En esta experiencia, Víctor Hugo pudo aqui-
latar los alcances, las posibilidades y las limitaciones de la planificación
económica en una época en que muchos economistas eran fieles creyen-
tes de la posibilidad y conveniencia de la planificación.

VI. LAS PREOCUPACIONES POR LA EQUIDAD

En la década de los cincuentas y sesentas, el énfasis de la política econó-
mica fue el crecimiento o desarrollo económico.  En la década de los se-
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tentas el énfasis de las políticas públicas se centró en el tema de la equi-
dad, en particular al combate de la pobreza y a la distribución del ingre-
so.  Es precisamente, en esta última década que Víctor Hugo comienza
a investigar sobre esos temas.

En la Academia de Centroamérica6 se realiza el primer estudio de po-
breza en Costa Rica con la información de los Censos de Población, Vi-
vienda y Agrícola del año 1973.  Este estudio identificó familias pobres,
examinó sus características y su ubicación espacial con los métodos de
necesidades básicas insatisfechas y línea de pobreza.  Víctor Hugo par-
ticipa en esta investigación junto con Eduardo Lizano, Alberto Di Mare
y Claudio González Vega.

Este estudio es muy importante por sus resultados y por la metodolo-
gía usada.  Sus resultados constituyen la primera radiografía del fenó-
meno de la pobreza en Costa Rica.  Desde el punto de vista metodoló-
gico, logró enlazar la información de los tres censos y estimar el ingreso
de las familias.  Lamentablemente, el informe del estudio tuvo una cir-
culación muy restringida.7

En la década de los setentas, Víctor Hugo desarrolló investigación en el
campo de la distribución del ingreso en el Instituto de Investigaciones
en Ciencias Económicas de la Universidad de Costa Rica.  Víctor Hugo
en 1971 dirigió una encuesta para medir, entre otras cosas, la distribu-
ción del ingreso y el consumo de algunos alimentos.  Esta es la primera
investigación que permitió examinar la distribución del ingreso con una
definición amplia de ingreso y con una muestra representativa.8 En la
misma década, Víctor Hugo pudo analizar la distribución del ingreso
con una encuesta de ingresos y gastos realizada por la Dirección Gene-
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6. En 1969 un grupo de economistas integrado por Eduardo Lizano, Alberto Di Ma-
re, Miguel Ángel Rodríguez y Claudio González Vega tuvo la iniciativa de fundar
la Academia de Centroamérica, como un centro de investigación y análisis en el
campo de las Ciencias Sociales, e invitaron a Víctor Hugo a participar en este pro-
yecto.  Víctor Hugo se convirtió en uno de los pilares de esta institución.

7. Véase Víctor Hugo Céspedes et al. (1977).

8. Hay dos antecedentes en el campo de los estudios de la distribución del ingreso en
Costa Rica.  Uno es el trabajo de Carlos Quintana, “Análisis del ingreso familiar en
el Área Metropolitana de San José” (1962), y el otro es el de Donald G. Thaily, “In-
come Distribution in Costa Rica” (1968).



ral de Estadística y Censos, con el propósito de diseñar la canasta del ín-
dice de precios del consumidor.9

El trabajo pionero de Víctor Hugo sobre la distribución del ingreso en
Costa Rica tiene una triple importancia.  En primer lugar, por primera
vez el país tiene una sólida base empírica para examinar la distribución
del ingreso, lo cual permite tener un soporte importante para la formu-
lación de las políticas públicas en el campo de la equidad.  En segundo
lugar, el trabajo tiene aportes metodológicos importantes:  examina có-
mo diferentes definiciones del ingreso de las familias pueden llevar a
diferentes conclusiones sobre la magnitud y distribución de éste.  El tra-
bajo de Víctor Hugo llama la atención sobre el cuidado que se debe te-
ner en los aspectos metodológicos para llegar a conclusiones sobre la
distribución del ingreso, cuidado que debe redoblarse cuando se reali-
zan comparaciones entre países.  Para esta investigación Víctor Hugo
analizó diferentes estudios de distribución del ingreso, especialmente
las mediciones realizadas en Inglaterra.  En tercer lugar, Víctor Hugo ha
sido maestro de las generaciones que han seguido con el estudio de la
pobreza y la distribución del ingreso.  Juan Diego Trejos y Pablo Sauma,
economistas que han sobresalido por el estudio de los temas de equi-
dad, fueron alumnos de Víctor Hugo; ellos constituyen una prueba más
de su labor como docente.

La contribución de Víctor Hugo al estudio de la pobreza y de la distri-
bución del ingreso ha sido fruto de un trabajo laborioso de un autodi-
dacta que cuida los cientos de detalles para lograr la exactitud deseada.
Este trabajo se asemeja al de un artesano, al del joven talabartero de los
años cuarenta y cincuenta en Naranjo y en Alajuela.  Un buen artesano
busca o produce las mejores materias primas, las transforma cuidadosa-
mente con las mejores herramientas y logra un buen producto para que
su cliente pueda apreciarlo.  Como investigador, Víctor Hugo es un ar-
tesano por tres razones.  Primero, es un investigador que trabaja en la
producción de las estadísticas y que realiza un estricto control de la ca-
lidad de éstas.  Segundo, Víctor Hugo es un investigador riguroso en la
interpretación de los datos, se cuestiona una y otra vez sobre la validez
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de las interpretaciones y conclusiones obtenidas del proceso de investi-
gación.  Tercero, una vez concluida la investigación, Víctor Hugo se
preocupa en comunicarla en una forma estructurada y simple para la
mejor comprensión de un lector no especializado.  Todo esto hace que
Víctor Hugo sea un artesano de la investigación y del trabajo intelectual.

VII. EL ANÁLISIS DE LA CRISIS Y DE LA RECUPERACIÓN

A inicios de los ochentas la economía costarricense sufrió una profunda
crisis.  En la Academia de Centroamérica, Víctor Hugo participa en el
análisis del origen de la crisis y de sus consecuencias.  Estos trabajos
fueron escritos en un lenguaje sencillo y publicados para que los leyera
un público general, no especializado.  Con uno de estos trabajos Víctor
Hugo y dos colegas de la Academia de Centroamérica obtuvieron en
1985 el “Premio Ancora” en ensayo, que otorga el periódico La Nación.10

En uno de sus trabajos, Víctor Hugo y Claudio González Vega analizan
la economía costarricense desde la posguerra hasta mediados de los
ochentas.  Plantean que Costa Rica, desde la posguerra hasta la crisis de
los ochentas, fue especialmente exitosa al lograr una excepcional com-
binación de crecimiento económico, estabilidad política y una sustancial
reducción de la pobreza.  El rápido crecimiento económico estuvo aso-
ciado a un mejoramiento notable de las condiciones de vida de la pobla-
ción costarricense.  Estos resultados –que ya eran excepcionales a inicios
de los cincuentas en comparación con otros países latinoamericanos–
fueron posibles gracias al crecimiento económico, al acceso al ahorro ex-
terno y al manejo de mecanismos institucionales.  Junto con estos lo-
gros, el país disfrutó de estabilidad política fundamentada en la crea-
ción de amplios consensos para formular las políticas públicas.  Esta
estabilidad política, a su vez, ha sido un factor primordial para el creci-
miento económico y el mejoramiento de las condiciones de vida de los
costarricenses.  Sin embargo, la creación de los consensos resultó costo-
sa y auspició el desequilibrio fiscal como uno de los elementos desenca-
denantes de la crisis.11
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10. Víctor Hugo Céspedes et al. (1983).

11. Véase Simpon Rottenber (1993).



La crisis tuvo un importante costo social que se reflejó en el aumento de
la pobreza.  Víctor Hugo fue el autor principal de un libro publicado en
1988, en donde se analiza la situación de la pobreza antes y después de
la crisis.12 Este libro tiene la particularidad de estar escrito en un len-
guaje muy sencillo y trascendió al círculo de los especialistas.  Posterior-
mente, en 1995, él vuelve a analizar la evolución de la pobreza en la épo-
ca de la recuperación de la crisis.13

La crisis obligó al país a cambiar la dirección de su política económica.
A partir de 1984 se inició una agenda de apertura económica, la cual se
ha venido ejecutando en una forma consistente.  En 1994 Víctor Hugo
fue el autor principal de un estudio en el que analiza la apertura comer-
cial y el mercado laboral.14

Además de investigador, Víctor Hugo se ha preocupado por la produc-
ción de estadísticas de calidad.  A mediados de los setentas tuvo un pa-
pel clave para la formulación de las Encuestas de Hogares y en 1998,
cuando la Dirección General de Estadísticas y Censos dependiente del
Ministerio de Economía, Industria y Comercio se transformó en el Ins-
tituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), Víctor Hugo fue el pri-
mer presidente de su Junta Directiva.

VIII. REFLEXIÓN FINAL

Víctor Hugo ha contribuido y sigue contribuyendo al conocimiento de
la realidad económica de Costa Rica.  Ha sido economista, estadístico,
investigador y profesor universitario.  En todas estas facetas su trabajo
ha sido pionero, porque ha logrado abrir el camino del conocimiento en
las diferentes etapas de la historia económica en que le ha correspondi-
do vivir.  Ha sido generoso con sus alumnos, con su familia y con sus
colegas porque ha compartido todo lo que tiene, en particular su tesoro
más valioso:  su conocimiento.  La rigurosidad, la honestidad y la hu-
mildad han sido las normas en su trabajo.  Víctor Hugo fue artesano en
su adolescencia y juventud y lo sigue siendo hoy dentro del campo de
la investigación económica, constituyendo y ofreciendo un trabajo inte-
lectual logrado con esmero, paciencia y entusiasmo.
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12. Víctor Hugo Céspedes y Ronulfo Jiménez (1988).

13. Víctor Hugo Céspedes y Ronulfo Jiménez (1995).

14. Víctor Hugo Céspedes y Ronulfo Jiménez (1994).
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Introducción

La medición de la pobreza se inicia en Costa Rica en la década de los
años setenta con trabajos pioneros como los de la Academia de Centroa-
mérica, que tienen como fuente los censos nacionales de población, vi-
vienda y agropecuario de 1973 y sobre los cuales se aplica un proceso
de imputación de ingresos (Céspedes, et al., 1977 y Carvajal, et al. 1977).
Del mismo año que los anteriores es el trabajo de Argüello (1977) cuya
base de información es la encuesta anual de hogares (de julio de 1966 a
junio de 1967) de la Dirección General de Estadística y Censos (DGEC).
Más tarde, la Oficina de Planificación Nacional (OFIPLAN, 1979) utili-
za esos datos censales y una encuesta ad hoc en zonas marginales del
Área Metropolitana de San José, realizada en 1977, para un análisis de
la pobreza urbana.  Finalmente, aparecen los trabajos de la Comisión
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) con estimaciones
para Costa Rica (Altimir, 1979 y Piñera, 1979).

En el decenio de los años ochenta, el Instituto de Investigaciones en
Ciencias Económicas de la Universidad de Costa Rica (IICE) realizó dos
encuestas especializadas a hogares que arrojan estimaciones de pobre-
za:  una en 1983, enfatizando el tema del acceso a los programas socia-
les (IICE, 1985), y la otra en 1986, analizando el proceso de empobreci-
miento provocado por la crisis de la primera parte de los años ochenta
(IICE, 1988).  Los trabajos de Sauma y Hoffmaister (1989), Taylor-Dor-

1. Se agradece la colaboración de Inés Sáenz en el procesamiento de las encuestas de
hogares y de Luis Oviedo en la sistematización de la información y en el procesa-
miento en línea del censo del 2000.



mond (1991), Rodríguez (1990), Sauma y Trejos (1990) y Trejos (1990,
1992 y 1995) se basan en estas dos últimas encuestas.

Fuera de estos esfuerzos puntuales, es la DGEC (ahora Instituto Nacio-
nal de Estadística y Censos –INEC–), quien inicia la medición periódica
de la pobreza a partir de su programa permanente de encuestas de ho-
gares.  Si bien este programa arranca en 1976, no es sino hasta el año
1980 cuando se inician las estimaciones de pobreza de manera tímida,
esto es, sin mayor divulgación.2 Con la revisión del programa de en-
cuestas, a mediados de los ochenta, la medición y publicación de estas
estimaciones se torna más regular a partir del año 1987.  Estimaciones
paralelas realizadas por la CEPAL, el Banco Mundial, la Organización
Internacional del Trabajo y el Banco Interamericano de Desarrollo, así
como por investigadores individuales, tienen a estas encuestas como su
fuente primaria de información.3

Esto significa que en el país existe una larga tradición sobre el estudio de
la pobreza, aunque es menor la atención que se le ha prestado al tema es-
pecífico de la pobreza rural, pese a que ésta ha predominado dentro de
la pobreza total.  En los decenios de los setentas y ochentas, tres de cada
cuatro familias pobres vivían en las zonas rurales y actualmente por lo
menos la mitad de los pobres continúan residiendo en esas áreas.

La Academia de Centroamérica (Céspedes, et al., 1976) es la primera ins-
titución que realiza una incursión en el tema de la pobreza rural; luego
OFIPLAN (1981) desarrolló un mapa sobre la pobreza rural a partir de
indicadores sociales, utilizando el cantón como unidad de análisis y al
censo y a los registros administrativos como fuente primaria.  Con in-
formación similar, pero referida al censo de 1984, se analiza posterior-
mente el perfil de la pobreza en los distritos rurales (Céspedes y Jimé-
nez, 1987) y se actualiza el mapa realizado por OFIPLAN (MIDEPLAN,
1991).  En su tesis de maestría, Rodríguez (1990), retoma a la familia co-
mo unidad de análisis y a la pobreza como una insuficiencia de ingre-
sos, para explorar los determinantes de la pobreza rural y su compara-
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2. En García-Huidobro, et al.  (1990), aparecen unas de las primeras cifras publicadas
con datos de esas encuestas.

3. El INEC realizó también una encuesta de ingresos y gastos familiares en el año
1988, que sirve de referencia para estimaciones puntuales (Rodríguez, 1992; Trejos
y Montiel, 1999 y Céspedes y Jiménez, 1995).



ción con la pobreza urbana.  Para ello utiliza como base de información
la encuesta realizada por el IICE en 1986.4

El objetivo de este trabajo es el de presentar un perfil actualizado de la
pobreza rural y de su evolución reciente, utilizando como base princi-
palmente las encuestas de hogares del INEC.  En este análisis se enfati-
za el ámbito rural, pero se le compara con las zonas urbanas.5 Se inicia
con algunas advertencias metodológicas y se pasa seguidamente a ubi-
car la situación y evolución de la pobreza rural.  La sección siguiente
presenta el perfil general de los pobres rurales en contraposición con los
no pobres rurales y los pobres urbanos.  Luego se pone la atención a
grupos particulares de población rural vulnerable a sufrir privación, co-
mo las mujeres, los jóvenes y los indígenas.  Se concluye sintetizando
los principales resultados encontrados y proponiendo medidas que me-
joren el combate de la pobreza rural.

I. ALGUNAS ADVERTENCIAS METODOLÓGICAS

La medición oficial de la pobreza sigue una definición de pobreza por
insuficiencia de ingresos y utiliza la Encuesta de Hogares de Propósitos
Múltiples (EHPM) del Instituto Nacional de Estadística y Censos
(INEC) como fuente primaria.  Los hogares, y sus miembros, se consi-
deran pobres si el ingreso familiar mensual por persona no supera al
costo de una canasta básica de bienes y servicios conocida como línea
de pobreza (LP).  Si el ingreso familiar por miembro no supera al costo
de la canasta de alimentos (línea de pobreza extrema), el hogar se con-
sidera en situación de indigencia o pobreza extrema.

La EHPM es una encuesta puntual que se realiza en el mes de julio de
cada año a cerca de 13 mil hogares y tiene un período de referencia en
el que predomina la semana previa a la entrevista.  Para algunas varia-
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4. Una síntesis de los resultados aparecen en un artículo publicado en conjunto con
el profesor Smith (Rodríguez y Smith,1994).

5. Las zonas urbanas corresponden a los centros administrativos de los cantones del
país que se demarcan con criterio físico funcional (existencia de cuadrantes, calles,
aceras, luz eléctrica, servicios urbanos, etcétera) más su periferia urbana.  Las zo-
nas rurales comprenden los poblados de menor tamaño, aunque no se define un
tamaño máximo, más las áreas sin poblados definidos (INEC, 2003).



bles de ingreso se obtiene información para un período de referencia
mayor, pero no se avanza en reconstruir el empleo ni los ingresos del úl-
timo año, por lo que la estacionalidad del empleo y de los ingresos no
es captada.  Esta encuesta permite estimaciones con un nivel de confian-
za conocido para cuatro dominios:  Región Central Urbana, Región
Central Rural, Resto del País Urbano y Resto del País Rural.6 Para algu-
nas variables se pueden tener estimaciones confiables para cada una de
las cinco regiones periféricas (Resto del país).  En este trabajo, las regio-
nes periféricas se agrupan en las regiones del pacífico y las huetares, con
el fin de dar estimaciones de sus zonas rurales, aunque los resultados
han que verlos con cautela.

La medición de la pobreza se sustenta entonces en la medición de los in-
gresos del hogar.7 No obstante los ingresos captados por la EHPM se cir-
cunscriben principalmente a los ingresos laborales y particularmente a
los ingresos en dinero.  Solo para los trabajadores independientes se in-
dagan ingresos en especie (autosuministro).  Las transferencias corrien-
tes se recogen solo si son regulares y en dinero, mientras que los ingre-
sos del capital, también en dinero, se miden más burdamente.  Ello
enfatiza la relación entre pobreza y mercado de trabajo, pero puede so-
brestimar la extensión de la pobreza en aquellos grupos donde los ingre-
sos en especie pueden ser una parte importante de su ingreso laboral o
donde existe una mayor dificultad de captar los ingresos (agricultores,
empleados agrícolas, indígenas, servidores domésticos, etcétera).  En es-
ta dirección, se puede pensar que las EHPM tienden a sobreestimar la
pobreza rural en general y la de origen agrícola en particular, aunque no
se dispone de estimaciones sobre la magnitud de este sesgo.

Otro problema con el uso de los ingresos es que existe un porcentaje am-
plio y variable de hogares que no reportan ingresos (26 por ciento en
1989; 13,5 por ciento en el 2003) y ellos quedan fuera, sin reponderar la
muestra, al realizar las estimaciones de pobreza.  Esto puede introducir
algunas distorsiones en el análisis de las tendencias y en la magnitud
puntual estimada.  En particular se considera que la estimación para el
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6. Ello es así a partir del diseño de una nueva muestra que arranca en el año 1999.

7. Las EHPM no preguntan por el consumo corriente, indicador considerado más
adecuado por algunos analistas, pero que tampoco está libre de problemas (ver
Mejía y Vos, 1997).



año 2003 aparece por debajo de lo esperado en parte por este factor (ver
Recuadro 2.9 del Programa Estado de la Nación, 2004).

Con el censo del 2000 se puede analizar la pobreza por necesidades bá-
sicas insatisfechas y esta aproximación se puede utilizar en las EHPM,
aunque no existe una definición oficial (Méndez y Trejos, 2004).  Esta
aproximación, no obstante, mide la carencia en bienes y servicios supli-
dos normalmente a través de la política social y la inversión pública y
la relación con el mercado de trabajo se diluye.  Por ello, a menos que
no se pueda utilizar las EHPM, como es el caso de la población indíge-
na, se optará por esta fuente primaria.  Esto significa que el análisis
cuantitativo se centrará en el pobreza por ingresos insuficientes y en la
EHPM como fuente.  La información más reciente se refiere al año 2003.8

Las EHPM sufren modificaciones en el año 2000 (muestra, ponderado-
res, clasificadores de rama y ocupación), de modo que las comparacio-
nes para años previos al 2000 también se dificultan.

II. EVOLUCIÓN Y SITUACIÓN ACTUAL DE LA POBREZA RURAL

Para estudiar las características de la pobreza rural pongámoslo en con-
texto con la pobreza nacional y la pobreza en el ámbito urbano.

1. La magnitud de la pobreza en el 2003

Según las estimaciones que surgen de las EHPM del INEC, para al año
2003 cerca de 194 mil familias del país se encontraban en situación de
pobreza por insuficiencia de ingresos (18,5 por ciento del total) y cerca
de 868 mil personas pertenecían a esos hogares pobres (21 por ciento de
la población total).9 La mitad de las familias pobres, y un tanto más de
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8. Mientras se preparaba este informe, el INEC (2004) ha difundido las últimas infor-
maciones provenientes de la encuesta del 2004.  Como no se dispuso a tiempo de
la información detallada para el 2004, ella se utilizará solo en el análisis de la evo-
lución reciente de la pobreza.  Dado el carácter estructural de la pobreza, el perfil
del año 2003 mantiene su actualidad.

9. Las estimaciones divulgadas para el 2004 indican que la pobreza nacional subió al
21,7 por ciento de los hogares, lo que significa cerca de 209 mil familias y 872 mil
personas, sin incluir los que no reportaron ingresos (INEC, 2004).
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las personas pobres, viven en las zonas rurales.  Esto significa que el 23
por ciento de los hogares (97 mil) y el 26 por ciento de las personas (439
mil) sufrían de pobreza por ingresos insuficientes (LP) en las zonas ru-
rales (Cuadro 2.1).  En las zonas urbanas por el contrario, solo el 15 por
ciento de los hogares (97 mil) y el 18 por ciento de las personas (429 mil)
se ubican por debajo de los umbrales de la pobreza.  Así, la pobreza es
más extendida e intensa en las zonas rurales, de modo que un tercio de
los pobres se ubican en situación de pobreza extrema o indigencia.  En
esta zona residen el 64 por ciento de la población pobre en situación de
indigencia, el 51 por ciento de la población en estado de pobreza y solo
el 41 por ciento de la población total del país.10

Otras aproximaciones de la pobreza, como el método de las necesidades
básicas insatisfechas (NBI) o el método integrado de la pobreza (MIP =
NBI o LP), duplican la extensión de la pobreza y la situación relativa de
las zonas rurales empeora.  Bajo estas aproximaciones, la pobreza rural
sigue siendo más extensa e intensa, cubre a algo más de la mitad de las
familias y pobladores rurales y algo más de la mitad de los pobres del
país continúan residiendo en las zonas rurales.

2. La distribución espacial de la pobreza rural

Dentro de las zonas rurales, la pobreza por ingresos está más extendida
en las regiones del Pacífico, ya que la incidencia de la pobreza afecta al
35 por ciento de los hogares (contra 23 por ciento de los hogares rurales
totales pobres) y en estas regiones se concentran casi la mitad (48 por
ciento) de los pobres rurales (Cuadro 2.2).  Dentro de las regiones del
Pacífico, las regiones Brunca y Chorotega son las más pobres de todas
las regiones del país, en tanto que la región Pacífico Central ocupa una
posición intermedia y similar al promedio de las regiones huetares.
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10. Para el año 2004 y en comparación con el año 2003, la incidencia de la pobreza a
nivel de hogares subió en la zona urbana del 15 al 19 por ciento y en las zonas ru-
rales del 23 al 26 por ciento (INEC, 2004).



Cuadro 2.2
COSTA RICA:  INCIDENCIA Y DISTRIBUCIÓN DE LA POBREZA RURAL

POR REGIÓN SEGÚN DISTINTAS APROXIMACIONES, 2003
(Cifras relativas)

REGIÓN
PORCENTAJE DE FAMILIAS POBRES DISTRIBUCIÓN DE LAS FAMILIAS POBRES

LP NBI MIP LP NBI MIP

País rural 23 52 53 100 100 100

Región Central 15 40 41 28 33 33

Regiones Periféricas 29 60 61 72 67 67

Regiones del Pacífico 35 62 65 48 37 39
Chorotega 39 62 65 19 14 14
Central 22 62 62 6 7 7
Brunca 38 61 65 22 16 17

Regiones huetares 22 59 58 24 30 28
Atlántica 20 59 57 13 18 17
Norte 25 60 58 11 12 11

FUENTE: Cálculos del autor con base en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del Instituto Nacional de
Estadística y Censos.

Las zonas rurales de la Región Central son las menos pobres de todas,
con una incidencia similar al promedio de las zonas urbanas (15 por
ciento de las familias son pobres).  No obstante, por su peso poblacional
(47 por ciento de la población rural) hace que sea la región que aporte
la mayor cantidad de pobres de manera independiente (28 por ciento de
los pobres por ingresos o 33 por ciento de los pobres por NBI o MIP).
Cuando se utilizan otras aproximaciones de pobreza (NBI o MIP), las
zonas rurales de las regiones del Pacífico se mantienen como las más
pobres y las que más pobres aportan como bloque, aunque las diferen-
cias se diluyen y, en esa medida, estas regiones reducen su aporte de po-
bres rurales al 37 por ciento - 39 por ciento del total de pobres rurales.
No obstante, es claro que dentro de una estrategia de combate a la po-
breza rural, las zonas rurales de las regiones del Pacífico deberían reci-
bir atención prioritaria, particularmente la Brunca y la Chorotega.

3. La evolución reciente de la pobreza rural

Solo existe una serie comparable de pobreza por ingresos y ésta señala
que la pobreza ha estado estancada desde hace una década en torno al
20 por ciento de los hogares a nivel nacional (Gráfico 2.1).  Pese a que la
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incidencia de la pobreza se redujo al 18,5 por ciento en el 2003, se con-
sidera que esta reducción está sobredimensionada por características
del método (efecto precio) y por características de las EHPM (efecto res-
puesta) y es coyuntural (ver Estado de la Nación, 2004; recuadro 2.9).
En efecto, los resultados para el 2004 corroboran que esta baja no era
real ni sostenible y la pobreza vuelve a acercarse, por encima, de los ni-
veles históricos.

Gráfico 2.1
COSTA RICA:  EVOLUCIÓN DE LA POBREZA

(porcentaje de familias pobres)

FUENTE:  EHPM del INEC

Este estancamiento se observa también en el ámbito rural, pero en tor-
no al 24 por ciento de los hogares y en el ámbito urbano alrededor del
17 por ciento.  Esto significa que, como promedio, la incidencia de la po-
breza rural está cerca de ocho puntos porcentuales por encima de la po-
breza urbana o cerca del 46 por ciento más alta.  En ambas zonas y pa-
ra el país en su conjunto, el nivel del 2004 es el más alto de los últimos
11 años.  Un crecimiento económico insuficiente, concentrado y volátil,
un deterioro de la inversión social en educación en el decenio de los
ochenta y un aumento en la desigualdad de la distribución de los ingre-
sos son causas asociadas con el estancamiento de la pobreza (Trejos,
2002).  La inmigración de nicaragüenses, por el contrario, no parece ex-
plicar el estancamiento observado de la pobreza (Barquero y Vargas,
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2004).  Más aún, y con la excepción de los cantones limítrofes de la re-
gión Chorotega, las regiones del Pacífico no son lugares de atracción de
la inmigración nicaragüense (Morales y Castro, 2002).

III. EL PERFIL DE LA POBREZA RURAL

Si se considera la totalidad de la población pobre rural es posible iden-
tificar un conjunto de características comunes que se asocia con los ries-
gos de sufrir pobreza, que los asemeja o diferencia de los pobres urba-
nos.  Estas características son individuales o están delimitadas por el
medio rural.11

1. Las características demográficas

Las familias pobres son más grandes porque tienen más niños menores
de 12 años (casi el doble de los no pobres), en tanto que no muestran
mayor diferencia en el número de personas en edad activa (de 12 ó más
años).  Su situación socioeconómica relativa depende entonces de la for-
ma que se insertan al mercado de trabajo y de la carga económica que
deben atender.  Las familias rurales (pobres y no pobres) cuentan a su
vez con un mayor número de miembros que sus equivalentes urbanas
(Cuadro 2.3).

Al ser los hogares con niños más vulnerables a la pobreza (Barquero y
Trejos, 2004), esto significa que los niños padecen en mayor grado de
sus efectos.  Mientras que el 26 por ciento de la población rural es po-
bre, el 34 por ciento de los niños rurales sufre de pobreza.  La mayor in-
cidencia de la pobreza en las zonas rurales de las regiones del pacífico
(35 por ciento de la población), hace que el 47 por ciento de los niños de
esas zonas se encuentren bajo los umbrales de pobreza.  Esto torna a la
población infantil en un grupo de atención prioritaria para romper el
círculo de reproducción intergeneracional de la pobreza, a través de
efectivos y suficientes servicios de salud y de educación general.

26 La pobreza rural en Costa Rica: características y evolución reciente

11. Perfiles de este tipo para el año 1986 se encuentran en Trejos (1995) y su evolución
en Céspedes y Jiménez (1995).
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Cuadro 2.3
COSTA RICA:  CARACTERÍSTICAS DEMOGRÁFICAS DE LOS HOGARES

POR ZONA Y CONDICIÓN DE POBREZA, 2003

ZONA URBANA ZONA RURAL POBRES DE LA ZONA RURAL
CRITERIO DE POBREZA EN LAS REGIONES

POBRE NO POBRE POBRE NO POBRE CENTRAL PACÍFICO HUETAR

Familias (miles)1/ 83 456 86 285 24 41 21

Personas (miles)1/ 360 1.664 390 1.098 106 187 97

Personas por hogar 4,3 3,6 4,5 3,9 4,4 4,5 4,7
Menores 1,4 0,7 1,5 0,9 1,5 1,5 1,6
En edad de trabajar 2,9 3,0 3,0 2,9 2,9 3,0 3,1
Activos 1,2 1,7 1,2 1,7 1,2 1,1 1,3
Ocupados 0,9 1,7 1,0 1,6 1,0 1,0 1,1

Dependientes por ocupado 3,6 1,2 3,4 1,4 3,4 3,4 3,2

Tasa de participación laboral 40,0 58,6 40,2 57,2 41,7 37,9 42,9
Jefes 63,4 80,8 68,6 84,6 71,9 67,1 67,8
No jefes 27,9 47,4 26,1 43,1 26,2 23,5 30,9

Tasa de desempleo abierto 19,9 5,1 13,8 4,8 18,2 9,3 16,9
Jefes 9,6 1,1 8,0 1,2 10,9 5,2 9,8
No jefes 31,8 8,5 21,4 8,4 28,6 14,9 24,3

Estructura de la población 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
Niños (menores de 12 años) 32,2 18,7 33,7 23,7 33,9 33,5 33,9
Jóvenes (de 12 a 24 años) 25,6 26,8 25,7 27,0 25,5 24,9 27,6
Adultos (de 25 a 49 años) 26,6 36,9 26,8 37,8 27,5 26,9 25,7
Mayores (de 50 o más años) 15,6 17,7 13,8 13,4 13,1 14,7 12,7

Características del jefe
Edad (años) 49,4 46,7 47,9 44,4 46,8 48,7 47,5
Educación (años) 5,8 9,5 4,1 6,4 4,5 4,2 3,7
Mujeres (por ciento) 40,3 27,0 24,9 17,7 26,9 23,8 24,9

1/ Excluye las familias que no reportaron ingreso (13,5 por ciento del total).

FUENTE:  Cálculos del autor con base en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del Instituto Nacional de
Estadística y Censos.



Como los hogares no difieren en cuanto al número de personas poten-
cialmente activas (tres como media), las diferencias de ingreso surgen
por una menor y menos exitosa inserción de las personas pobres al mer-
cado de trabajo.  Una menor inserción al mercado de trabajo se traduce
en menos activos por hogar (1,2 entre los pobres rurales contra 1,7 entre
los no pobres rurales) y ello es producto de una menor participación la-
boral tanto de jefes (69 por ciento contra 85 por ciento) como de no jefes
(26 por ciento contra 43 por ciento).  En esta dirección, y lo que es con-
secuente con su mayor pobreza, las regiones del Pacífico manifiestan las
menores participaciones entre los pobres rurales.

Una menos exitosa inserción al mercado de trabajo, se traduce en un
menor número de ocupados por hogar (1,0 en los pobres contra 1,6 en-
tre los no pobres) y tasas de desempleo superiores (14 por ciento contra
5 por ciento), siendo mayores entre los no jefes de hogar.  Las zonas ru-
rales de las regiones del pacífico muestran una menor incidencia del de-
sempleo, lo que sumado a la menor participación, sugiere la presencia
de insuficiencia de demanda de trabajo, que reprime los esfuerzos por
buscar trabajo.

Esta menor y menos exitosa inserción al mercado de trabajo se traduce
en una alta carga de dependientes por ocupado.  Mientras que en una
familia rural no pobre cada ocupado debe sostener a 1,4 dependientes,
entre las familias rurales pobres cada ocupado debe generar ingreso pa-
ra 3,4 dependientes.  Como el desempleo es mayor entre los pobres ur-
banos, sin mayores diferencias en cuanto a participación, la carga de de-
pendientes por ocupado en los hogares pobres urbanos (3,6
dependientes por ocupado) supera la de los pobres rurales.  Esto signi-
fica que en una familia no pobre, urbana o rural, cada ocupado necesi-
ta un ingreso laboral cercano a tres líneas de pobreza para evitar la po-
breza.  Por el contrario, los ocupados de los hogares pobres, requieren
un ingreso laboral cercano a cinco líneas de pobreza para sacar a sus fa-
milias de este estado.

Hay entonces un problema de empleos insuficientes que tiene parte de
su origen en la estructura demográfica, esto es, los hogares pobres tie-
nen menos miembros en edades plenamente activas (de 25 a 49 años),
pero también en un menor capital humano que facilite la inserción con
éxito.  Tomando como referencia la educación de los jefes rurales po-
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bres, éstos en promedio apenas completaron el cuarto año de primaria,
aunque la educación promedio de los jefes rurales no pobres no es bas-
tante mayor (primaria completa como media).  La mejora en la emplea-
bilidad de la población en edad activa rural parece entonces una priori-
dad dentro de una estrategia que busque reducir la pobreza.  Esto pasa
no solo por mejorar las capacidades de las personas a través de la edu-
cación, la capacitación y adecuados servicios de salud, sino que debe
atenderse también la creación de oportunidades de empleo a través de
la promoción de actividades rurales no agrícolas.

Los hogares pobres, urbanos o rurales, tienen jefes más jóvenes, en pro-
medio, que los hogares no pobres y de ahí la mayor presencia de niños.
Están al mando de hogares en formación y desarrollo, pero su menor
edad también implica menor experiencia laboral y menores ingresos pa-
ra el mismo capital humano.  Por su parte, la jefatura femenina si bien
es mayor entre los hogares pobres en general y rurales en particular (25
por ciento de los hogares pobres rurales son jefeados por una mujer con-
tra un 18 por ciento entre los no pobres), no muestra la extensión que se
observa entre los hogares pobres urbanos donde el 40 por ciento de es-
tos hogares tiene una mujer al frente.  El mayor riesgo de pobreza aso-
ciado a los hogares cuando una mujer está al frente (ver más adelante
sección de la mujer rural), asociado con el mayor riesgo de pobreza de
los menores sugieren la necesidad de que el binomio madre-niño sea
objeto de atención prioritaria en el combate a la pobreza y los progra-
mas de transferencias condicionadas parecen ser una forma exitosa de
combinar formación de capital humano con atención de necesidades de
consumo presente.

2. El acceso a los servicios básicos

El país ha logrado un acceso casi universal a la educación primaria, pe-
ro muestra carencias en la preescolar y media, particularmente entre los
pobres rurales y un bajo logro educativo entre los que acceden efectiva-
mente a la escuela (Cuadro 2.4).  Solo un 59 por ciento de los niños ru-
rales pobres de 5 y 6 años se encuentran asistiendo a un centro educati-
vo, contra un 77 por ciento de los pobres urbanos y un 71 por ciento de
los no pobres rurales.  Este menor acceso refleja la ausencia de los ser-
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vicios de la educación preescolar y la entrada tardía a la educación pri-
maria, originado entre otras cosas, por la necesidad de desplazarse pa-
ra llegar al centro educativo.  Cabe recordar que la ausencia de educa-
ción preescolar limita las oportunidades de éxito en la educación
primaria.

Los niños en edad de asistir a la educación primaria (de 7 a 11 años) se
encuentran asistiendo prácticamente en su totalidad, de modo que las
diferencias zonales y por estrato son mínimas y estadísticamente no sig-
nificativas.  A partir de los 12 años de edad, las diferencias entre zonas
y pobres se empiezan a ensanchar, de modo que los pobres urbanos
muestran tasas de asistencia superiores a los no pobres rurales y los po-
bres rurales se encuentran en la situación más desventajosa.  Solo 66 por
ciento de los jóvenes rurales pobres de 12 a 17 años se encuentran asis-
tiendo contra un 71 por ciento entre los no pobres rurales y un 80 por
ciento de los pobres urbanos.  Solo el 19 por ciento de los jóvenes rura-
les pobres de 18 a 24 años asiste a un centro educativo contra el 28 por
ciento del no pobre rural y el 29 por ciento del pobre urbano.  Estos re-
sultados, donde la probabilidad de asistir de un joven pobre urbano es
mayor que la de un joven no pobre rural, sugieren problemas de oferta
estatal de los servicios en el ámbito rural, junto a costos de oportunidad
mayores en estas zonas.

El hecho de que una parte de los jóvenes rurales pobres se encuentre
asistiendo a un centro educativo, no implica necesariamente que están
cursando estudios secundarios o superiores, pues la repitencia, y con
ello el rezago escolar, es un fenómeno bastante extendido.  Ello se pue-
de verificar con los indicadores de logro educativo, donde solo el 56 por
ciento de los jóvenes pobres rurales que ya superaron la edad para con-
cluir la educación general (de 20 a 24 años) habían logrado completar la
educación primaria y solo el 4 por ciento la educación secundaria.  El lo-
gro entre los jóvenes rurales no pobres apenas supera ligeramente al de
los pobres urbanos, mostrando el determinante geográfico en estas di-
ferencias.

El limitado porcentaje de jóvenes pobres rurales que logra completar la
primaria (56 por ciento) y la secundaria (menos del 5 por ciento), mues-
tra que ellos no están acumulando el suficiente capital humano para lo-
grar una inserción al mercado de trabajo que les permita romper con el
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círculo de la pobreza.  Esto es más deficiente entre los jóvenes pobres de
las zonas rurales de la región central del país donde, paradójicamente,
las calificaciones ofrecen mayores oportunidades por la cercanía de los
mercados de trabajo urbanos.  Cómo mejorar el rendimiento en prima-
ria, el acceso, la retención y el logro en secundaria parece ser un asunto
prioritario en el combate de la pobreza rural.

La existencia de un sistema nacional de salud, construido desde la dé-
cada de los años setenta, garantiza el acceso universal de la población.
Este acceso, sin embargo, está determinado por el tipo de aseguramien-
to al seguro de salud que se tenga.  Si no se es asegurado, puede acce-
der a los servicios de emergencia y si tiene capacidad, debe pagar por el
servicio.  El Cuadro 2.4 muestra el porcentaje de la población que tiene
seguro formal y este es alto incluso entre los pobres rurales (72 por cien-
to), bastante cercano al de los pobres urbanos (75 por ciento) y al de los
no pobres rurales (82 por ciento).  En el caso de salud, y al contrario del
de educación, las diferencias entre zonas se tornan menos marcadas.

Si la atención se pone en la fuerza de trabajo (población activa), las di-
ferencias entre pobres y no pobres se ensanchan de 10 puntos porcen-
tuales, para la población en su conjunto, a cerca de 16 puntos porcentua-
les (59 por ciento entre activos pobres rurales contra 75 por ciento entre
activos rurales no pobres), diferencia que alcanza a los 20 puntos en la
zona urbana.  Esta menor cobertura entre la población activa con rela-
ción a la población total, sobre todo en el ámbito rural, muestra el efec-
to de las formas de aseguramiento por cuenta del Estado y familiar.  El
papel del aseguramiento indirecto (familiar y por cuenta del estado),
también explica parte de la cobertura del seguro de los activos entre los
pobres y, en general, entre los pobladores rurales.  Este mecanismo, si
bien le garantiza el acceso a los servicios de salud, les excluye de otros
servicios y subsidios, e implica la no cobertura de los riesgos de acci-
dentes laborales, invalidez, vejez y muerte.  Este fenómeno es particu-
larmente marcado en contra de las mujeres (Martínez, 2003; Martínez y
Mesa Lago, 2003).  En todo caso, la menor cobertura, total y contributi-
va, entre la población activa pobre, los somete a riesgos adicionales en
el caso de enfermedad o accidente, que les crean gran vulnerabilidad y
pueden llegar a comprometer el capital (tierra, equipo) que hayan podi-
do acumular, propiciando así un mayor empobrecimiento.
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Otra característica del país es la fuerte inversión pública de vieja data en
servicios asociados con la vivienda y, más recientemente, en subsidios
para el acceso a la vivienda propia.  El Cuadro 2.4 muestra unos indica-
dores al respecto.  Con relación al grado de adecuación de la vivienda
en cuanto al estado y tipos de materiales y su tamaño relativo (hacina-
miento), es claro que los pobres rurales se encuentran en una situación
más desventajosa, ya que el 37 por ciento de la población rural pobre
habita una vivienda inadecuada, contra el 24 por ciento de los pobres
urbanos y el 16 por ciento de los no pobres rurales.  Aunque los crite-
rios de inadecuación son bastante extremos, acorde con la metodología
de las NBI, el cuadro no parece tan grave, máxime si se observan los ser-
vicios a los que se tiene acceso.

El acceso a la electricidad para alumbrar es bastante generalizada inclu-
so entre los pobres rurales, donde el 93 por ciento de las personas indi-
ca vivir en una vivienda que cuenta con electricidad.  Un cuadro simi-
lar se observa en cuanto al acceso a agua por cañería, donde el 83 por
ciento de la población pobre rural manifiesta tener acceso a ella.  A di-
ferencia de otros países, el acceso al agua por cañería en Costa Rica se
refiere mayoritariamente a su llegada directamente a la casa, lo cual im-
plica menores problemas de acarreo que tanto tiempo y trabajo deman-
dan en las zonas rurales.  El problema, en este caso, más bien es en tér-
minos de la calidad y la potabilidad del agua, pues los habitantes
suplidos por acueductos rurales tienden a enfrentar un servicio de me-
nor calidad.

En cuanto al acceso a las comunicaciones, si bien existe una amplia red
de teléfonos públicos en las zonas rurales, la tenencia de un teléfono re-
sidencial fijo es más limitada en las zonas rurales y los pobres urbanos
tienen más acceso que los no pobres rurales.  Dentro de los pobres rura-
les, es claro que el acceso es mayor entre los habitantes de la región cen-
tral, en tanto que los residentes rurales de las regiones del Pacífico tien-
den a mostrar una situación ligeramente más rezagada.  En todo caso,
la amplia infraestructura social (agua, electricidad y, probablemente, ca-
minos) en las zonas rurales demanda y posibilita el desarrollo de activi-
dades no agrícolas, a la vez que permite mejorar la productividad de las
actividades propiamente agrícolas y expande las oportunidades labora-
les en las zonas rurales.  Esta mayor, aunque aún insuficiente, inversión
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en infraestructura física y social en las zonas rurales, explica los meno-
res niveles de pobreza y desigualdad del país en comparación con el
resto de la región centroamericana (Trejos y Gindling, 2004) y muestra
un área de acción a profundizar si se quiere reducir la pobreza rural.

3. La vinculación con el mercado de trabajo

Se ha señalado que los pobres en general, y los rurales en particular, en-
frentan una menor y menos exitosa inserción al mercado de trabajo, lo
cual determina finalmente su situación de privación.  Aquí se busca
identificar algunas características de esa inserción, poniendo la atención
en los jefes de los hogares, ya que son ellos mayoritariamente los prin-
cipales proveedores del hogar (Cuadro 2.5).

Los hogares enfrentan un mayor riesgo de pobreza cuando el jefe se en-
cuentra desempleado o está fuera del mercado (inactivo).  Aunque solo
cerca del 6 por ciento de los hogares pobres, urbanos y rurales, tienen a
su jefe desocupado, cuando esto sucede el riesgo de sufrir pobreza su-
pera al 50 por ciento (incidencia o porcentaje de familias pobres con la
característica señalada) y llega al 62 por ciento en el caso de los jefes ru-
rales.  Si bien esta pobreza puede tener un carácter coyuntural, parece
necesario la existencia de programas que apoyen la capacidad de con-
sumo de estos hogares, para que no sufran un proceso de descapitaliza-
ción que profundizaría más su situación de pobreza.  Este tipo de pro-
gramas de subsidios y capacitación por empleo o programas de empleo
de emergencia han sido en general marginales en el país y con carácter
“pro-ciclo económico”.

Los hogares con jefe inactivo son más frecuentes entre los pobres (37 por
ciento en los urbanos y 31 por ciento en los rurales) y el riesgo o inciden-
cia de la pobreza resulta cerca de la mitad de la que sufren los hogares
con jefe desempleado (26 por ciento urbano y 38 por ciento rural), aun-
que bastante por encima del promedio zonal (2/3 más alto).  La inactivi-
dad sin la protección de la seguridad social es una posible causa del ma-
yor riesgo de pobreza y alude a la limitada cobertura contributiva de los
riesgos de la vejez que tienen los pobres.  Aunque existe un programa
bastante amplio de pensiones para indigentes, el monto del subsidio no
alcanza para sacarlos de la pobreza aunque vivieran solos.
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Cuando el jefe rural dispone de trabajo, el riesgo de pobreza (19 por
ciento) se ubica por debajo de la media zonal (23 por ciento) y resulta
menor a la mitad del riesgo de los que están inactivos o cerca de una
cuarta parte del riesgo de los hogares con jefe desempleado.  Este es cla-
ramente el grupo dominante entre los pobres y los no pobres (63 por
ciento de los hogares pobres rurales tienen al jefe ocupado y el 84 por
ciento entre los no pobres).  Como cerca de dos de cada tres hogares ru-
rales pobres tienen a su jefe ocupado, el tener empleo resulta insuficien-
te para salir de la pobreza y ésta se asocia entonces con el tipo de em-
pleo que se tiene y con los apoyos de ingresos que le puedan
suministrar otros miembros del hogar.

Lo primero se puede observar en el Cuadro 2.5 con la calidad del em-
pleo y la forma de inserción.  Los hogares rurales con jefe ocupado ple-
no –esto es, sin sufrir subempleo– solo representan el 31 por ciento de
los hogares pobres con jefe ocupado y entre ellos, el riesgo de pobreza
es de apenas un 9 por ciento, algo menos de la mitad del promedio zo-
nal.  Por el contrario, cuando el jefe ocupado sufre de subutilización de
sus capacidades, ya sea por que labora involuntariamente jornadas re-
ducidas de trabajo (subempleo visible) o porque labora en actividades
que le generan un bajo ingreso, pese a trabajar jornadas completas (su-
bempleo invisible), el riesgo de pobreza sube la 38 por ciento.  Como en
esta situación se encuentran dos de cada tres jefes ocupados rurales po-
bres, se requieren acciones para mejorar las opciones laborales y am-
pliar la productividad de las actividades.

La forma de inserción también determina el riesgo a sufrir pobreza y se
relaciona con la calidad del empleo.  El empleo asalariado, presente en
la mitad de los jefes rurales pobres con empleo, es un tipo de trabajo
más moderno y se asocia con un menor riesgo de pobreza (15 por cien-
to) pues predomina entre los no pobres.  La otra mitad de jefes pobres
rurales con trabajo desarrolla sus actividades de manera independiente
y su riesgo de pobreza es mayor (25 por ciento).  Este resulta ser un gru-
po heterogéneo, donde el riesgo de pobreza se asocia con la actividad
productiva y el tamaño del negocio, como se verá más adelante.  En to-
do caso, las diferencias por tipo de inserción en cuanto al riesgo de po-
breza resultan menores a las diferencias asociadas con la calidad del
empleo (con o sin subempleo).
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Como el ingreso de los hogares, parámetro utilizado para determinar la
situación de pobreza, depende del trabajo de otros miembros del hogar,
en el Cuadro 2.5 se presenta un ordenamiento de los hogares según el
número de ocupados que contengan.  Cerca de una cuarta parte de los
hogares pobres, urbanos y rurales, no cuentan con ocupado alguno (so-
lo desempleados o inactivos), y cuando esto sucede el riesgo de pobre-
za resulta del 40 por ciento entre las familias urbanas y del 46 por cien-
to entre los hogares rurales.  Ello refleja la dependencia de los ingresos
laborales y es ahí donde se pueden modificar las condiciones de vida de
los hogares.  Lo más frecuente (55 por ciento de los hogares pobres ur-
banos o rurales) es que cuenten con solo un ocupado y cuando ello su-
cede el riesgo de pobreza se reduce a la mitad y se ubica en torno a la
media regional.  En estos casos, es básico el tipo de empleo obtenido.
Cuando se tiene un segundo ocupado en el hogar, situación presente en
el 17 por ciento de los hogares pobres rurales y en el 30 por ciento de los
no pobres, el riesgo de pobreza se reduce a menos de la mitad y sigue
reduciéndose cuando aparecen otros ocupados adicionales.  Ello expli-
ca el porqué el 45 por ciento de los hogares rurales no pobres tienen más
de un ocupado y muestra la importancia de tomar acciones que permi-
tan una mayor inserción laboral de los miembros del hogar (educación,
capacitación, fuentes de empleo, etcétera).

Cuando el hogar cuenta con más de un ocupado, puede diversificar sus
fuentes de ingreso y ello los torna menos vulnerables a la pobreza.  El
Cuadro 2.5 presenta una agrupación de los hogares según su dependen-
cia a las actividades agrícolas.  Fuera de los hogares sin ocupados, ya co-
mentados, cuando los hogares tienen uno o más ocupados pero todos
están vinculados con la agricultura, su riesgo de pobreza es casi tan al-
to (36 por ciento) como el de no tener ocupados (46 por ciento) y tien-
den a igualarse en las zonas urbanas.  En esta situación se encuentra el
44 por ciento de los hogares pobres rurales y ahí parece necesario imple-
mentar medidas que mejoren la productividad y rentabilidad de las ac-
tividades o ayuden a reconvertir laboralmente a los ocupados para que
tengan opciones en actividades no agrícolas.

Si el hogar cuenta con al menos dos miembros ocupados, ya puede di-
versificar fuentes de ingresos y cuando eso sucede, el riesgo de pobreza
se reduce a menos de la mitad.  Solo un 6 por ciento de los hogares ru-
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rales pobres (12 por ciento de los no pobres) cuentan con trabajadores
en actividades agrícolas y no agrícolas y cuando eso sucede el riesgo de
pobreza es del 14 por ciento, similar (12 por ciento) al de los hogares que
no cuentan con la agricultura como medio de subsistencia.  Este último
grupo representa el 27 por ciento de los hogares rurales pobres y el 59
por ciento de los no pobres.  Estos resultados muestran claramente la
importancia que puede tener la generación de empleo no agrícola en el
ámbito rural como medio para reducir la pobreza.

4. Una tipología de los hogares rurales

Si se consideran las características del jefe como indicador del tipo de
hogar de que se trata, es posible construir una tipología de los hogares
según su vinculación productiva y a partir de la mezcla de un conjunto
de variables que la caracterizan:  actividad económica, condición de ac-
tividad, tamaño del establecimiento, forma de inserción, presencia de
otras fuentes de ingresos, etcétera.  Esta información aparece en el Cua-
dro 2.6.

En el 68 por ciento de los hogares rurales pobres y en el 85 por ciento de
los hogares rurales no pobres, su jefe se encuentra vinculado al merca-
do (trabaja o está temporalmente cesante).  Este grupo tiene un riesgo
de pobreza del 20 por ciento, ligeramente por debajo del promedio zo-
nal (23 por ciento).  Esta escasa diferencia surge del hecho de que cons-
tituye un grupo muy heterogéneo.  El 42 por ciento de los hogares rura-
les pobres (29 por ciento de los no pobres) tiene un jefe vinculado a
actividades agrícolas (agricultura, ganadería, caza, selvicultura y pes-
ca).  Estos hogares enfrentan un riesgo de pobreza del 31 por ciento (50
por ciento más alto que el promedio) y de nuevo mantienen una amplia
heterogeneidad interna.

Dentro de los hogares vinculados con la agricultura, los asociados con la
agricultura comercial (trabajadores y patronos en establecimientos agrí-
colas de cinco o más trabajadores) son los que muestran un menor ries-
go de pobreza (17 por ciento) y representan el 10 por ciento de los hoga-
res rurales pobres y el 13 por ciento de los rurales no pobres.  Los
microempresarios agrícolas (patronos que emplean hasta tres trabajado-
res asalariados) tienen un limitado peso entre los hogares (3 por ciento)
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y enfrentan un riesgo de pobreza del 22 por ciento.  Por el contrario, sus
trabajadores asalariados (campesinos sin tierra) llegan a representar el 13
por ciento de los jefes de hogares rurales pobres y su riesgo de pobreza
prácticamente se duplica (41 por ciento).  Los campesinos (trabajadores
por cuenta propia y sus familiares no remunerados en actividades agrí-
colas) son, sin embargo, el grupo más numeroso y más pobre entre los
vinculados a la agricultura.  Ellos representan el 17 por ciento de los ho-
gares pobres rurales y enfrentan un riesgo de pobreza del 45 por ciento.

En todo caso, estos datos muestran que la pobreza rural no es sinónimo
de pobreza agrícola y que ésta tampoco equivale exclusivamente a la si-
tuación de las familias campesinas, aunque éstas sí sean las más pobres.
Ello plantea la necesidad de un abanico más amplio de políticas de apo-
yo productivo.

Un 26 por ciento de los hogares rurales pobres y la mayoría de los hoga-
res rurales no pobres (56 por ciento) se encuentran asociados con activi-
dades no agrícolas.  Esto significa que esta vinculación reduce el riesgo
de pobreza al 13 por ciento, aunque también conforma un grupo hetero-
géneo.  Los hogares de jefes que laboran en los sectores más modernos
(sector público o empresas privadas no agrícolas de 5 o más empleados)
tienen riesgos de pobreza por debajo del 10 por ciento y representan ape-
nas el 8 por ciento de los hogares rurales pobres y el 35 por ciento de los
no pobres.  El resto de los jefes rurales asociados con actividades no agrí-
colas, se encuentra en actividades de pequeña escala, baja productividad
y posiblemente informalidad.  Ahí se encuentra el 18 por ciento de los
hogares rurales pobres y el 21 por ciento de los no pobres.  Sus riesgos
de pobreza son disímiles pero menores a los que enfrentan las familias
campesinas o con jefes en microempresas agrícolas, y el menor valor se
asocia con los microempresarios no agrícolas (patronos en estableci-
mientos con menos de 4 trabajadores asalariados).  El servicio domésti-
co es el que aparece aquí en una situación más desventajosa.

Finalmente, se encuentran los hogares con jefes sin vinculación directa
al mercado (inactivos o que buscan trabajo por primera vez).  Ellos re-
presentan el 32 por ciento de los hogares rurales pobres y el 16 por cien-
to de los no pobres y su riesgo de pobreza depende de si cuentan con
ingresos no laborales.  Los que disponen de transferencias (pensiona-
dos) o rentas del capital (rentistas) y que se denominan inactivo precep-
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tor, muestran un limitado riesgo de pobreza (12 por ciento), en tanto
que de los que no disponen de esas fuentes de ingreso, la mitad padece
de pobreza y son el grupo con el mayor riesgo de pobreza de todos los
considerados.  La ausencia de redes de protección social y de políticas
asistenciales para garantizar el consumo mínimo a aquellos que no pue-
den generarse su sustento de manera permanente, junto a una baja co-
bertura contributiva histórica para los riesgos de la vejez son elementos
que explican la situación de estos grupos y apuntan a la necesidad de
políticas muy específicas.

Cabe destacar que los hogares rurales pobres de las regiones del Pacífi-
co, muestran una menor vinculación de sus jefes al mercado, una mayor
dependencia de las actividades agrícolas cuando se incorporan y una
mayor presencia de jefes inactivos sin fuentes de ingresos no laborales.
Estos resultados se tornan consistentes con las limitaciones de empleo
que se señalaron anteriormente y con la mayor extensión de la pobreza
en esas regiones.

IV. LA MUJER RURAL

De los dos millones de mujeres que vivían en Costa Rica en el año 2003,
el 40 por ciento (826 mil) habitaban en las zonas rurales.  De las mujeres
rurales, 201 mil pertenecen a hogares bajo la línea de pobreza, 532 mil
viven en hogares no pobres y para 93 mil de ellas se desconoce la situa-
ción socioeconómica del hogar de referencia (Cuadro 2.7).  Excluyendo
a este último grupo, se tiene que el 27 por ciento de las mujeres rurales
sufre de pobreza, porcentaje que supera ligeramente al de los hombres
(25 por ciento).  Esto hace que las mujeres rurales se encuentren ligera-
mente sobre representadas dentro de la población pobre donde corres-
ponden al 52 por ciento de las personas pobres.  Esto significa que hay
106 mujeres pobres por cada 100 hombres pobres y esta relación se man-
tiene en las distintas regiones.  No obstante, la sobre representación de
las mujeres entre la población pobre es mayor en la zona urbana, por la
mayor presencia de la jefatura femenina, aunque la incidencia de la po-
breza es menor.  Solo el 19 por ciento de las mujeres urbanas (195 mil)
pertenecen a familias pobres, aunque ellas representen el 54 por ciento
de las personas pobres.  En las zonas urbanas, hay 119 mujeres pobres
por cada 100 hombres pobres.
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La jefatura femenina es un fenómeno más frecuente en la zona urbana, es-
tá más extendido entre los hogares pobres de ambas zonas y se asocia con
mayores riesgos de pobreza.  El 17 por ciento de las mujeres pobres urba-
nas y el 11 por ciento de las mujeres rurales están al frente de un hogar.
Esto significa que el 40 por ciento de los hogares pobres urbanos y el 25
por ciento de los hogares pobres rurales cuentan con una mujer como je-
fe (Cuadro 2.3).  Un hogar urbano con una mujer jefe tiene un riesgo de
pobreza del 21 por ciento, riesgo que resulta un 65 por ciento superior al
del hogar con un hombre al frente, donde apenas el 13 por ciento sufre de
pobreza.  En el ámbito rural las diferencias son menos marcadas (38 por
ciento superior entre las mujeres) pero los hogares con una mujer jefe tie-
nen un riesgo de pobreza del 30 por ciento, lo que contrasta con el 22 por
ciento de los hogares rurales con un hombre al frente.

Entre los hogares rurales pobres, las menores diferencias en el riesgo se-
gún el sexo del jefe se presentan en las regiones del Pacífico, pero coin-
ciden con los riesgos de pobreza mayores.  El 39 por ciento de los hoga-
res con una mujer al frente son pobres contra un 34 por ciento en
hogares con jefe hombre.  El mayor riesgo de pobreza de los hogares con
jefatura femenina se asocia con una menor presencia de preceptores po-
tenciales, pues en la mayoría de los casos no se cuenta con un compañe-
ro, junto a las limitaciones que enfrentan las mujeres para incorporarse
al mercado por contar con una educación limitada y por tener que aten-
der a sus hijos menores.  En el ámbito rural, el problema se complica,
pues las opciones laborales son también menores para las mujeres.

La estructura por edades de la población femenina no difiere de la es-
tructura de la población total (Cuadros 2.3 y 2.7).  Esto significa que los
niños y las niñas se encuentran sobre representados entre los pobres,
particularmente en el ámbito rural, donde un tercio de ellos sufre de po-
breza.  Esto señala la necesidad de que el binomio madre e hijo sea con-
siderado como un grupo prioritario dentro de los esfuerzos por comba-
tir a la pobreza.  Programas de transferencias condicionadas dirigidas a
las mujeres a cargo de los hogares y con hijos menores (sean o no jefas),
donde se le permita a la mujer acceder a una capacitación, mientras se
garantiza y obliga el acceso de sus hijos a los servicios de salud y edu-
cación, posibilita mejorar la capacidad de consumo del hogar y comba-
tir el círculo reproductor de pobreza, al permitir la acumulación de ca-
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pital humano en los niños y aumentar las posibilidades de empleabili-
dad de las mujeres.

Cuadro 2.8
COSTA RICA:  ACCESO DE LAS MUJERES A LOS SERVICIOS BÁSICOS POR ZONA 

Y CONDICIÓN DE POBREZA, 2003

INDICADOR
ZONA URBANA ZONA RURAL

POBRE NO POBRE POBRE NO POBRE

Acceso a la educación
Tasa de asistencia por edad

De 5 y 6 años 73,7 80,7 59,1 71,4
Hombres 71,0 78,1 55,7 66,3
Mujeres 76,0 83,2 62,2 76,0

De 7 a 11 años 99,6 99,0 97,1 98,7
Hombres 95,5 98,3 97,3 98,6
Mujeres 99,8 99,8 96,9 98,8

De 12 a 17 años 79,9 89,1 65,9 71,1
Hombres 82,9 86,7 66,0 67,3
Mujeres 91,6 91,6 65,8 75,2

De 18 a 24 años 29,4 48,1 19,5 28,3
Hombres 26,9 46,0 15,8 26,3
Mujeres 31,9 50,3 22,8 30,5

Logro educativo1/

% con primaria completa o más 81,1 96,3 56,1 84,2
Hombres 76,9 96,1 53,3 84,7
Mujeres 85,3 96,5 58,2 83,8

% con secundaria completa o más 20,3 53,4 4,2 26,2
Hombres 14,0 51,5 2,2 25,5
Mujeres 26,6 55,4 5,7 26,8

Acceso a servicios de salud
% población con seguro de salud 74,6 84,4 71,7 81,8

Hombres 72,6 81,5 67,7 79,3
Mujeres 76,2 87,1 75,5 84,6

% activos con seguro de salud 59,1 79,1 58,9 74,9
Hombres 55,9 75,7 56,7 73,3
Mujeres 64,7 84,1 65,9 78,9

%activos con seguro directo de salud 32,8 63,5 25,9 55,3
Hombres 40,2 67,5 31,1 60,5
Mujeres 20,3 57,7 9,9 42,1

1/ Población de 20 a 24 años que completó por lo menos el nivel de educación señalado.

FUENTE: Cálculos del autor con base en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del Instituto Nacional de
Estadística y Censos.
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Cabe señalar que las niñas y las jóvenes tienden a mostrar un mejor ac-
ceso al sistema educativo y un mayor logro que los varones, tanto si
provienen de hogares pobres como no pobres, aunque las diferencias
zonales y entre estratos se mantienen (Cuadro 2.8).  En el caso de las
mujeres, si bien se encuentran en mejor situación que los hombres en
cuanto a la educación, las diferencias no alcanzan para garantizarles
una inserción exitosa y de calidad al mercado de trabajo, toda vez que
solo un 6 por ciento de las jóvenes rurales pobres lograron completar la
educación secundaria.

Esto en parte se debe a que el mercado de trabajo tiende a ser más exi-
gente en cuanto al perfil educativo de las mujeres.  Como las mujeres
pobres tienen una menor educación, ello explica las bajas tasas de par-
ticipación, las altas tasas de desempleo y la alta incidencia de la pobre-
za cuanto menor es la educación de las mujeres.  Un 47 por ciento de las
mujeres rurales pobres en edad activa no ha completado la educación
primaria (26 por ciento entre las no pobres) y las mujeres rurales con ese
nivel educativo enfrentan un riesgo de pobreza del 37 por ciento.  Por el
contrario, solo menos del 4 por ciento de las mujeres rurales pobres ha
logrado completar por lo menos la educación secundaria (17 por ciento
entre las no pobres) y las mujeres rurales con esa educación enfrentan
un riesgo de pobreza por debajo del 10 por ciento.  Por ello, la educa-
ción promedio de las mujeres ocupadas, pobres o no pobres, tiende a ser
superior a la del conjunto de mujeres en edad activa.

Junto a una menor participación laboral, las mujeres acceden al seguro
de salud por medios indirectos, lo cual limita sus posibilidades de con-
tar con todos los servicios del seguro de salud y las excluye de la pro-
tección de los riesgos de la vejez (Cuadro 2.8).  Mientras que las muje-
res activas pobres, urbanas o rurales, tienden a tener una cobertura del
seguro de salud (66 por ciento) superior a la de los hombres (56 por
ciento), aunque menor al de las mujeres no pobres, las diferencias se re-
vierten en el caso del seguro directo o contributivo.  Solo el 20 por cien-
to de las mujeres activas pobres urbanas (40 por ciento de los hombres)
y solo el 10 por ciento de las mujeres rurales pobres (31 por ciento de los
hombres) tiene seguro directo con todas las protecciones de ley.  Esto ge-
nera una mayor exclusión de las mujeres a la seguridad social (Martí-
nez, 2003).
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Cabe señalar que en el ámbito rural no basta con desarrollar las capaci-
dades de las mujeres a través de la educación y la formación profesio-
nal, sino que resulta básico promover el desarrollo de actividades pro-
ductivas que generen oportunidades de empleo de calidad.  Estas
oportunidades no parecen estar disponibles en las actividades agríco-
las, al menos en las actividades agrícolas prevalecientes, y parece nece-
sario promover actividades no agrícolas, como los servicios vinculados
al turismo y la misma agroindustria.

V. LOS JÓVENES RURALES

De los 4,1 millones de personas que conformaban la población del país
al año 2003, el 27 por ciento (1,1 millones de personas) tiene edades en-
tre los 12 y los 24 años y pueden considerarse como la población joven
del país.  El 41 por ciento de los jóvenes (449 mil) habita en las zonas ru-
rales.  De los jóvenes rurales, 100 mil pertenecen a hogares bajo la línea
de pobreza, 297 mil viven en hogares no pobres y para 51 mil de ellos
se desconoce la situación socioeconómica del hogar de referencia (Cua-
dro 2.9).  Excluyendo a este último grupo, se tiene que el 25 por ciento
de los jóvenes rurales sufre de pobreza, porcentaje que resulta similar al
promedio zonal de la población en su conjunto (26 por ciento), de ma-
nera que esta población joven no muestra una sobre representación ni
entre las familias pobres ni entre las familias rurales, ni sufre del flage-
lo de la pobreza de manera diferenciada.  Ello es claro al constatar que
los jóvenes tienden a tener el mismo peso entre los hogares de los dis-
tintos estratos y zonas, de modo que, como promedio, cada familia
cuenta con un miembro de este grupo de edad.

Esta similitud entre el riesgo de pobreza de los jóvenes y de la población
en su conjunto radica en el hecho de que los jóvenes no solo pueden ge-
nerar ingreso, sino que también muestran una amplia variabilidad en
cuanto a él.  Cuando el joven trabaja, se reduce el riesgo de pobreza del
hogar, tanto en las zonas urbanas como rurales.  En la zona urbana,
mientras que el 17 por ciento de los jóvenes sufre de pobreza, cuando
éste trabaja, el riesgo de pobreza se reduce al 9 por ciento.  En el ámbi-
to rural estos guarismos son del 25 por ciento y 16 por ciento respecti-
vamente.  Por ello se encuentran menos jóvenes que trabajan entre los
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hogares pobres de ambas zonas.  Esto genera un gran incentivo en las
familias pobres para que los jóvenes abandonen sus estudios y empie-
cen a generar ingreso.  De hecho, solo una pequeña proporción de los
jóvenes que trabajan se mantienen estudiando.  El abandonar los estu-
dios e ingresar al mercado de trabajo, si bien puede mejorar la situación
del hogar temporalmente, impide la acumulación del suficiente capital
humano entre los jóvenes y cuando ellos deban mantener a una familia,
no podrán recibir los ingresos necesarios para superar los umbrales de
la pobreza.  Esta limitada acumulación de capital humano entre los jó-
venes de las familias pobres parece ser un problema más grave en las re-
giones huetares.

Este hecho, más el resultado de que en el caso de los jóvenes que solo
estudian, si bien la mayoría, sus hogares sufren de un riesgo de pobre-
za por encima de la media, especialmente en el ámbito rural, muestra la
necesidad de apoyar a las familias de menores recursos para que man-
tengan a sus hijos en el sistema educativo.  Un programa de becas que
logre compensar el costo de oportunidad de no trabajar (ingresos no
percibidos por los jóvenes), como el que maneja el Ministerio de Educa-
ción, parece un punto de partida necesario en este campo pero debe
avanzarse en medidas complementarias para que mejore también el lo-
gro de la permanencia en el sistema educativo (Cuadros 2.4 y 2.8).  En
el ámbito rural, un aspecto que limita el acceso y permanencia en el sis-
tema educativo es la distancia entre la vivienda y el centro educativo,
distancia que se alarga conforme se pasa a niveles educativos superio-
res.  La distancia genera un costo no solo monetario sino de tiempo, que
limita las posibilidades de asistir pues produce conflictos con los reque-
rimientos laborales de las unidades agrícolas familiares.  Políticas que
faciliten el transporte de los estudiantes o que acerquen los colegios a
los pobladores rurales parecen necesarias.  Este acercamiento puede
darse a través de educación a distancia (radio y telesecundaria), o a tra-
vés de la incorporación del tercer ciclo en las escuelas rurales.

Un porcentaje alto de los jóvenes rurales pobres (31 por ciento) y de los
urbanos pobres (28 por ciento) no estudia ni trabaja y se asocia con los
más altos riesgos de pobreza (por encima del 30 por ciento en ambas zo-
nas).  Dentro de ellos se encuentran los que han abandonado temprana-
mente el sistema educativo y no encuentra opciones de empleo.  Solo el
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56 por ciento de los jóvenes pobres rurales de 20 a 24 años logró com-
pletar la educación primaria y solo 4 por ciento alcanzó a terminar la se-
cundaria, lo que sugiere una salida temprana del sistema educativo
(Cuadros 2.4 y 2.8).  Ello explica la alta tasa de desempleo que enfren-
tan los jóvenes, particularmente los de hogares pobres.  Estos represen-
tan una cuarta parte de la fuerza de trabajo pero aportan la mitad de los
desocupados en cada zona.

Para estos jóvenes el retorno al sistema educativo formal no es factible
y se requiere de formas novedosas de atención y sobre todo de progra-
mas de capacitación para aumentar sus posibilidades de inserción labo-
ral (empleabilidad).  Su apoyo para una inserción productiva resulta
prioritario pues se constituye, sin duda, en un grupo en gran riesgo so-
cial, propenso a sufrir explotación económica o sexual, a iniciarse en el
consumo de drogas o desarrollar conductas delictivas.

Si bien la obtención de empleo reduce el riesgo de sufrir pobreza entre
los jóvenes y sus hogares, la comparación de los jóvenes ocupados y los
jóvenes asegurados directos, muestra que estos empleos son, en general,
de baja calidad, particularmente entre los pobres.  Mientras que el 23 por
ciento de los jóvenes rurales pobres está trabajando, solo el 3 por ciento
tiene seguro directo.  Estos guarismos son del 17 por ciento y 4 por cien-
to respectivamente para los pobres urbanos.  Esto hace que los jóvenes
accedan mayoritariamente a los servicios de salud por medios indirectos
(como familiares o por el Estado), pero una fracción importante se en-
cuentra no asegurado.  Cerca de un tercio de los jóvenes pobres, urbanos
o rurales, no tiene seguro y entre los no pobres, la ausencia de cobertura
se ubica entre un cuarto (rural) y un quinto (urbano).  Esto deja al mar-
gen de los servicios de salud reproductiva a un importante número de
jóvenes rurales en la época de su vida que más los necesitan.

VI. LA POBLACIÓN INDÍGENA

Las estimaciones de población indígena más confiables surgen del cen-
so del 2000.  Según esta fuente, en el año 2000 la población indígena (de-
finida por autoadscripción) alcanzó las 64 mil personas, lo que equiva-
le a un 1,7 por ciento de la población del país.  Según esta fuente, el 79
por ciento de la población indígena reside en las zonas rurales, el 42 por
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ciento vive en alguno de los 22 territorios legalmente establecidos en el
país y un 18 por ciento en la periferia de estos territorios (Solano, 2004).

Regionalmente, las principales concentraciones de población indígena
en las zonas rurales se ubican en la parte sur del país, sobre la Cordille-
ra de Talamanca y sus estribaciones, específicamente en la Región Hue-
tar Atlántica, en la que vive un 34 por ciento de la población indígena
total (22 mil personas) y en la Región Brunca que alberga al 23 por cien-
to de la población total (14 mil personas).  Las zonas rurales de la Re-
gión Central contienen el 11 por ciento de esta población (7 mil perso-
nas) y concentraciones menores se encuentran en la Región Chorotega
(4 mil personas o el 7 por ciento de la población indígena total) y en la
región Huetar Norte con cerca de 3 mil familias (4 por ciento del total),
en tanto que en la Región Pacífico Central su presencia es marginal y
por inmigración.  Esto significa que en las zonas rurales de las regiones
huetares residen casi la mitad de la población indígena (49 por ciento)
que se mantiene en las zonas rurales, en las regiones del litoral pacífico
estaría un poco más de un tercio (37 por ciento) de la población indíge-
na rural y el resto se afinca en las zonas rurales de la región central del
país (14 por ciento).

El Cuadro 2.10 muestra la distribución regional de esta población y la
compara con las estimaciones que surgen de la EHPM del INEC reali-
zada en el año 2002.  Es claro que la EHPM se queda corta en la estima-
ción de la población indígena total (51 mil personas o el 1,3 por ciento
de la población total) y que esta subestimación se concentra en las regio-
nes huetares, particularmente la Atlántica, asociado probablemente a
problemas de acceso y a una muestra que no está diseñada para estimar
una población tan reducida y concentrada en áreas geográficas especí-
ficas.  No obstante, la EHPM estima una población indígena residente
en las zonas urbanas que resulta casi el doble de la que obtiene el cen-
so.  Fuera de movimientos migratorios masivos que expliquen estas di-
ferencias en solo dos años, de los cuales no existe evidencia, diferencias
en la preguntas en cada instrumento podrían explicar parte del resulta-
do.  Aunque ambas fuentes siguen el criterio de auto selección, el censo
pregunta por cultura, en tanto que la encuesta alude a la etnia.

Pese a estas diferencias, ambas fuentes corroboran que la población in-
dígena sufre de una mayor pobreza, sea esta medida por NBI o por in-
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Cuadro 2.10
COSTA RICA:  ESTIMACIONES SOBRE LA POBLACIÓN AUTODECLARADA COMO INDÍGENA,

2000-2002
(Cifras absolutas en miles y relativas en porcentajes)

ZONA Y REGIÓN CENSO DEL 2000 EHPM 2002 POBREZA POR NBI1/ POBRES POR

LP - EHPM
MILES DIST. % MILES DIST. % CENSO EHPM (MILES Y %)

Población total (miles) 3.810 3.998 1.514 1.491 940

Porcentaje pobre 39,7 37,3 23,5

Población indígena (miles) 64 51 49 25 18

Porcentaje sobre total 1,7 1,3 3,2 1,7 2,0
Porcentaje pobre 77,0 48,7 36,0

Población indígena 64 100,0 51 100,0 77,0 48,7 36,0

Zona urbana 13 20,9 23 45,9 48,0 21,7 13,7

Zona rural 50 79,1 28 54,1 84,7 71,5 49,3

Región Central 7 11,0 4 8,8 78,2 49,2 10,5

Región Pacífico 19 29,6 13 24,8 87,2 85,6 63,3

Chorotega 4 6,7 2 4,1 71,1 94,4 94,4
Pacífico Central 0 0,3 0 0,3 70,3 20,0 40,0
Brunca 14 22,5 10 20,3 92,2 84,9 56,5

Región Huetar 24 38,5 11 20,6 84,6 64,2 49,1

Huetar Atlántica 22 34,3 10 19,2 84,4 63,4 46,1
Huetar Norte 3 4,2 1 1,4 86,2 75,0 87,5

1/ Datos absolutos en miles y los relativos indican el porcentaje de personas pobres en cada área.

Fuente: Cálculos del autor con base en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples y IX Censo Nacional de
Población 2000 del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

gresos insuficientes (LP), pues el porcentaje de población indígena en-
tre la población pobre resulta mayor que entre la población total.  El
censo solo permite aproximar pobreza por NBI y mientras que el 40 por
ciento de la población del país aparece con al menos una necesidad bá-
sica insatisfecha, este porcentaje sube al 77 por ciento en el caso de la
población indígena, al 85 por ciento para la población indígena rural y
al 92 por ciento para la población indígena que vive en sus territorios.
La incidencia de las carencias es menor entre los indígenas de las zonas
urbanas y de las zonas rurales de la Región Central, en tanto que se tor-
na más generalizada en el resto de las zonas rurales, 87 por ciento en la
regiones del Pacífico y 85 por ciento en las huetares.



La encuesta de hogares arroja una menor proporción de población total
con carencias (37 por ciento contra el 40 por ciento del censo) y esto se
reproduce en la población indígena (49 por ciento contra 77 por ciento
del censo).  Estas diferencias se basan en que las definiciones no son
iguales y en que la EHPM parece no estar incorporando a la población
indígena de las zonas más rurales y, probablemente, más pobres.  Esto
último es claro al poner la atención en las principales concentraciones
de población indígena rural, como son la Región Brunca y especialmen-
te la Atlántica.  Las estimaciones de pobreza por ingresos son menores
pero en las tres estimaciones se mantiene el mismo patrón, esto es, la po-
blación indígena es más pobre, la incidencia de la pobreza de la pobla-
ción indígena rural duplica el promedio nacional de la población en su
conjunto y la pobreza es más extendida entre la población indígena ru-
ral del litoral pacífico.

Dada estas características de las fuentes, es conveniente utilizar el cen-
so como base, aunque ello lo restrinja al criterio de carencias en la satis-
facción de las necesidades básicas como aproximación de pobreza.  Con
el censo es posible analizar los determinantes que influyen en el alto ni-
vel de privación que enfrenta la población indígena rural.  El Cuadro
2.11 incorpora algunos indicadores sobre la población indígena según
su nivel de carencias y zona de residencia.  Dado el alto porcentaje de
población indígena rural en situación de carencias (85 por ciento), la
distribución de la población indígena rural pobre es similar a la de la
población indígena rural, esto es, casi la mitad está en las regiones hue-
tares, un poco más de un tercio en las regiones del Pacífico y solo un 13
por ciento en la Región Central.  Si se consideran los hogares cuyo jefe
es un indígena, estos suman los 14 mil en el país y su distribución zonal
es similar a la de la población indígena.  La incidencia de las carencias
es un tanto menor (80 por ciento contra 85 por ciento en la población),
lo que sugiere que se trata de familias más numerosas, como es común
entre los pobres.12

Por tradición cultural, pocas mujeres aparecen a cargo de los hogares in-
dígenas, particularmente rurales (17 por ciento de los jefes rurales indí-
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12. El acceso al censo a través de la página web del CCP o del INEC, no permite re-
construir las familias indígenas y la sola característica del jefe es insuficiente.  No
solo indígenas forman parte de familias con un indígena la frente ni solo en fami-
lias con jefe indígena vive población de esas etnias.
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genas son mujeres), y esta proporción difiere poco entre familias pobres
y no pobres, de modo que la incidencia de carencias entre hogares rura-
les indígenas con una mujer al frente (80 por ciento) es similar al de los
jefes totales.  Solo en zonas urbanas, la jefatura femenina es un tanto ma-
yor y aún mayor entre los hogares con carencias, de modo que el riesgo
de pobreza pasa del 43 por ciento para el conjunto de hogares urbanos
con un indígena al frente, al 47 por ciento cuando éste es una mujer.

La estructura de la población por grupos de edad refleja una población
más joven, donde los hogares tendrían una proporción mayor de pobla-
ción infantil y juvenil.  Ello sugiere una etapa más rezagada de la tran-
sición demográfica, con mayores tasas de fecundidad, de mortalidad y
de dependencia demográfica (Solano, 2004), que indicaría tanto patro-
nes culturales como un menor acceso a servicios de salud, particular-
mente de salud reproductiva.  Esto hace que la población infantil y ju-
venil sufra en mayor proporción de carencias (88 por ciento rural y 55
por ciento urbano), aunque por lo generalizado de las carencias entre la
población indígena, estas diferencias entre grupos de edad son meno-
res.  En todo caso, es claro entonces que la población infantil indígena
rural está creciendo casi en su totalidad en un contexto de carencias im-
portantes, lo que reproduce el círculo de la pobreza.

Al contrario de los pobres en general, las mujeres no parecen estar so-
bre representadas entre la población indígena rural ni entre la pobla-
ción indígena pobre, de modo que los riesgos de pobreza entre sexos,
son similares en las zonas rurales y menores entre las mujeres urbanas
pobres.

La inserción al mercado de trabajo parece ser mayor entre la población
indígena y la incidencia del desempleo menor que los de la población
en su conjunto, particularmente entre los hombres (Trejos, 2004a).  No
obstante, se mantiene el patrón de que la población indígena con caren-
cias, ya sea en la zona urbana o la rural, participa menos en el mercado
de trabajo y sufre de desempleo con mayor frecuencia que los que no
presentan carencias (confróntese con las tasas de participación y desem-
pleo del Cuadro 2.3).  Estas diferencias son menos marcadas en las zo-
nas rurales, de modo que tener un empleo reduce el riesgo de carencias
(82 por ciento de los ocupados sufre carencias), pero esta reducción es
leve (85 por ciento desempleados y 84 por ciento inactivos).  Ello sugie-
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re que el tipo de empleo es lo determinante en las posibilidades de sa-
tisfacer las necesidades básicas.  Por el contrario, en las zonas urbanas,
el tener empleo (41 por ciento con carencias) es más importante que el
tipo de empleo, de modo que el riesgo de pobreza aumenta más marca-
damente cuando la persona en edad activa está inactiva (50 por ciento)
o desempleada (70 por ciento).

La importancia del tipo de empleo como determinante de la pobreza es
clara al constatar el sector de actividad de los ocupados y sus riesgos
asociados de sufrir carencias.  El 84 por ciento de los ocupados indíge-
nas rurales con carencias labora en el sector primario y el riesgo de po-
breza de un trabajador indígena que labora en el sector primario es del
89 por ciento.  Solo el 5 por ciento de los ocupados indígenas rurales con
carencias lo hace en el sector secundario y su riesgo de pobreza es del
63 por ciento, en tanto que un 11 por ciento de los ocupados rurales in-
dígenas con carencias labora en el sector terciario y su riesgo de pobre-
za es del 56 por ciento.  El tipo de empleo también se asocia con la for-
ma de inserción, el predominio del trabajo agrícola entre los ocupados
rurales con carencias está relacionado también con el desempeño de
empleos de forma independiente o familiar, donde los riesgos de pobre-
za son mayores.  Por el contrario, el trabajo asalariado, más vinculado
con actividades secundarias y terciarias, refleja un riesgo de pobreza
menor y una mayor presencia entre los ocupados sin carencias.  El 70
por ciento de los ocupados rurales sin carencias son asalariados, contra
solo el 39 por ciento entre los que sufren carencias.

Como la carencia en la satisfacción de las necesidades básicas se asocia
con vivienda inadecuada, deficiente acceso a servicios de infraestruc-
tura físico sanitaria y baja asistencia escolar, estos indicadores se vuel-
ven redundantes en una medición de pobreza por NBI.  Lo que se pue-
de rescatar es el tema del logro educativo y el acceso al seguro de salud,
que no figura en la definición de NBI utilizada con el censo.  Como se
desprende del Cuadro 2.11, comparado con el Cuadro 4, el logro edu-
cativo, tanto en primaria como en secundaria es menor entre la pobla-
ción indígena, urbana o rural, pobre o no pobre –lo que limita aún más
las posibilidades para esta población de romper el círculo reproductor
de la pobreza.  Mientras que los jóvenes de 20 a 24 años no pobres de
las zonas rurales en un 84 por ciento de los casos logró completar la pri-
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maria y en un 26 por ciento la secundaria, si ese joven es indígena sin
carencias, la probabilidad de completar primaria baja al 71 por ciento y
la secundaria al 15 por ciento.  Los jóvenes rurales pobres por ingreso,
lograron completar la primaria en un 56 por ciento de los casos contra
un 42 por ciento entre los indígenas y para ambos grupos completar la
secundaria es casi imposible pues solo un 4 por ciento de ellos lo logra.
Más aún, como muestra Solano (2004), los problemas de acceso y logro
educativo son mayores entre los indígenas que viven en sus territorios
en las regiones periféricas del país, que constituyen las zonas más ru-
rales del país.

En el acceso a los servicios de salud a través del seguro de salud, los re-
sultados de cobertura parecen diferir menos, aunque los problemas de
accesibilidad, el tipo y la calidad del servicio a que se tiene acceso es
menor, sobre todo a la población indígena que vive en sus territorios.
Entre los no pobres rurales, la cobertura de la población indígena resul-
ta igual o superior a la del conjunto de no pobres rurales, en tanto que
la cobertura entre los indígenas rurales con carencias resulta menor, ex-
cepto en el seguro total para los activos, que el que muestran los pobres
rurales en su conjunto.  Esto, sin embargo, no llega a modificar el patrón
observado de que los no pobres tienen un mayor acceso, tanto si se con-
sidera la población en su conjunto como para el total de personas acti-
vos, y que el acceso directo de estos últimos es en donde mayores dife-
rencias se observan.

VII. CONCLUSIONES Y DERIVACIONES DE POLÍTICA

A partir del análisis realizado es posible delinear un conjunto de ele-
mentos en torno a la estrategia de enfrentamiento de la pobreza rural e
identificar áreas donde el país debe redoblar esfuerzos si se quiere com-
batir eficazmente la pobreza.

1. Las estrategias de reducción de la pobreza

Las últimas cuatro administraciones han impulsado planes de combate
a la pobreza.  Estos planes han tratado de coordinar y redireccionar, sin
mayor éxito, la amplia oferta estatal de servicios existentes.  En general
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existe una serie limitada de grandes programas de promoción y asisten-
cia social (bono de la vivienda, comedores escolares, centros de atención
infantil, pensiones a indigentes) que son muy estables en el tiempo y
que consumen la mayor parte de los recursos públicos.  Estos progra-
mas sufren de un proceso de “rutinización” que les impide alcanzar un
ritmo sostenido de progreso social (Montero y Barahona, 2003).  Los go-
biernos tratan en cada caso de introducir programas específicos, en ge-
neral con limitados recursos y que desaparecen o se reducen a un míni-
mo al terminar la administración (hogares comunitarios, mujeres jefas
de hogar, Triángulo de Solidaridad, etcétera).  En ninguno de esos pla-
nes, los pobres rurales y sus grupos específicos (campesinos, indígenas,
pescadores, etc.) han estado en el centro de la estrategia.

Estos planes han adolecido de un enfoque limitado al ámbito de la po-
lítica social y más específicamente de la política de asistencia y promo-
ción social.  En esta dirección, la política económica no ha sido integra-
da a la estrategia, los programas de apoyo productivo son limitados en
escala y se mantienen las dificultades de armonizar con las políticas so-
ciales sectoriales.  El Plan Vida Nueva de la administración Pacheco
(Gobierno de la República de Costa Rica, s.f.) avanza en la estrategia al
poner la atención en el ámbito regional y crear instancias de coordina-
ción regional (Consejos Sociales Regionales:  COSORE).  Estas instan-
cias enfrentan el problema de coordinar instituciones gubernamentales
que tienen presencia, organización regional y recursos muy disímiles.
Tampoco han logrado incorporar plenamente a todas las instituciones,
particularmente las del ámbito económico (CGR, 2004).  El Plan Vida
Nueva también avanza en la utilización de un mapa de pobreza por
NBI a partir del censo del 2000, que permite identificar mejor las áreas
geográficas prioritarias.  En esta medida, las zonas rurales ganan en
presencia dentro del plan, aunque sin llegar a constituirse en un grupo
objetivo.

El Plan mantiene las limitaciones en el área de la evaluación y segui-
miento y se sustenta en una estructura (Consejo Social y Secretaría Téc-
nica del Consejo Social) que no tiene permanencia ni sustento institucio-
nal ni económico.  Pese a plantearse la constitución de una Autoridad
Social, el tema de la rectoría, en ausencia de una verdadera Autoridad
Social, para un área de intervención (el combate a la pobreza) que cru-
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za transversalmente los distintos sectores que cuentan con su propia
rectoría, es un tema no resuelto (Piszk y Barahona, 2003).  Una estrate-
gia de combate a la pobreza debería poder incorporar políticas más per-
manentes, con evaluación y seguimiento, y basarse en una estructura
institucional más sólida.  En esa medida, el Ministerio de Planificación
Nacional (MIDEPLAN) debería ganar en protagonismo y debería forta-
lecerse y apoyarse en sus esfuerzos de planificación regional y de eva-
luación y seguimiento de las políticas públicas, pero centrada en la eva-
luación del impacto.

2. Los recursos para la estrategia

Las estimaciones de la brecha relativa de pobreza, esto es, la brecha de
ingresos de los pobres con respecto al umbral de pobreza se acerca al 2
por ciento del Producto Interno Bruto (PIB) en el 2003.  Esta brecha, en
contraposición con la inversión social pública, muestra que la pobreza,
más que un problema de recursos, es un problema de la eficiencia y efi-
cacia de su uso.  Esto es claro si se tiene en cuenta que el gasto público
social representa cerca del 18 por ciento del PIB y donde solo las políti-
cas sociales selectivas manejan recursos equivalentes la 10 por ciento
del gasto público social y casi un 2 por ciento del PIB anual (Trejos,
2004b).  Por otra parte, los recursos destinados a los distintos programas
de educación y de salud, representan el 60 por ciento del gasto público
social.  Solo los recursos manejados por el Fondo de Desarrollo Social y
Asignaciones Familiares (FODESAF) alcanzarían, vía una transferencia
de ingresos a los pobres, para ubicarlos por encima de la línea de pobre-
za.  Obviamente esto es insuficiente e inadecuado, pero da una idea de
los recursos disponibles.

No obstante, estos recursos se han venido reduciendo en términos rea-
les en los dos últimos años y aún se encuentran por debajo de la inver-
sión social por habitante que realizaba el país antes de la crisis de la
deuda, esto es, 25 años atrás.  Esta reducción de recursos provoca un es-
trujamiento de la inversión social originada por el crecimiento de gas-
tos no discrecionales, como son los pagos por intereses de la creciente
deuda pública y por pensiones con cargo al presupuesto nacional.  Un
enfrentamiento efectivo al problema fiscal es un punto de partida nece-
sario para atacar la pobreza, pues debería dar la holgura fiscal para
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atender los programas estratégicos a favor de los pobres, a la vez que
permite reducir la inflación.  Ello, sin embargo, no elude la necesidad y
responsabilidad por usar los recursos disponibles de la mejor manera
posible, esto es de manera eficaz y eficiente.  Para ello se debe saber, y
darle seguimiento a, cuánto se gasta (contabilidad de costos por progra-
mas), en qué se gasta (calidad y cobertura de los servicios o transferen-
cias prestados), para quién se gasta (equidad según criterio de acceso a
los programas) y qué resultados se obtiene (impacto de los programas).
Para ello entonces MIDEPLAN debe avanzar de una evaluación de ac-
ciones a una evaluación de impacto de la gestión pública.

3. Las zonas geográficas de atención prioritaria

El análisis desarrollado mostró que la pobreza rural es más extendida e
intensa y que estas zonas cobijan a la mitad de los hogares pobres del
país.  Dentro de las zonas rurales, las ubicadas en el litoral pacífico, par-
ticularmente en las regiones Chorotega y Brunca, resultan las más po-
bres con independencia de la metodología seguida para medir la pobre-
za.  El Estado debería priorizar acciones en estas zonas.  Esto no
significa que en las otras regiones no existan zonas que requieran de
una atención también prioritaria.  Ahora se cuenta con mapas de pobre-
za con detalle de distrito, tanto para pobreza por NBI, como para pobre-
za por ingresos insuficientes (Carmona, et al., 2005), lo que posibilita esa
identificación de áreas.  En todo caso, la atención debe centrarse en el te-
rritorio como unidad de intervención, donde este territorio formado por
zonas rurales, pequeños poblados y ciudades intermedias, conforman
una unidad (Sepúlveda, et al., 2003; Herford y Echeverri, 2003).

4. El marco institucional

El país creó desde los inicios de los años setenta (1971) una institución
especializada en el combate a la pobreza, el Instituto Mixto de Ayuda
Social (IMAS) y creó a partir de 1974 un fondo especializado para finan-
ciar programas de combate a la pobreza (FODESAF).  Más aún, a partir
de la década de los noventa, las últimas cuatro administraciones han es-
tablecido e impulsado planes de combate a la pobreza que han tratado
de coordinar y redireccionar sin mayor éxito el gasto social y con resul-
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tados a primera vista insatisfactorios, esto es, la pobreza por ingresos
lleva más de una década estancada en el orden del 20 por ciento de los
hogares.  Parte de este fracaso surge en el hecho de que el marco insti-
tucional es débil, cambiante y sin seguimiento y evolución.

El problema de la rectoría de la estrategia de combate a la pobreza, den-
tro de una organización institucional que define sectores con ministe-
rios rectores, y donde los programas contra la pobreza los atraviesan
transversalmente, se ha tratado de enfrentar por la vía de la constitución
de una Autoridad Social asignada a algún vicepresidente de la Repúbli-
ca.  Este vicepresidente no cuenta con un marco legal, institucional ni
presupuestario que lo sustente, lo cual limita la continuidad de las ac-
ciones al cambiar la administración.  Pero la propia delegación del com-
bate a la pobreza a una autoridad social, sesga el enfrentamiento a los
temas y sectores sociales y dificulta la vinculación con las políticas eco-
nómicas, las que definen al final los recursos que contarán los sectores
sociales y determina las oportunidades de empleo que finalmente se
crearán.  Parecería necesario definir o estructurar un marco institucio-
nal más adecuado para coordinar los esfuerzos contra la pobreza don-
de la política económica y social sean consideradas simultáneamente.
Un comité tripartido de alto nivel:  presidente, coordinador del equipo
económico y coordinador del equipo social, con el Ministerio de Plani-
ficación (MIDEPLAN) o el IMAS como secretaría técnica, le daría el
apoyo político necesario y una base institucional (MIDEPLAN-IMAS)
más permanente y estable.  Esto permitiría vincular más claramente los
esfuerzos de MIDEPLAN de desarrollo nacional y regional y de evalua-
ción, con los requerimientos de la estrategia de coordinación interinsti-
tucional a nivel nacional, regional y local y con las necesidades de
acompañar los esfuerzos con acciones efectivas de seguimiento y eva-
luación de impacto.

5. Áreas estratégicas de intervención

A partir del diagnóstico realizado es posible identificar áreas de inter-
vención, ya delineadas previamente.  Estas áreas tienen que ver con la
formación de capacidades, el aumento de los ingresos reales, la creación
de oportunidades laborales y la protección de las capacidades de con-
sumo de la población rural pobre.
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Formación de capacidades

En una visión de enfrentamiento de la pobreza estructural y de media-
no plazo se tiene que enfatizar la formación de capital humano entre los
miembros más jóvenes de las familias pobres.  Para ello no basta con
proveer un acceso adecuado a los servicios de salud y nutrición en la
etapa de crecimiento y desarrollo o a la educación primaria, como efec-
tivamente se está produciendo, sino que una limitada cobertura en
preescolar, reduce el logro en primaria y este bajo logro –más una limi-
tada cobertura en secundaria–, hace que los jóvenes de la familias po-
bres no logren acumular el suficiente capital humano para superar la
pobreza.  Romper este círculo reproductor de la pobreza implica una
atención especial para mejorar la cobertura en preescolar y secundaria
y mejorar el rendimiento o logro educativo.  Para ello se han propuesto
distintos incentivos para que la población infantil acceda, se mantenga
y triunfe en el sistema educativo formal:  alimentación complementaria,
becas, transporte, bono escolar, etcétera.  Estos incentivos han sido arti-
culados adecuadamente y poco se ha avanzado en proponer formas no-
vedosas de atención que respondan al problema de las distancias (ofer-
ta insuficiente) y a las diferencias étnicas (oferta ajustada a la
heterogeneidad local).  Parece necesario desarrollar e impulsar nuevas
modalidades de atención para las zonas rurales más alejadas, como la
incorporación del tercer ciclo en las escuelas.

Por otra parte, las familias con niños son las más vulnerables a sufrir el
flagelo de la pobreza, precisamente en el momento que sus hijos deben
acumular el capital humano necesario para superarla.  Se ha mostrado
que los niños están sobre representados entre los pobres.  Ello sugiere la
conveniencia de introducir incentivos adicionales a las familias pobres
rurales que tienen niños para garantizar el acceso, la retención y el lo-
gro.  Este incentivo puede tomar la forma de un programa de transfe-
rencias condicionadas dirigidas a las mujeres con hijos menores de
edad.  Las mujeres con hijos menores y en edad de estudiar recibirían
una ayuda monetaria y programas de capacitación contra la obligación
de velar por el uso adecuado de los servicios de salud y educación.  Es-
te paquete integraría los otros incentivos existentes y se puede comple-
mentar con otros programas, como los de apoyo productivo, bono de la
vivienda y pensiones no contributivas para los ancianos del hogar.
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El Plan Vida Nueva planteaba un programa de este tipo, para dar un
apoyo de más largo plazo a las familias en pobreza extrema, pero no se
ha logrado implementar pese a que existe un marco legal que lo facili-
taría (Ley No. 7769:  Ley de atención a las mujeres en condiciones de pobre-
za).  Aunque un programa de transferencias condicionadas tiende a re-
forzar y recargar los roles tradicionales de las mujeres, apoya la
formación de capital humano entre la población infantil y le permitiría
acceder a capacitación.  Esta capacitación, adecuada a las demandas del
mercado para el trabajo asalariado no agrícola, mejoraría las posibilida-
des de inserción posterior al mercado de trabajo.

No obstante, en el corto plazo se tiene una masa de jóvenes pobres ru-
rales que no lograron acumular el capital humano suficiente para una
inserción de calidad en el mercado de trabajo y experimentan altos gra-
dos de desempleo, inserciones muy precarias en el mercado de trabajo
o en todo caso situaciones de alto riesgo social.  Para estos jóvenes re-
tornar al sistema educativo formal no es una opción y la forma de me-
jorar su empleabilidad es a través de la capacitación o formación profe-
sional.  Se requiere un programa de capacitación de jóvenes para
empleos no agrícolas en las zonas rurales, esto es, la capacitación debe
responder a las necesidades del sector productivo que genera más em-
pleo de calidad.  Para acercar la creación de competencias a las necesi-
dades de las empresas y para acercar a los jóvenes a los puestos de tra-
bajo, esta capacitación debe ser del tipo dual (centro de capacitación -
empresa productiva).  Para ello se requieren incentivos para las empre-
sas y para los jóvenes, mas los esfuerzos en este campo han sido limita-
dos y con un gran sesgo urbano.

Aumento de los ingresos reales

En el corto plazo, la superación de la pobreza pasa por aumentar los in-
gresos de las familias a través de sus actividades productivas.  Un pro-
grama de capacitación de jóvenes, hombres y mujeres, como el mencio-
nado previamente, que permita aumentar el número de ocupados del
hogar y su diversificación productiva, tiene un efecto directo en la re-
ducción del riesgo de sufrir pobreza, como se ha mostrado en el diag-
nóstico.

64 La pobreza rural en Costa Rica: características y evolución reciente



Para las familias que dependen de una única fuente de ingreso, lo que
cabe es mejorar este ingreso a través del aumento de la rentabilidad de
los activos de que dispone el hogar, que en muchos casos solo es su
fuerza de trabajo.  Este aumento se sustenta en mejoras en la producti-
vidad y en el acceso efectivo, y a bajo costo, al mercado.  La inversión
pública puede jugar aquí un papel importante sobre todo entre los pe-
queños productores agrícolas que son un reservorio de pobreza rural.
También la regulación de la tenencia de la tierra, para convertirlos en
sujetos de crédito, y la existencia de programas de crédito es otra área
de acción.  La reconversión productiva, el desarrollo y transferencia de
tecnología para los productores agrícolas, su vinculación con mercados
dinámicos (turismo y exportador) son otras armas para reducir la po-
breza rural.

En general programas de este tipo existen en las instituciones relaciona-
das con el sector agrícola (Ministerio de Agricultura, Instituto de Desa-
rrollo Agrario, Consejo Nacional de Producción, Comisión Nacional de
Asuntos Indígenas, etcétera).  Sin embargo, estos tienden a estar desar-
ticulados entre sí y desligados de las acciones de otras instituciones cla-
ves como el Ministerio de Transportes, el Instituto de Turismo, el Minis-
terio de Comercio Exterior, los municipios, etcétera.  Estas instituciones
del sector económico han estado ausentes en los Consejos Regionales
–algunas ni siquiera tienen presencia regional–, lo que dificulta su coor-
dinación.  Se requiere avanzar en el diseño de formas de gestión central,
regional y local que permitan efectivamente este tipo de articulación pa-
ra que produzcan impacto.  Estas formas de gestión deben incluir siste-
mas de seguimiento y evaluación de impacto.  Para ello se debe traba-
jar con el territorio como la unidad en que se produce el desarrollo
económico y social.

Creación de oportunidades laborales

Como la fuerza de trabajo es para muchos pobres su único activo, la
creación de oportunidades de empleo es básica para enfrentar la pobre-
za, pues ofrece posibilidades de inserción laboral a los jóvenes y las mu-
jeres, particularmente si se vincula con las actividades no agrícolas.  La
formación de capital humano se torna redundante si no se acompaña de
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la creación de oportunidades laborales.  Estas oportunidades deben
apoyarse en los sectores dinámicos, como la agricultura no tradicional
de exportación, el turismo y los servicios de apoyo a ambas actividades.
Para crear oportunidades de empleo se deben establecer incentivos pa-
ra atraer la inversión privada.  Pero no basta con incentivos generales
sino que debe apoyarse la inversión privada que permita encadena-
miento con actividades locales, como la agricultura tradicional o las pe-
queñas empresas de servicios, que sea amigable con el ambiente y que
utilice técnicas eficientes pero mano de obra intensiva.  Por ejemplo, en
lugar de un turismo de enclave (Papagayo), las inversiones deben cana-
lizarse a un turismo más integrado con la zona y sus pobladores (La
Fortuna de San Carlos).

El desarrollo de clúster productivos en el ámbito rural es una forma de
buscar que la inversión privada y pública dinamicen el mercado de tra-
bajo rural a través de encadenamientos hacia atrás (proveedores) y ha-
cia delante (demandantes), particularmente en las zonas rurales de las
regiones extremas del litoral pacífico, que son las más pobres.  Un clús-
ter artesanía indígena-turismo de playa y turismo ecológico en zonas
indígenas parece una opción a explorar.  Acciones en esta dirección se
han logrado en torno al café orgánico y gourmet vinculado con turismo
y también es posible en otras áreas, como en el caso de la producción
láctea.  En el pasado se planteó un desarrollo de este tipo en la Región
Brunca con el establecimiento de una zona libre de comercio (Depósito
de Golfito), donde el acceso a los beneficios tributarios obligaba a los vi-
sitantes a permanecer por lo menos tres días para que dinamizaran
otras actividades relacionadas y donde los pocos tributos pagados se
utilizarían para inversiones en la región.  No obstante, este requisito de
permanencia se ha diluido totalmente y los encadenamientos esperados
han sido limitados; además, los recursos para inversión solo reciente-
mente están llegando a la región y los manejos no han estado libres de
problemas.

Protección de la capacidad de consumo

Las pérdidas de ingreso, temporal o permanente, someten a las perso-
nas a situaciones de privación extrema.  Por ello se requiere de una red
de protección social que contemple políticas compensatorias cuando la
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pérdida es temporal, y políticas asistenciales, cuando la pérdida de ca-
pacidad para generar ingresos se vuelve permanente.

Se ha mostrado que la pobreza por ingresos aumenta marcadamente
cuando el jefe del hogar sufre de desempleo.  Ello sugiere la necesidad
de políticas de empleo de emergencia para período de alto desempleo o
para jefes en situación de desempleo.  Estas son importantes pues la caí-
da de ingresos por desempleo reduce las posibilidades de consumo y
ello conduce a procesos de descapitalización del hogar que los empo-
brece aún más.  Para evitar esto es necesario que existan mecanismos de
apoyo a jefes desempleados.  El Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS)
tiene programas de ayudas urgentes que se usan, entre otros, para pes-
cadores artesanales en período de veda, y el Ministerio de Trabajo eje-
cuta un programa de subsidios por empleo vinculados con capacita-
ción.  Estos son limitados en cobertura y poco flexibles ante la
coyuntura y pro cíclicos, esto es, tienen más recursos cuando menos
problemas de desempleo hay.  Lo importante de estos programas es que
estén asociados a formación de capital humano (capacitación) y a la
creación de infraestructura física (caminos, suministro de agua, etcéte-
ra) y a infraestructura social (escuelas, dispensarios para EBAIS, centros
comunales).  En este campo existe una legislación que se puede aprove-
char para conectar la inversión pública con la generación de ingreso.
Esta es la que crea el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI).  Esta le-
gislación crea un impuesto específico para inversiones en caminos y
parte de estos recursos deben canalizarse a las municipalidades para
atender sus necesidades de mantenimiento y construcción de infraes-
tructura.  Con ello es posible diseñar un programa de generación de em-
pleo para los jefes pobres rurales desempleados, a nivel de municipio,
para el desarrollo de estas obras, buscando utilizar tecnologías intensi-
vas en mano de obra, y con componentes de capacitación.  Se crean así
empleo directamente y se construye infraestructura que aumenta la ren-
tabilidad de los activos en manos de los pobres.  Como este programa
tiene un sesgo de género, las mujeres jefes de hogar podrían participar
en labores administrativas que demanden los proyectos.  En este pro-
grama podrían participar el IMAS, el Instituto Nacional de Aprendiza-
je, el Ministerio de Trabajo, el Ministerio de Transportes, entre otros.
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Finalmente, la cobertura de la seguridad social es limitada entre la po-
blación pobre rural activa, particularmente la vinculada con los riesgos
de la vejez.  Por ello un grupo creciente de hogares pobres rurales es el
constituido por un jefe que es inactivo y no está cubierto por la seguri-
dad social.  Estos hogares enfrentan un alto riesgo de pobreza y cuando
está asociado con un jefe que es adulto mayor y ya no puede trabajar de-
manda de una ayuda permanente para atender sus necesidades de con-
sumo.  El país cuenta con un programa para atender estos casos y es el
programa de pensiones por monto básico que financia el FODESAF y
administra la Caja Costarricense de Seguro Social.  Estas ayudas son li-
mitadas, apenas equivalen a la línea de pobreza extrema, pero pueden
tener un impacto importante como ingreso adicional en hogares rurales
pobres, particularmente entre campesinos e indígenas, que son los que
tienen más dificultades de acceso.  Parece necesario mejorar y facilitar
los mecanismos de acceso a los pobladores de los territorios indígenas
y a los campesinos de las zonas más rurales a este programa central de
las políticas asistenciales del país.
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Y LA DESIGUALDAD 
EN COSTA RICAPABLO SAUMA FIAT

POBREZA, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL

3

Introducción

La pobreza es un fenómeno sumamente complejo, con múltiples causas
y manifestaciones.  Una de las aproximaciones metodológicas para tra-
tar de medir su magnitud y evolución –que es la utilizada en el presen-
te–, es aquella que la considera como la situación en la que un hogar no
tiene ingresos suficientes para adquirir un conjunto de bienes y servi-
cios que le permita satisfacer las necesidades básicas a todos y cada uno
de sus miembros.

Según esta aproximación, a partir de 1994 se ha dado un estancamiento
en la incidencia de la pobreza a nivel nacional, a pesar de que –entre
otros determinantes–, las tasas de crecimiento económico han sido mo-
deradamente satisfactorias en promedio.  Pero además, en los últimos
años (a partir de 1998) se ha dado un fuerte aumento en la desigualdad
en la distribución del ingreso.

Surgen entonces dos preguntas sumamente importantes:  ¿por qué se ha
dado ese estancamiento en la incidencia de la pobreza –a pesar del cre-
cimiento económico– y el aumento en la desigualdad?, y ¿cómo se po-
dría lograr reducciones significativas en la incidencia de la pobreza y la
desigualdad?

El objetivo de este documento consiste en tratar de responder esas pre-
guntas, dando prioridad a los factores que deberían ser considerados
dentro de cualquier estrategia de reducción de la pobreza, para detener
el aumento en la desigualdad.  El artículo ha sido estructurado en seis
secciones, que permiten ir avanzando hacia el logro de ese objetivo.



I. EVOLUCIÓN DE LA INCIDENCIA 
DE LA POBREZA A PARTIR DE 1990

Luego de la crisis económica de principios de los años ochenta y los
posteriores procesos de estabilización y reactivación económica, Costa
Rica inició la década de los años noventa con un 27,1 por ciento de los
hogares en situación de pobreza total –es decir, con ingresos insuficien-
tes para adquirir una canasta de bienes y servicios básicos– y un 9,1 por
ciento en pobreza extrema –o sea, con ingresos insuficientes para adqui-
rir una canasta básica de alimentos–.1 En 1991 se presenta una nueva
situación de recesión económica que aumenta la incidencia de la pobre-
za entre los hogares hasta llegar a un 31,9 por ciento en el caso de la po-
breza total y a un 11,7 por ciento en el de la pobreza extrema.  Entre 1992
y 1994 hay una reducción en la incidencia del fenómeno, afectando en
este último año a un 20 por ciento de los hogares (5,8 por ciento en po-
breza extrema).

A partir de 1994 se da un estancamiento en la incidencia de la pobreza,
tanto total como extrema (Gráfico 3.1).  En el caso de la pobreza total, se
estabiliza en alrededor del 20 por ciento, con variaciones que no supe-
ran 1,5 puntos porcentuales hacia arriba o hacia abajo, con excepción
del año 2004, en que alcanza 21,7 por ciento superando el límite supe-
rior previsto.  Pero también debe tomarse en cuenta el fuerte aumento
de la pobreza en ese año respecto al anterior, pues en el 2003 la inciden-
cia fue de 18,5 por ciento, para un incremento de 3,2 puntos porcentua-
les.  Además de la ruptura de la estabilidad prevaleciente hasta el mo-
mento, el año 2004 podría marcar el inicio de un proceso de aumento
sostenido en la incidencia de la pobreza.
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1. Estimando la pobreza a partir de los ingresos laborales de los hogares, y no la to-
talidad de ingresos de los hogares como en las demás estimaciones que se consi-
deran en este estudio, Barahona et al. (1999, p. 279) destaca:  “entre 1980 y 1982 el
porcentaje de hogares bajo la línea de pobreza aumentó de 30,4 por ciento a 54,2 por cien-
to, reflejando el enorme impacto de la crisis económica sobre las familias.  En los años si-
guientes los niveles de pobreza mostraron una reducción sostenida hasta 1990”.



Gráfico 3.1
COSTA RICA:  INCIDENCIA DE LA POBREZA ENTRE LOS HOGARES, 1990-2004

(Porcentaje)

FUENTE:  INEC (2004).

II. POBREZA, CRECIMIENTO ECONÓMICO Y DESIGUALDAD

La magnitud de la pobreza se ve afectada por las dinámicas macroeco-
nómica y sociodemográfica.  En el primer caso, muchos estudios han
comprobado empíricamente la afirmación teórica de la existencia de
una relación inversa entre crecimiento económico y pobreza (entre
otros, Epaulard, 2003); sin embargo, prevalecen divergencias respecto a
la forma como diferentes situaciones (la inflación, el nivel de ingreso de
la población, la desigualdad en la distribución del ingreso, el grado de
desarrollo nacional, y la apertura de la economía, entre otros), afectan la
magnitud de los impactos de ese crecimiento sobre la pobreza.  Se acep-
ta entonces que el crecimiento económico es una condición necesaria
para la reducción de la pobreza, pero no suficiente.

En Costa Rica, la tasa de crecimiento promedio anual del producto in-
terno bruto (PIB) total fue de 4,8 por ciento entre 1990 y 2004 y de 4,4
por ciento entre 1994 y 2004, mientras que el PIB per cápita creció en 2,3
por ciento y 1,9 por ciento respectivamente.  Aunque el crecimiento ha
sido muy volátil, las tasas pueden considerarse modestamente satisfac-
torias, y deberían haber producido reducciones de la pobreza, lo cual no
sucedió durante la última década.
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Costa Rica no es la excepción en lo que respecta a esta situación, como
lo refleja el intenso debate académico en torno a lo que se ha denomina-
do “crecimiento pro-pobre”, es decir, el tipo de crecimiento que benefi-
cia a los pobres.  Según Ravallion (2004), dos líneas son las que predo-
minan en ese debate.  Por una parte, se encuentran aquellos que
consideran que hay crecimiento pro-pobre cuando el crecimiento econó-
mico se da acompañado por cambios distributivos que favorecen a los
pobres, esto es, la pobreza se reduce más de lo que lo hubiera hecho si
los ingresos de todos los grupos hubieran crecido de la misma forma
(McCullock y Baulch, 1999; y Kakwani y Pernia, 2000); mientras que,
por otra parte, se encuentran quienes consideran que el crecimiento es
pro-pobre simplemente cuando los pobres se benefician en términos ab-
solutos (Ravallion y Chen, 2003).  En una línea más genérica, Dollar y
Kraay (2002) argumentan que el crecimiento es bueno para los pobres
en tanto las elasticidades ingreso-pobreza sean positivas o parezcan cre-
cer a lo largo de un determinado período de tiempo.  Hay que destacar
que a pesar de lo intenso de la discusión académica, se ha avanzado po-
co en el planteamiento de propuestas concretas que permitan alcanzar
ese tipo de crecimiento; no obstante, las recomendaciones que se hagan
en este documento siguen esa línea de pensamiento.

Uno de los aspectos más sobresalientes del proceso económico en mar-
cha, en el caso costarricense, es que ha aumentado la desigualdad en la
distribución del ingreso.  Luego de algunos años de relativa estabilidad,
en 1998 se inicia un período de incremento sostenido de la desigualdad,
que alcanza su máximo nivel en el año 2001, para luego reducirse en los
años siguientes, aunque manteniendo niveles superiores a los del año
2000.  Al utilizar el coeficiente de Gini para medir la desigualdad, se ob-
serva que ha aumentado de 0,389 en 1998 a 0,412 en el 2000, y hasta
0,433 en el 2001 (Gráfico 3.2).
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Gráfico 3.2
COSTA RICA:  EVOLUCIÓN DEL COEFICIENTE DE GINI DE LA DISTRIBUCIÓN 

DEL INGRESO DE LOS HOGARES*, 1990-2004

* Estimado a partir de deciles de hogares ordenados según su ingreso per cápita.

FUENTE:  Estimación propia a partir de las encuestas de hogares de propósitos múltiples del INEC.

Las implicaciones de una elevada desigualdad o de un aumento en la
misma son múltiples, tanto desde la perspectiva ética y política, como
sobre el crecimiento económico y la reducción de la pobreza:  “la eleva-
da desigualdad en la distribución del ingreso es un factor importante, no sólo
por los problemas éticos y políticos que plantea, sino también por sus repercu-
siones en el crecimiento económico” (Solimano, 2001).  En el caso específi-
co de la pobreza, al aumentar la concentración del ingreso, dejando
constantes todas los demás factores que afectan la pobreza, se hacen ne-
cesarias mayores tasas de crecimiento económico para lograr reduccio-
nes significativas en la incidencia de la pobreza.  Varios estudios a nivel
internacional han aproximado cuantitativamente el impacto del creci-
miento económico sobre la reducción de la pobreza, controlando algu-
nas otras variables importantes entre las que se encuentra la desigual-
dad en la distribución del ingreso.  Uno de estos estudios es el de
Epaulard (2003), quien luego de analizar 47 episodios de crecimiento
económico y 52 episodios de decrecimiento en economías en desarrollo
y en transición, comprobó empíricamente que entre mayor es la desi-
gualdad en la distribución del ingreso, menor es el impacto del creci-
miento económico sobre la reducción de la pobreza.

Luego de los importantes logros en las décadas anteriores, que permi-
tieron a Costa Rica ocupar el segundo lugar entre los países latinoameri-
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canos en lo que respecta a menor desigualdad –solamente después de
Uruguay–, el tema de la desigualdad había pasado a un segundo plano
a nivel nacional; sin embargo, lo acontecido en los últimos años vuelve
a colocar el tema de la (reducción de la) desigualdad entre las priorida-
des nacionales.

III. POBREZA Y MERCADO DE TRABAJO

Según las encuestas de hogares realizadas durante el período de estu-
dio (1990-2004), los ingresos laborales –en las ocupaciones primaria y
secundaria– representan casi un 90 por ciento de los ingresos totales de
los hogares que reportaron ingresos, resultado que más allá de las limi-
taciones de esas encuestas para capturar información sobre ingresos no
laborales, refleja la enorme importancia del mercado de trabajo como
canal de transmisión mediante el cual las familias reciben los efectos de
las políticas y el desempeño macroeconómico del país.

En un estudio que consideró 15 países latinoamericanos (Ganuza et al.,
1998), se identificaron 45 episodios macroeconómicos que acontecieron
entre 1970-80 y 1995 y para los cuales existía información de pobreza,
comprobando que la reducción de la pobreza está asociada con incre-
mentos en el PIB per cápita, el salario mínimo y el salario promedio real,
y que cuando aumenta el desempleo, la desigualdad en la distribución
del ingreso o la inflación, la pobreza también aumenta.

La reducción de la pobreza pasa entonces por mejorar los ingresos labo-
rales de todos los ocupados, pero especialmente aquellos que perciben
los menores ingresos, que en la mayoría de los casos forman parte de
hogares pobres.  Dos temas son especialmente importantes aquí:  el pa-
pel de los salarios mínimos y la relación entre la calidad de los empleos,
la productividad y los ingresos.

El trabajo asalariado es el más importante en el país, pues prácticamen-
te siete de cada diez ocupados han sido asalariados a lo largo del perío-
do de estudio.  Según la encuesta de hogares, entre 1990 y el 2004 los sa-
larios promedio de los ocupados (asalariados en su ocupación
principal) aumentaron un 23 por ciento en términos reales, pasando de
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48.300 colones de enero de 1995, en 1990, a 59.400 en el 2004.2 Si bien es
cierto ese incremento promedio se ve afectado por diversos factores (co-
mo la proporción de empleados públicos/privados, el número de horas
trabajadas, la proporción de empleados calificados/no calificados, la
proporción de hombres y mujeres, la composición por grupos de edad,
y otros), Sauma y Garnier (1998) determinaron que además de la diná-
mica propia del mercado de trabajo (oferta-demanda), también han in-
cidido en ese resultado las fijaciones de los salarios mínimos, que han
tendido a protegerlos en términos reales e inclusive a incrementarlos.
No obstante, para el futuro debe tomarse en cuenta el resultado obteni-
do por Sauma y Sánchez (2003), quienes utilizando un Modelo de Equi-
librio General Computable calibrado a una Matriz de Contabilidad So-
cial, concluyeron que la utilización de la política de salarios mínimos
como instrumento de reducción de la pobreza no necesariamente pro-
duce los resultados esperados, e inclusive podría provocar el efecto con-
trario por la vía de una contracción del empleo y los ingresos laborales
de algunos ocupados.  Por ello, recomiendan una política de salarios
mínimos que proteja los salarios en términos reales, pero no ampliarlos
sin sustento en incrementos de la productividad.

El segundo tema importante aquí es la relación entre la calidad de los em-
pleos, la productividad y los ingresos.  No es sencillo definir de manera
concreta lo que se debe entender por calidad de los empleos.  General-
mente, cuando se hace referencia a empleos de calidad, se trata de algo si-
milar a lo que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) denomina
“trabajo decente”, o sea, trabajo productivo, adecuadamente remunera-
do, y en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana
(OIT, 2001).  Sin embargo, existen muchas limitaciones para hacer opera-
tiva esa definición, y por lo tanto, obtener mediciones.  Una característica
particular dentro del concepto de calidad del empleo la constituye la “in-
formalidad”, que pretende abarcar aquel conjunto de actividades produc-
tivas no agropecuarias cuyo rasgo distintivo es la baja dotación de capi-
tal (humano y físico), es decir, una reducida relación capital/trabajo, y
por lo tanto, una también reducida productividad, que en la mayoría de
los casos se traduce en ingresos muy bajos –de subsistencia.
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El concepto de informalidad está asociado a las actividades no agrope-
cuarias, y generalmente son incluidos dentro del sector informal los tra-
bajadores por cuenta propia (excluidos los profesionales y técnicos), los
trabajadores familiares no remunerados, los trabajadores en microem-
presas (asalariados privados y patronos –excluyendo también profesio-
nales y técnicos–), y además se agrega el servicio doméstico.  Cuando se
utiliza esta clasificación, los empleos no agropecuarios se dividen en
formales e informales, dejando el empleo agropecuario –dadas sus ca-
racterísticas particulares– como una categoría independiente.  No obs-
tante, se acostumbra también, siguiendo los mismos criterios, desagre-
gar la ocupación agropecuaria en un sector tradicional (cuenta propia,
trabajadores familiares no remunerados y asalariados en microexplota-
ciones agropecuarias), y un sector moderno (patronos y asalariados en
explotaciones agropecuarias de mayor tamaño).

Gráfico 3.3
COSTA RICA:  EVOLUCIÓN DEL EMPLEO POR SECTORES, 1990-2004*

* Para la estimación se ajustaron los factores de expansión 1990-1999.

FUENTE:  Estimación propia a partir de las encuestas de hogares de propósitos múltiples del INEC.

En la década de los años ochenta, el mercado de trabajo se vio seriamen-
te afectado por la crisis económica y el período posterior de estabiliza-
ción y ajuste.  A partir de principios de los años noventa alrededor de la
mitad de los ocupados del país han estado en actividades formales, por-
centaje que puede considerarse satisfactorio.  No obstante, este último
período también se caracteriza por una reducción en el empleo agrope-
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cuario y un aumento en el empleo en actividades informales no agrope-
cuarias (Gráfico 3.3).  Inclusive, en algunos años la tasa de crecimiento
del empleo informal ha superado a la del formal.

Como se destacó anteriormente, la informalidad se refiere a actividades
de baja productividad, y por lo tanto, está asociada con menores ingre-
sos.  Esto se refleja en el hecho de que, en promedio, para el período
1990-2004 el ingreso laboral de los ocupados informales ha sido 46,5 por
ciento inferior al de los formales.  Lo que es más, mientras los ingresos
de los ocupados formales mostraron una tendencia generalizada hacia
el alza, los ingresos de los informales variaron poco (Gráfico 3.4).  Cuan-
do se consideran los años extremos (1990 y 2004), el ingreso laboral pro-
medio de los ocupados formales es 22,5 por ciento mayor en el 2004 res-
pecto a 1990, mientras que es apenas 3,3 por ciento mayor en el caso de
los informales.

Gráfico 3.4
COSTA RICA:  EVOLUCIÓN DEL INGRESO PROMEDIO REAL 
EN LA OCUPACIÓN PRINCIPAL POR SECTOR, 1990-2004*

(Colones de enero de 1995)
* Para la estimación se ajustaron los factores de expansión 1990-1999.

FUENTE:  Estimación propia a partir de las encuestas de hogares de propósitos múltiples del INEC.

Los ingresos laborales de los ocupados agropecuarios son muy bajos
(10,2 por ciento inferiores a los de los informales no agropecuarios), si-
tuación que está relacionada con la enorme importancia relativa de la
denominada “economía campesina” –o sector agropecuario tradicional.
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Aunque la pobreza es un fenómeno que se da a nivel del hogar, es po-
sible relacionar la situación ocupacional de los miembros con la pobre-
za.3 Los bajos ingresos laborales percibidos por los ocupados informa-
les y agropecuarios se traducen en una mayor incidencia de la pobreza
en sus hogares.  Las cifras del Cuadro 3.1 permiten comprobar que la in-
cidencia de la pobreza es mayor en los hogares de los ocupados en acti-
vidades agropecuarias tradicionales (“economía campesina”) y en acti-
vidades informales no agropecuarias; y, además, que prácticamente tres
de cada cuatro ocupados en situación de pobreza se dedican a activida-
des de ese tipo.

Cuadro 3.1
COSTA RICA:  OCUPADOS SEGÚN SECTOR, POR CONDICIÓN DE POBREZA, 2004

(cifras absolutas y relativas)

OCUPADOS EN CONDICIÓN DE POBREZA

PERSONAS PORCENTAJE PORCENTAJE DISTRIBUCIÓN
DE OCUPADOS RELATIVA

Total ocupados 1.653.879 100,0 13,9 100,0

Formal no agropecuario 859.129 51,9 6,4 23,5
Sector privado 626.013 37,9 7,6 20,6
Sector público 233.116 14,1 2,9 2,9

Informal no agropecuario 549.366 33,2 17,8 42,4
Cuenta propia 241.448 14,6 20,1 21,2
Microempresa1/ 221.618 13,4 13,9 13,3
Familiar no remunerado 21.043 1,3 22,5 2,2
Servicio doméstico 65.257 3,9 21,0 5,7

Agropecuario 245.384 14,8 30,6 34,1
Cuenta propia y familiar no remunerados 81.288 4,9 44,8 16,0
Patronos y asalariados 5 o más empleados 68.215 4,1 33,4 10,2
Patronos y asalariados 6 o más empleados 95.881 5,8 17,6 8,0

1/ Patronos y asalariados del sector privado en establecimientos de 5 empleados o menos, excluyendo aquellos con al-
gún año aprobado de educación superior.

FUENTE: Estimación propia a partir de la encuestas de hogares de propósitos múltiples del INEC del 2004.
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3. Cuando se consideran la totalidad de los hogares, el promedio de ocupados por
hogar es 1,5 (cifra que no varía a lo largo del período de estudio), pero en el caso
de los hogares en situación de pobreza el promedio se reduce a apenas alrededor
de 1 ocupado, lo cual favorece la comparación entre las características ocupaciona-
les de los miembros y la situación de pobreza de los hogares.



Sauma y Vargas (2000) argumentan que la reducción y posterior “no au-
mento” de la pobreza durante los años noventa estaba relacionada con
dos situaciones principales:  en primer lugar, “porque la apertura comer-
cial no ha causado fuertes reducciones en el empleo y los ingresos agropecua-
rios.  La actividad agropecuaria, productora de bienes transables, puede ser con-
siderada un ‘reservorio’ de pobreza, en el sentido de que gran parte de los
ocupados en ella (y sus dependientes) son pobres o apenas superan el umbral de
pobreza, de manera que impactos negativos en ella redundarían inmediatamen-
te en aumentos de la pobreza”, y en segundo lugar porque “el proceso (eco-
nómico) en marcha, más allá de los altibajos coyunturales en las principales
variables económicas, ha generado los empleos necesarios para mantener los ni-
veles de desempleo relativamente bajos, a pesar de los aumentos en la tasa de
participación.  Además, estos empleos han sido generados principalmente por
la economía formal, directamente relacionada con los procesos de apertura y de
reforma, a diferencia de otros países, en que han sido empleos informales”.

Esos argumentos siguen siendo válidos, y permiten avanzar en la defini-
ción de las condiciones para la reducción de la pobreza.  Primero que to-
do, es posible lograr reducciones significativas en la pobreza si se alcan-
zan tasas de crecimiento sostenidas y significativamente mayores en la
ocupación formal y agropecuaria moderna, que las que presenten las
ocupaciones informal y agropecuaria tradicional.  Esto significa que se
debe buscar un tipo de crecimiento económico que promueva la genera-
ción de empleo formal (productivo) –y en términos generales, empleo de
calidad–, y particularmente que fomente las actividades intensivas en
trabajo (garantizando la productividad), en este último caso favorecien-
do principalmente los encadenamientos productivos hacia pequeñas y
medianas empresas trabajo-intensivas.  Para el corto plazo, debería ve-
larse porque en la ejecución de algunos proyectos de inversión pública
(carreteras, acueductos, etcétera) se utilice adecuadamente este factor.

Pero además de la generación de nuevos empleos no agropecuarios for-
males y agropecuarios modernos, es importante atender a la población
actualmente ocupada en los sectores no agropecuario informal y agro-
pecuario tradicional, para aliviar su situación de pobreza.  Ello implica
aumentar sus ingresos.  En el caso del sector informal, la prioridad es el
incremento de la productividad, lo cual se logra aumentando las dota-
ciones de capital humano y físico de los ocupados por la vía de los pro-
gramas de capacitación, crédito y otros ya conocidos.  En el caso del sec-
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tor agropecuario tradicional, el aumento de los ingresos pasa por mejo-
rar el estado de los caminos rurales, la asistencia técnica, el acceso a cré-
dito, el mercadeo de los productos, y otros aspectos también conocidos.

IV. DESIGUALDAD Y MERCADO DE TRABAJO

El comportamiento de la desigualdad en la distribución del ingreso en-
tre los hogares lo determina principalmente lo que sucede con los ingre-
sos laborales, y por la misma razón, con el mercado de trabajo.  Sauma
(2005) determinó que durante el período 1990-2004 la evolución de la
desigualdad en la distribución del ingreso entre los hogares estuvo fuer-
temente asociada con la distribución de los ingresos laborales y que, por
lo tanto, las variaciones en la desigualdad en el ingreso de los hogares
se explican por lo acontecido con los ingresos laborales de los ocupados
formales respecto a los informales y agropecuarios, de los asalariados
públicos y privados respecto a los no asalariados, y de los ocupados ca-
lificados respecto a los no calificados.

Limitados a la desigualdad en la distribución de los ingresos laborales,
Gindling y Trejos (2002) determinaron que el aumento en esa desigual-
dad entre 1992 y 1999 se explica principalmente por los incrementos en
el rendimiento de la educación y en la dispersión de las horas trabaja-
das.  En el caso del rendimiento de la educación, se refiere al aumento
en el ingreso por cada año adicional de educación, lo que favorece a los
más educados.  El aumento en la dispersión de las horas trabajadas se
explica por un incremento en la incorporación de mujeres en el sector
informal a tiempo parcial, junto a un aumento en la proporción de hom-
bres que trabajan más de 48 horas (sobrejornadas) en el sector formal.

Los sectores productivos más dinámicos en el contexto actual (financie-
ro, de producción de bienes de exportación no tradicionales –incluyen-
do las empresas de alta tecnología–, la producción de servicios relacio-
nados con la alta tecnología y servicios profesionales altamente
especializados y otros), favorecen el aumento de la desigualdad en la
distribución del ingreso, en tanto demandan trabajo altamente califica-
do, con remuneraciones y rentabilidades muy elevadas.
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Sauma y Sánchez (2003) concluyen que el aumento en la desigualdad es
una característica propia del proceso económico en marcha, e inclusive,
en los ejercicios de simulación realizados –principalmente ante escena-
rios de liberalización y acuerdos comerciales–, la desigualdad sigue au-
mentando.  Esto lleva inevitablemente a considerar la necesidad de apli-
car algunas políticas redistributivas novedosas, por cuanto las vigentes
no parecen estar cumpliendo adecuadamente su objetivo.

Para reducir –o por lo menos detener– el aumento de la desigualdad
por la vía del mercado de trabajo, aparecen nuevamente las pequeñas y
medianas empresas con un papel protagónico, pues además de su im-
portancia para la reducción de la pobreza, también lo son para reducir
la desigualdad.  En este sentido, las pequeñas y medianas empresas del
contexto actual están llamadas a jugar el papel que en el anterior proce-
so de sustitución de importaciones jugaron las entonces también peque-
ñas y medianas empresas industriales y de otro tipo, y que en su mo-
mento se vieron favorecidas por el proceso, pero a su vez favorecieron
el mejoramiento de la distribución del ingreso.  Ello implica políticas
efectivas que permitan su crecimiento y fortalecimiento, como el acceso
al crédito, la capacitación, el acceso a canales de comercialización y la
participación directa y prioritaria en las compras gubernamentales.

V. OTROS FACTORES QUE INCIDEN 
SOBRE LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD

En esta sección se consideran algunos de los muchos otros factores so-
ciodemográficos y económicos que inciden sobre la pobreza y la desi-
gualdad.

La educación juega un papel clave.  En el caso específico de la pobreza,
hay un clara relación inversa entre incidencia de la pobreza y nivel edu-
cativo (Gráfico 3.5).  Para lograr a futuro reducciones significativas en la
pobreza es necesario que los niños, niñas y adolescentes permanezcan
en la escuela hasta completar, como mínimo, el noveno grado, y mejor
aún, hasta completar la educación secundaria.  Para el caso costarricen-
se esto implica, en primer lugar, mejorar el logro educativo de los niños
y niñas en la educación primaria, pues aunque en la actualidad el 100
por ciento de los niños y niñas en edad escolar asisten a la escuela –lo
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cual refleja que no hay problemas de cobertura en ese nivel educativo–,
solamente un 85 por ciento de los que empiezan el primer grado conclu-
yen satisfactoriamente el sexto.  Esto significa atender los problemas de
calidad y eficiencia interna en este nivel.  En segundo lugar, y este es el
reto más importante, se debe ampliar la reducida cobertura en el III ci-
clo de educación básica (y mejor aún en toda la secundaria), y además
garantizar la retención y el éxito escolar de los niños, niñas y adolescen-
tes en estos niveles educativos, con intervenciones tanto por el lado de
la oferta como de la demanda educativa.

Gráfico 3.5
COSTA RICA:  INCIDENCIA DE LA POBREZA EN LA POBLACIÓN 
DE 15-65 AÑOS DE EDAD SEGÚN SUS AÑOS DE ESTUDIO, 2001

FUENTE: Estimación propia a partir de la encuestas de hogares de propósitos múltiples del INEC del 2004.

Al ampliar equitativamente el nivel educativo de la población, se avan-
zará en la reducción de las brechas en los ingresos laborales entre traba-
jadores calificados y no calificados, con el consecuente impacto que
traería sobre la desigualdad en la distribución del ingreso.

Los ingresos no laborales también afectan la pobreza y la desigualdad.
Se consideran entre ellos las pensiones y jubilaciones, las rentas de la
propiedad, las rentas del capital, las transferencias provenientes de per-
sonas (familiares o no) e instituciones (públicas y privadas) y otras.  Las
encuestas de hogares tienen importantes limitaciones para medir estos
ingresos, especialmente en lo que se refiere a las rentas de la propiedad
y del capital; no obstante, es importante por lo menos identificar el pa-
pel que éstas juegan para los pobres.
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En el año 2003, los ingresos no laborales representaron 11,7 por ciento
de los ingresos totales de los hogares que declararon ingresos, existien-
do diferencias entre pobres y no pobres, pues mientras para los prime-
ros representaron un 20,7 por ciento de sus ingresos totales, para los se-
gundos apenas representaron un 11,3 por ciento.

Dentro de los ingresos no laborales, para todas las familias en su con-
junto, las pensiones y jubilaciones fueron el rubro más importante en
ese año, representando poco más de la mitad del total (51,5 por ciento),
seguidos de las transferencias en efectivo, que representaron 21,3 por
ciento.  Sin embargo, para los pobres este último rubro es el más impor-
tante dentro de los ingresos no laborales, con una importancia relativa
de 33,7 por ciento, seguido de pensiones y jubilaciones (28,3 por ciento)
y subsidios (26,6 por ciento).

No obstante esa elevada importancia relativa de los ingresos no labora-
les, los hogares arriba mencionados siguen siendo pobres, es decir, que
esos ingresos sumados a los laborales siguen siendo insuficientes para
que los hogares puedan adquirir los bienes y servicios básicos que re-
quieren.  Además, no siempre es posible –o recomendable– que los
miembros de estos hogares (en buena proporción niños, adultos mayo-
res, discapacitados y mujeres jefas de hogar), salgan a vender su fuerza
de trabajo para aumentar los ingresos del hogar.  Los programas socia-
les, especialmente los asistenciales, juegan un papel sumamente impor-
tante en este caso.

En este sentido, en Costa Rica no existe una red de protección social de-
bidamente constituida que alivie integralmente la situación de pobreza
de estos hogares.  Existen programas que atienden aspectos específicos
de la pobreza (Régimen No Contributivo de pensiones, CEN-CINAI,
programas del IMAS, comedores escolares, y otros), pero de ninguna
forma constituyen una red de atención integral a la problemática.  Más
allá de la suficiencia o no de los recursos, estos programas deben ser
evaluados –y de ser necesario rediseñados– y se debe aumentar su efi-
ciencia con una adecuada focalización, y además, integrarlos para que
constituyan una verdadera red de protección social.

Los factores demográficos también influyen significativamente en la po-
breza y la desigualdad, y en el caso costarricense tiene especial impor-
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tancia la reducción en el tamaño familiar a lo largo del período de estu-
dio.  Utilizando la encuesta de hogares –y solamente algunos años co-
mo referencia–, el tamaño promedio de los hogares pasó de 4,41 miem-
bros en 1990, a 4,24 en 1994, a 4,10 en el 2000, a 3,94 en el 2002 y a 3,81
en el 2004.

Esta reducción se ha dado tanto entre hogares pobres como entre no po-
bres.  Comparando los años extremos, mientras que en 1990 los hogares
pobres tuvieron en promedio 4,92 miembros, para el 2004 el número se
había reducido a 4,18.  En el caso de los hogares no pobres el promedio
pasó de 4,13 a 3,70 respectivamente.

La caída en el tamaño promedio de los hogares favorece la reducción de
la pobreza, pues en tanto los ingresos de los hogares no aumenten en
términos reales, la disminución del tamaño promedio de los hogares
permite un incremento en el ingreso per cápita, con el consecuente im-
pacto sobre el bienestar, que en el caso de los hogares de menores ingre-
sos podría significar superar la línea de pobreza.

Entre 1990 y el 2004 el ingreso familiar per cápita de la totalidad de ho-
gares –en términos reales– aumentó en prácticamente un 40 por ciento;
sin embargo, cuando se separa por subperíodos (definidos por la reduc-
ción/estancamiento en la incidencia de la pobreza), el ingreso familiar
per cápita aumentó en 28,2 por ciento entre 1990 y 1994 y en 8,9 por
ciento entre 1994 y el 2004.  Esto significa que la mayor parte de ese in-
cremento (71,3 por ciento) se produjo entre 1990 y 1994, y el resto (28,7
por ciento) entre 1994 y 2004.  Por su parte, el ingreso familiar prome-
dio aumentó, también en términos reales, en 23,5 por ciento entre 1990
y 1994, pero entre 1994 y el 2004 más bien se redujo en 1,3 por ciento.
No obstante, a pesar de esta caída en el último subperíodo, la reducción
en el tamaño promedio de los hogares (que como se ha indicado, pasó
de 4,24 a 3,81 miembros entre esos años), permitió el incremento del in-
greso per cápita.

Las proyecciones sobre la tasa de fertilidad y el crecimiento de la pobla-
ción permiten suponer que a futuro no se van a seguir presentando re-
ducciones, al menos tan fuertes, en el tamaño del hogar.  Entonces, el
“bono” sobre la reducción de la pobreza que ha generado este compor-
tamiento del tamaño familiar no va a continuar, a menos que se incida
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en los hogares más pobres, fortaleciendo la planificación familiar y, es-
pecialmente, retrasando la edad del primer embarazo en las jóvenes
(preferiblemente si además se mantienen en la escuela).

VI. CONSIDERACIONES FINALES

Se ha identificado aquí los principales factores que explican el estanca-
miento en los niveles de pobreza y el aumento en la desigualdad que vi-
ve Costa Rica, y se formularon una serie de recomendaciones para cam-
biar la situación, es decir, lograr reducciones significativas en la pobreza
y en la desigualdad –o al menos, en este último caso, detener el proce-
so de aumento en la concentración–.  Se trata de impulsar un crecimien-
to económico pro-pobre, que principalmente dé prioridad a la generación
de empleos de calidad –o formales desde el punto de vista de la produc-
tividad–, al fortalecimiento de la pequeña y mediana empresa, y que
apoye la economía campesina.  En el campo social, entre otros, es im-
prescindible el fortalecimiento de la educación secundaria –incidiendo
tanto en la oferta educativa como en la demanda– y la constitución de
una verdadera red de protección social.

En términos generales, estas recomendaciones no son “novedosas”, y
han sido reiteradamente destacadas en el discurso político; sin embar-
go, para lograr avances significativos en la reducción de la pobreza y la
desigualdad es necesario que las autoridades del país las incluyan en la
definición y ejecución de políticas de mediano y largo plazo, que tras-
ciendan los períodos gubernamentales.
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Presentación

Constituye un gran privilegio para mí participar en este libro con un en-
sayo sobre la cobertura contributiva del Seguro Social de Salud de Cos-
ta Rica, tema estrechamente vinculado al problema de la informalidad
del empleo y la pobreza, sobre el cual el licenciado Víctor Hugo Céspe-
des, destacado economista, académico e investigador, ha realizado va-
liosas contribuciones al país.

Introducción

En Costa Rica la preocupación por el tema de la cobertura del Seguro
Social de Salud cobra cada día mayor importancia en un contexto don-
de la economía evidencia ciertas debilidades para generar empleos en el
sector formal, y donde los problemas sociales y la desigualdad en el in-
greso tienden a acrecentarse.  Sin duda alguna, el tamaño del sector in-
formal, la carencia de ingresos y la baja capacidad contributiva de cier-
tos grupos se convierten en factores estructurales críticos que limitan las
posibilidades de expandir la cobertura más allá de ciertos rangos.

Estos factores estructurales pueden verse reforzados por deficiencias en
la capacidad de gestión de la Caja Costarricense de Seguro Social –es
decir, el grado en que esta entidad, o bien la sociedad como un todo,
destina suficientes recursos y esfuerzos políticos a contrarrestar la eva-
sión y a promover el control contributivo–, lo cual puede tener un im-
portante impacto sobre el nivel de cobertura alcanzada.  Sin embargo,
las posibilidades reales de incorporación de los grupos que se encuen-



tran al margen de la cobertura del Seguro de Salud se relacionan estre-
chamente con el grado de desarrollo del sector formal de la economía y
con las características propias de la población, tales como su condición
socioeconómica y cultural, su distribución geográfica y su modo de in-
serción en el proceso productivo, pues básicamente estos elementos de-
terminan la capacidad contributiva y las posibilidades administrativas
para ejercer un adecuado control.

El presente ensayo tiene como objetivo exponer los logros y desafíos del
Seguro Social de Salud costarricense en materia de extensión de la co-
bertura, ello a partir del contexto de informalidad del empleo y pobre-
za que caracteriza al país.

I. GÉNESIS DEL SEGURO SOCIAL DE SALUD 
Y LAS ACEPCIONES DE COBERTURA

En Costa Rica, la protección social de las contingencias relacionadas con
el estado de la salud está estrechamente vinculada con el desarrollo del
Seguro Social de Salud, el cual ha pasado por un marcado proceso evo-
lutivo, tanto en su enfoque de aseguramiento como en su esquema de
financiamiento.

El Seguro Social de Salud, denominado inicialmente como Seguro de En-
fermedad y Maternidad,1 se remonta a la década de los años cuarenta,
cuando al amparo de la Ley No. 17 de noviembre 1941 se crea la Caja
Costarricense de Seguro Social (CCSS), una entidad inicialmente subor-
dinada al Poder Ejecutivo.  Tal legislación estableció la modalidad de se-
guro social obligatorio para los trabajadores, tanto asalariados como in-
dependientes, cuyos ingresos anuales no sobrepasaran un límite
establecido, e instituyó el sistema de contribución forzosa de patronos,
trabajadores y Estado.2
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1. La denominación de Seguro de Salud fue adoptada en 1997, acompañada con una
reforma integral al Reglamento.

2. En octubre de 1943 una nueva legislación eliminó la obligatoriedad de afiliación
para los trabajadores independientes, estableciendo la obligatoriedad para todos
los trabajadores asalariados y un tope salarial de cotización.  Es a partir de este mo-
mento que la Caja Costarricense de Seguro Social pasa a ser una institución autó-
noma en cuanto a la administración y gobierno de los seguros sociales, quedando
ello garantizado como un principio constitucional.



Dos leyes adicionales de singular trascendencia terminaron de configu-
rar la plataforma legal e instrumental sobre la que se basó la ulterior ex-
tensión de la cobertura del Seguro de Salud:  (i) la Ley No. 24 de julio
de 1943, que dispone las garantías sociales como derecho de orden cons-
titucional, y encomienda la administración de los seguros sociales a la
CCSS, y (ii) la Ley de Universalización de los Seguros Sociales del año 1961,
mediante la cual la CCSS adquiere la responsabilidad constitucional de
cubrir a la totalidad de la población nacional.  Como se analizará más
adelante, este desafío, aunado a la necesidad de articulación de una po-
lítica nacional en el campo de la salud, producirá a lo largo de las si-
guientes décadas cambios importantes tendientes a la adopción de es-
quemas no tradicionales de aseguramiento y financiamiento.

En virtud de la función aseguradora constitucionalmente establecida al
Seguro de Salud, su cobertura habitualmente se interpreta en dos senti-
dos:  vertical3 y horizontal.  Es precisamente esta última acepción –y su
relación con la informalidad en el mercado laboral– la que interesa abor-
dar en este artículo.

Este tipo de cobertura trata de la población meta u objetivo que se de-
sea proteger a través de la entrega o provisión de un cierto conjunto de
prestaciones.  Busca dar respuesta a cuestiones tales como:  ¿cuáles son
las personas u hogares que deben ser protegidos con un seguro social
de salud?, ¿es universal o únicamente incluye a trabajadores del sector
formal o también a los provenientes del sector informal?, ¿existe el be-
neficio familiar y, en caso afirmativo, cuál es su extensión?  Para los pro-
pósitos que se persiguen en el presente ensayo, es importante explorar
cinco acepciones de uso cotidiano de la “cobertura horizontal”, a saber:

1. Cobertura legal:  es, en términos simples, aquella que se establece
en los cuerpos jurídicos y normativos de un país.  Corresponde en-
tonces al compromiso que el Estado impone a las entidades del sec-
tor salud o las que éstas asumen tanto en leyes, reglamentos, acuer-
dos internacionales o constitucionalmente.
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3. Trata sobre el contenido y especificaciones de las prestaciones que se otorgan a la
población meta u objetivo, las cuales son de dos tipos:  (i) en especie –servicios in-
tegrales de salud en tres niveles de atención–, y (ii) económicas –subsidios por in-
capacidad (enfermedad y maternidad) y ayudas pecuniarias para procedimientos,
tratamientos, implementos médicos.



En el caso de Latinoamérica, el derecho a la salud es consagrado co-
mo uno fundamental en la gran mayoría de las cartas magnas y el
compromiso de los Estados para la protección de tal derecho es
también expresado.  Pese al reconocimiento de este compromiso
constitucional, el Estado normalmente provee una porción reduci-
da de los servicios de salud que la población requiere, concentrán-
dose principalmente en atenciones preventivas de primer nivel a
través del Ministerio de Salud.

Otra forma de intervención del Estado en materia sanitaria corres-
ponde a la administración de entidades de seguridad social en el
campo de la salud, las cuales, en la mayoría de los países, ofrecen
una cobertura limitada de servicios a una población determinada.
No obstante ello, sin duda este tipo de intervención constituye una
de las más exitosas estrategias de protección de la salud a los traba-
jadores del sector formal y en algunos casos a sus familias.

Una de las características trascendentalmente distintivas del mode-
lo de salud costarricense con respecto del resto de la región, consis-
te en la concentración de todas las actividades de atención en un so-
lo oferente, en este caso la Caja Costarricense de Seguro Social,
institución que, además de poseer rango constitucional, está sujeta
a la Ley de Universalización de la Seguridad Social, mediante la cual el
Estado le solicita realizar los esfuerzos necesarios para mantener el
Seguro de Salud al alcance de toda la población, facilitando así la
obtención de tratamiento para problemas de salud; además, se per-
mite el libre acceso a los servicios de urgencias sin importar la con-
dición de aseguramiento (y cualquier tratamiento ofrecido por el
seguro es accesible a cualquier no asegurado, sujeto a cobro poste-
rior salvo que se demuestre insolvente).  En otras palabras, para el
caso de Costa Rica, la forma de garantizar el derecho a la salud
constitucionalmente amparado a la inalienabilidad de la vida mis-
ma es mediante la extensión de la cobertura del Seguro de Salud.
Por ello, la cobertura legal en el caso costarricense corresponde a la
totalidad de la población para los servicios de urgencias y en la me-
dida que se llegue a cumplirse a cabalidad la Ley de Universalización,
ésta será la misma población cubierta para todas las atenciones que
brinda el Seguro de Salud.
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2. Cobertura administrativa o estadística:  durante las últimas décadas,
la CCSS ha desarrollado una serie de modalidades o categorías de
aseguramiento, con el propósito de universalizar el Seguro de Salud.
Junto con la clásica modalidad de los trabajadores asalariados, tam-
bién se encuentran la de trabajadores independientes, asegurados vo-
luntarios, cuenta del Estado, Régimen No Contributivo (RNC), pen-
sionados, regímenes contributivos (IVM y especiales) y la de los
familiares de asegurados directos (beneficio familiar).  En consecuen-
cia, se entiende como cobertura administrativa o estadística al total de
personas afiliadas en alguna de todas las categorías descritas ante-
riormente.  La correspondiente tasa de cobertura administrativa es
calculada empleando como denominador la población nacional total.

3. Cobertura contributiva:  en lo fundamental, este concepto captura
la magnitud o proporción de aquellas personas que en su calidad de
trabajadores asalariados, trabajadores independientes, patronos o
socios activos, generan a su favor remuneraciones en forma de sa-
larios o ingresos y, conforme a las disposiciones jurídicas que rigen
la materia, se han afiliado al Seguro de Salud por medio de alguna
de las categorías de contribución directa (sea total o parcial) existen-
tes.  Por tanto, la cobertura contributiva muestra el cumplimiento
de los deberes para con el seguro por parte de sus beneficiarios po-
tenciales, o sea los trabajadores, y presenta la proporción de contri-
buyentes potenciales que hacen efectivo el pago.

La tasa de cobertura contributiva se estima relacionando la cifra an-
terior con la población económicamente activa (PEA), es decir, las
personas mayores de 12 años que al momento de llevarse a cabo la
Encuesta de Hogares cuentan con un empleo o llevan a cabo accio-
nes para conseguirlo (cesantes o quienes buscan empleo por prime-
ra vez).4,5
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4. El uso de 12 años como la edad mínima de ingreso a la PEA está considerada en
función del criterio sugerido en la metodología de la Encuesta de Hogares; no obs-
tante, el Código de Trabajo y el Código de la Niñez y la Adolescencia establecen
que este umbral rige a partir de los 15 años.  El empleo de personas menores de es-
ta edad, se reconoce como explotación infantil.

5. No obstante, el aseguramiento contributivo no es exclusivo de los trabajadores ac-
tivos:  la normativa vigente en materia de aseguramiento de la CCSS también da
la posibilidad de que una persona sin actividad económica generadora de ingre-



4. Cobertura de hogares:  se define como “hogar cotizante” a aquel en
que al menos existe un miembro que cotiza para el Seguro de Salud.
Así pues, la tasa de cobertura de hogares corresponde a la propor-
ción de “hogares cotizantes” respecto al número total de hogares.  De-
bido a las diferencias en el tamaño medio del hogar, la tasa de co-
bertura de hogares puede diferir de la tasa de cobertura
contributiva que toma en cuenta a los asegurados cotizantes en for-
ma individual.

5. Cobertura efectiva:  está relacionada con el acceso oportuno a las
atenciones de la salud, en el momento y circunstancias que se re-
quieran.  No se cuenta con una medición periódica y permanente,
siendo factible emplear distintos indicadores para aproximarse a es-
te concepto.  Por ejemplo, una proxy puede ser el tiempo requerido
para desplazarse al centro de atención más cercano, siendo tiempos
mayores de una hora considerados como accesibilidad limitada a
los servicios; o bien, puede establecerse, por medio de una encues-
ta, el porcentaje de personas que no recibieron la atención a causa
de barreras impuestas por las unidades proveedoras de los servi-
cios (colas, co-pagos, altos costos indirectos, tiempos de espera des-
proporcionados o inoportunos, etcétera).  Otro indicador podría ser
el porcentaje de partos atendidos a nivel institucional por un profe-
sional debidamente capacitado para tales fines.

Dado que, para todas las acepciones de cobertura descritas, indicadores
más altos son más deseables, tales conceptos exponen la capacidad que
posee el Seguro de Salud de llevar a cabo su labor disminuyendo la si-
niestralidad de ciertos acontecimientos (por ejemplo, episodios de en-
fermedad).  Lo anterior por cuanto una cobertura estadística más baja
que otra expone a una mayor proporción de la población a los riesgos
de no tener asegurada la atención médica o incurrir en un fuerte gasto
en caso de una contingencia.  De manera similar, el reconocimiento del
nivel de cobertura efectiva explica la capacidad de hacer valer los bene-
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sos pueda afiliarse por su propia decisión al Seguro de Salud, bajo la figura deno-
minada Asegurado Voluntario o incluso obliga a aportar a este seguro a aquellos
individuos que ya no están activos y se acogieron a la pensión.  De esta manera,
personas que no pertenecen a la PEA, pueden constituirse en asegurados de con-
tribución directa.



ficios ofrecidos por el seguro a aquellos que estadísticamente son dere-
chohabientes.

Sin duda, los resultados de uno y otro tipo de cobertura incidirán sobre
los de los restantes indicadores.  Así, la cobertura legal, una vez estable-
cido el conjunto de beneficios ofrecidos en el marco del seguro, así co-
mo el mercado de asegurados potenciales y de beneficiarios, impone lí-
mites máximos al nivel estadístico de cobertura.  Este, a su vez, limita la
capacidad contributiva y las posibilidades de brindar una cobertura
efectiva mayor; al mismo tiempo, bajas coberturas efectivas se traducen
en pérdidas en el atractivo del seguro para incitar a la contribución o al
aseguramiento.

II. DEL MODELO BISMARCKIANO AL MODELO 
UNIVERSALISTA DEL SEGURO DE SALUD:  
LAS EXITOSAS ESTRATEGIAS DE ASEGURAMIENTO 
Y FINANCIAMIENTO DEL SIGLO XX

Son bien conocidas las limitaciones de los seguros sociales de salud con-
vencionales:

• Cobertura restringida a trabajadores asalariados y sus dependientes
directos.

• No considera opciones viables para los grupos no asalariados o
aquellos sin capacidad contributiva.

• Depende de la formalidad del empleo, característica que es menos
frecuente entre los trabajadores en casi todos los países de América
Latina.

• Es procíclico, pues reduce su cobertura efectiva en los períodos
donde más se requiere (crisis económicas, disminución de la pro-
ducción, aumento del desempleo).

• El gasto en salud y su financiamiento no tienen un impacto tan sig-
nificativo en la redistribución del ingreso, como teóricamente pue-
de suponerse en un sistema de cobertura general.
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¿Cómo enfrentó el Seguro de Salud administrado por la CCSS tales li-
mitaciones, a fin de promover su universalidad?  Fundamentalmente, a
través de dos estrategias:  (a) aumento de la cobertura administrativa y
(b) introducción de un alto componente solidario en el esquema de fi-
nanciamiento de los beneficios.  A continuación se hace una breve refe-
rencia de cada una de ellas:

1. Aumento de la cobertura administrativa

A lo largo de más de seis décadas, el Seguro de Salud ha evolucionado
de un esquema bismarckiano clásico, dirigido a proteger a los trabaja-
dores asalariados y sus familiares dependientes, a un sistema de protec-
ción universal, en un proceso similar al seguido por la mayoría de paí-
ses industrializados, especialmente del continente europeo.

Esto ha sido posible gracias al diseño e implementación gradual de un
conjunto de modalidades no tradicionales de aseguramiento que incor-
poran paulatinamente a buena parte de los grupos poblacionales no afi-
liados al Seguro de Salud.  Cinco políticas institucionales destacan:

i. En 1965 se extiende la protección del régimen a todas las personas
que conforman el núcleo familiar del asegurado directo y que con-
viven en estado de dependencia económica por motivos de edad,
estudios o discapacidad.

ii. En 1975 se establece la protección para los trabajadores no asalaria-
dos; inicialmente la afiliación es obligatoria, pero por limitaciones
de carácter jurídico se convierte en voluntaria a partir de 1978.  En
el año 2000 pasa a ser obligatoria para el trabajador independiente
por disposición de la Ley de Protección al Trabajador.

iiii. En 1976 se obliga a todos los pensionados, de la CCSS y de los regí-
menes especiales (contributivos y no contributivos), a contribuir al
Seguro de Salud; los aportes están a cargo de cada programa que
otorga la pensión, o bien son responsabilidad directa del pensionado.

iv. En 1984 se crea una modalidad de aseguramiento para la protección
de los pobres, financiada por el Estado, y sobre la base de núcleos
familiares, denominada Seguro por Cuenta del Estado.
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v. A mediados de la década de los ochentas, se desarrolla una moda-
lidad de aseguramiento colectivo para trabajadores independientes
y no remunerados, agrupados en organizaciones gremiales o comu-
nitarias, denominada Convenios Especiales.

Tal como se aprecia en el Grafico 4.1, es posible identificar en conside-
ración al desarrollo histórico descrito, cinco modalidades de asegura-
miento del Seguro de Salud:

• Asalariado:  es un seguro obligatorio y aplica para todos aquellos
trabajadores que mantienen una relación obrero-patronal conven-
cional, caracterizada por los principios de subordinación, presta-
ción de servicio y remuneración.  El patrono es el responsable de re-
portar a la CCSS los datos de sus trabajadores y deducir de los
salarios las correspondientes cuotas.

• Independiente:  es un seguro obligatorio que es suscrito fundamen-
talmente por personas que trabajan por cuenta propia en alguna ac-
tividad económica.  Esta categoría incluye también a los trabajado-
res asegurados mediante convenios especiales entre la CCSS y
entidades públicas o privadas tales como asociaciones, sindicatos,
cooperativas y otras más.

• Asegurados voluntarios:  incluye a personas que no participan en
una actividad económica:  estudiantes, personas temporalmente
inactivas.

• Pensionado:  esta modalidad cubre a las personas que se pensionaron
bajo alguno de los regímenes de pensiones existentes en el país, a sa-
ber, Régimen No Contributivo, Régimen de IVM, Régimen de Hacien-
da, Magisterio Nacional, Poder Judicial y otras instituciones públicas.

• Familiar:  es el tipo de seguro que protege a los familiares de los
asegurados directos asalariados, pensionados, por cuenta propia o
por convenio, considerando dependencia económica por motivos
de edad, estudios o discapacidad.

• Por cuenta del Estado:  incluye a todas aquellas personas de esca-
sos recursos económicos, y que no tienen posibilidades de asegurar-
se mediante ninguna otra forma.  La ley obliga al Estado a asegurar
esta población previo estudio de su situación socioeconómica.  Este
seguro cubre a todo el núcleo familiar de escasos recursos.
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Gráfico 4.1
SEGURO DE SALUD:  EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA TASA DE ASEGURAMIENTO, 1941-2004

FUENTE: Dirección Actuarial, Caja Costarricense de Seguro Social.

Dentro de este marco evolutivo, la tasa de cobertura en el aseguramien-
to asciende hoy a un notable 87,5 por ciento de la población nacional.
Una proporción relativamente pequeña de la población no asegurada
suscribe líneas de gastos médicos con seguros privados o simplemente
hacen pagos directos “de sus bolsillos”.  Los otros, apuestan a la calidad
de “prestador de última instancia” que tiene el Seguro de Salud, y recu-
rren al aseguramiento formal una vez que ocurre la necesidad de salud.

2. Introducción de un alto componente solidario 
en el esquema de financiamiento de los beneficios

El esquema de financiamiento del Seguro de Salud descansa básicamen-
te en el concepto de contribuciones, con una participación relativa de un
90,9 por ciento.  Los otros rubros combinan venta de servicios (personas
no aseguradas que deben pagar por los servicios prestados, e ingresos
recibidos por concepto de la venta de servicios de recaudación de car-
gas propiedad de otras instituciones públicas), intereses (títulos de deu-
da pública) y diversos (alquileres, etcétera).

Tal como se observa en el Cuadro 4.1, el esquema contributivo del Se-
guro de Salud –en contraposición a los esquemas convencionales– con-
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templa el aseguramiento contributivo de los trabajadores no asalariados
con capacidad económica para tales efectos, incorpora a toda aquella
población pobre sin capacidad contributiva –sea como asegurados por
cuenta del Estado o pensionados del Régimen No Contributivo– y asig-
na al Estado una participación activa en el subsidio (parcial o total) de
estos grupos.  Aunado a lo anterior, tal esquema contributivo asume co-
mo principio general que se participa en el financiamiento de los pro-
gramas del Seguro de Salud según las posibilidades particulares de ca-
da grupo, y en virtud de ello el acceso a los servicios de salud se realiza
bajo las mismas condiciones, independientemente del tipo de asegura-
do.  El hecho de que a nivel de asegurado individual no se exija una re-
lación de equilibrio entre beneficios, riesgos y aportes, introduce un ele-
mento de solidaridad en el sistema, que permite la existencia de
subsidios cruzados a favor de los agentes económicos de menores ingre-
sos relativos o mayores riesgos de salud.

Cuadro 4.1
SEGURO DE SALUD:  PORCENTAJE DE COTIZACIÓN SEGÚN MODALIDAD DE ASEGURAMIENTO

PORCENTAJE DE COTIZACIÓNMODALIDAD TRABAJADOR PATRONO ESTADO RÉGIMEN DE PENSIÓN TOTAL

Asalariado 5,50 9,25 0,25 –– 5,00
Independiente 4,75 –– 5,50 –– 10,25
Voluntario 4,65 –– 5,50 –– 10,15
Pensionado contributivo 5,00 –– 0,25 8,75 14,00
Pensionado RNC –– –– 0,25 13,75 14,00
Asegurado por el Estado –– –– 14,00 14,00

FUENTE: Dirección Actuarial, Caja Costarricense de Seguro Social.

En ese mismo sentido, el Gráfico 4.2 muestra las marcadas diferencias
que existen entre el peso relativo de los asegurados directos según cate-
goría de aseguramiento y los ingresos que el Seguro de Salud percibe de
ellos.  Los asalariados aportan el 86,1 por ciento, pero representan úni-
camente un 58,7 por ciento del total de asegurados directos.  Las moda-
lidades de Independientes, Régimen No Contributivo, y Cuenta del Es-
tado, todas con una participación parcial o total del Estado como
subsidiario en el financiamiento, presentan la situación contraria.  Aún
más, se tiene que el 70 por ciento de las contribuciones provienen del
grupo de asalariados que pertenecen a los dos quintiles más altos de in-
greso familiar per cápita.
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Gráfico 4.2
SEGURO DE SALUD:  INGRESOS POR CONTRIBUCIONES 
Y COMPOSICIÓN DE LOS ASEGURADOS DIRECTOS, 2001

(Distribución relativa según modalidad de aseguramiento)

FUENTE: Dirección Actuarial, Caja Costarricense de Seguro Social.

Sin duda alguna, el alto grado de integración del Sistema Nacional de
Salud con el predominio del sub-sector seguridad social, actuando bajo
los principios de universalidad, solidaridad e igualdad, el nivel de gasto
público social y pobreza, la relativa estabilidad económica del país, el Es-
tado solidario, un sistema político basado en una sólida democracia, la
ausencia de gastos militares, moderadas barreras geográficas, culturales
y étnicas, constituyen las principales condiciones de entorno que propi-
ciaron los resultados alcanzados en materia de cobertura estadística, in-
dicadores de salud y progresividad distributiva del sistema de salud.

III. LA EXTENSIÓN DE LA COBERTURA CONTRIBUTIVA:  
DESAFÍO PARA LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA 
DEL SEGURO SOCIAL DE SALUD EN EL SIGLO XXI

De conformidad con las Encuestas de Hogares de Propósitos Múltiples
realizadas anualmente por el Instituto Nacional de Estadística y Censos
(INEC), durante el período 1990-2004, la cobertura contributiva del Se-
guro Social de Salud muestra una tendencia a decaer, al pasar de 73,9
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por ciento en 1990 a 68,3 por ciento en el 2004, lo cual implica una re-
ducción de 5,6 puntos porcentuales6 (Gráfico 4.3).

Este resultado llama a la reflexión pues, así como el notable nivel de co-
bertura administrativa que muestra actualmente el Seguro de Salud
(87,5 por ciento) demuestra –más allá de un fenómeno exclusivamente
económico– la capacidad de la Caja Costarricense de Seguro Social de
cumplir los fines sociales para los que se desarrolló el modelo de pro-
tección, el nivel de cobertura contributiva observado (68,3 por ciento),
es indicativo de un inadecuado nivel de responsabilidad de la sociedad
para con los compromisos que han de financiar tales fines.

Gráfico 4.3
SEGURO DE SALUD:  COBERTURA DE LA PEA

(Porcentaje)

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples.
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6. Conviene aclarar que la tasa de decrecimiento anual que en promedio experimen-
tó la cobertura contributiva en el período de estudio, (0,4 puntos porcentuales por
año) se ve afectada por un abrupto ascenso y descenso del nivel de esta cobertura
observados en el subperíodo 1999-2002.  Si bien se desconocen a ciencia cierta las
causas que motivaron tal comportamiento, se presume que el crecimiento inicial
(1999-2001) pudo originarse en el impulso que por disposición de la Ley de Protec-
ción al Trabajador, dieron los agentes privados (operadoras de pensiones comple-
mentarias –OPC–) a la promoción para afiliarse a dichos planes pensiones, y con
ello aumentar su capital de trabajo a futuro.  Mientras que el descenso (2001-2002)
puede estar en alguna medida explicado por un retorno a la informalidad en el
campo del aseguramiento de algunas empresas que pudieron haber recurrido a
formalizarse mientras el mercado de OPC podía representar un riesgo de denun-
cias ante la evasión.



La cobertura contributiva es determinante, porque representa la capaci-
dad del seguro para financiar sus prestaciones y mejorar las condicio-
nes en que se llevan a cabo los servicios.  Su nivel es producto de la in-
teracción de múltiples aristas del entorno económico, legal y social, así
como de características propias del diseño del esquema de protección y
financiamiento del seguro.  Dentro de los determinantes citados, los ele-
mentos relacionados tanto con la estructura y el grado de eficiencia con
que opera el mercado laboral costarricense, así como con la intensidad
y severidad de la pobreza, constituyen elementos críticos al momento
de evaluar las posibilidades futuras que tiene el Seguro de Salud de in-
crementar el nivel de cobertura contributiva más allá del 68,3 por cien-
to mencionado.

1. Mercado laboral

El financiamiento del Seguro de Salud está encadenado al acontecer del
mercado laboral, el cual no es representado solamente por resultados de
desempleo, subempleo o temporalidad del empleo (elementos relacio-
nados con el grado de eficiencia con la que el mercado asigna puestos
de trabajo), sino también por niveles más profundos de análisis vincu-
lados con la estructura del mercado como lo son:  la composición por ca-
tegorías ocupacionales o por industrias y la formalidad.7

Elementos de estructura del mercado laboral

1. Categoría ocupacional:  un primer elemento a destacar en torno a
la estructura del mercado laboral costarricense, lo constituye el he-
cho de que el empleo asalariado es la forma de inserción predomi-
nante, pues alrededor de siete de cada diez trabajadores ocupados
son asalariados (Cuadro 4.2).
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7. Una relación básica del mercado laboral para con la cobertura contributiva subya-
ce en la obligatoriedad del aseguramiento para todos los trabajadores activos, lo
cual implica que solo la PEA ocupada con capacidad de cobertura es la que está le-
galmente comprometida a contribuir y, con ello, entre mayor sea el nivel de deso-
cupación en el mercado laboral, menor será la proporción entre los contribuyentes
obligados y la PEA.



Cuadro 4.2
PEA OCUPADA POR CATEGORÍA OCUPACIONAL, 2003

(Porcentajes)

CATEGORÍA OCUPACIONAL ABSOLUTO PORCENTAJE PORCENTAJE ACUMULADO

Asalariado 1.148.174 69,5
Público 228.993 13,9 13,9
Privado 919.181 55,6 69,5
No asalariado 502.229 30,5
Patrono, socio activo 141.119 8,5 78,1
Cuenta propia 317.746 19,2 97,3
No remunerado 43.364 2,7 100,0

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 2003.

Pese a que este elemento estructural podría visualizarse como una
“oportunidad” en términos de las posibilidades de extender la co-
bertura contributiva, el nivel de 68,6 por ciento que alcanza la tasa
de cobertura sobre la PEA asalariada (Cuadro 4.3) denota la presen-
cia de algunos limitantes.  Así por ejemplo, contrario a lo esperado,
la cobertura en el sector público no alcanza exactamente el 100 por
ciento de los empleados, sino el 95,5 por ciento; lo cual confirma las
carencias de cobertura para un grupo de población asalariada, no
necesariamente del sector informal.  La proliferación de nuevas mo-
dalidades de contratación de mano de obra, basadas en la supuesta
inexistencia de relación obrero-patronal (que han logrado extender-
se también en el sector público), aunada a deficiencias en la calidad
de la información (en casos en los que, como ocurre con la Encues-
ta de Hogares, el informante es un tercero), constituyen las dos ex-
plicaciones más plausibles a este faltante de cobertura.  Adicional-
mente, únicamente el 62,1 por ciento de los trabajadores asalariados
del sector privado están protegidos por el Seguro de Salud; pero di-
cho indicador varía desde sólo el 33,5 por ciento para los estableci-
mientos de 5 ó menos trabajadores, al 68,2 por ciento para los esta-
blecimientos de 5 a menos de 10 empleados, y hasta un significativo
83,9 por ciento en empresas de 20 y más empleados; es claro enton-
ces que el indicador mantiene una relación directa con el tamaño
del establecimiento.
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Cuadro 4.3
CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL:  TASAS DE COBERTURA 

DEL SEGURO DE SALUD RESPECTO A LA PEA POR CATEGORÍA OCUPACIONAL SEGÚN RAMA 
DE ACTIVIDAD ECONÓMICA Y TAMAÑO DEL ESTABLECIMIENTO*, 2003

(Porcentajes)

TAMAÑO DEL ESTABLECIMIENTO
TOTAL

ASALARIADO NO
Y RAMA DE ACTIVIDAD TOTAL PÚBLICO PRIVADO ASALARIADO

Total 68,3 68,6 95,5 62,1 36,1

No bien especificadas 66,7 76,2 –– 76,2 49,4
Agricultura y ganadería 50,3 55,6 –– 55,6 41,3
Pesca 33,3 52,6 –– 52,6 12,1
Minas y canteras 56,4 66,3 –– 66,3 27,4
Industria manufacturera 66,0 78,2 100,0 78,2 32,1
Electricidad, gas y agua 93,8 94,2 96,6 82,5 70,6
Construcción 41,9 45,7 –– 45,7 34,3
Comercio y reparación 53,2 65,9 100,0 65,8 36,0
Hoteles y restaurantes 49,3 57,4 100,0 57,3 29,1
Transporte, almacenamiento 
y comunicaciones 60,8 69,9 96,6 66,3 46,5
Intermediación financiera 92,2 92,4 95,7 89,4 95,1
Actividades inmobiliarias y empresariales 57,8 68,1 100,0 67,9 42,4
Administración pública 93,8 93,7 94,3 63,0 ––
Enseñanza 89,2 92,8 95,9 80,7 22,7
Salud y atención social 85,4 89,6 96,4 69,0 50,3
Servicios comunitarios y personales 47,7 72,2 91,9 70,4 21,3
Hogares con servicio doméstico 23,7 24,6 –– 24,6 12,6
Organizaciones extraterritoriales 66,6 66,6 –– 66,6 ––

De 5 ó menos 34,8 35,4 95,4 33,5 34,5

No bien especificadas 49,0 58,4 –– 58,4 39,5
Agricultura y ganadería 37,8 33,1 –– 33,1 41,0
Pesca 16,5 25,6 –– 25,6 10,7
Minas y canteras 21,9 14,8 –– 14,8 27,4
Industria manufacturera 31,4 35,3 –– 35,3 29,6
Electricidad, gas y agua 66,2 65,4 100,0 45,9 70,6
Construcción 28,3 24,6 –– 24,6 31,2
Comercio y reparación 36,1 40,1 –– 40,1 34,4
Hoteles y restaurantes 29,6 30,6 –– 30,6 28,4
Transporte, almacenamiento 
y comunicaciones 43,2 38,4 100,0 37,2 45,4
Intermediación financiera 86,3 80,4 100,0 61,2 100,0
Actividades inmobiliarias y empresariales 43,1 48,6 100,0 48,5 40,6
Administración pública 95,2 95,2 98,5 0,0 ––
Enseñanza 54,3 77,4 91,6 47,7 22,4
Salud y atención social 56,9 61,3 92,2 54,7 52,6
Servicios comunitarios y personales 27,1 52,6 100,0 52,0 18,5
Hogares con servicio doméstico 23,2 24,1 –– 24,1 12,6
Organizaciones extraterritoriales 46,8 46,8 –– 46,8 ––

Continúa…
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Cuadro 4.3 (continuación)

TAMAÑO DEL ESTABLECIMIENTO
TOTAL

ASALARIADO NO
Y RAMA DE ACTIVIDAD TOTAL PÚBLICO PRIVADO ASALARIADO

De 10 a menos de 20 72,2 71,8 93,2 68,2 15,1

No bien especificadas 100,0 100,0 –– 100,0 ––
Agricultura y ganadería 49,5 47,1 –– 47,1 13,8
Pesca 100,0 100,0 –– 100,0 ––
Minas y canteras 47,9 47,9 –– 47,9 0,0
Industria manufacturera 68,1 66,8 –– 66,8 13,7
Electricidad, gas y agua 83,3 83,3 78,4 89,5 0,0
Construcción 57,0 51,3 –– 51,3 30,1
Comercio y reparación 73,8 73,0 –– 73,0 11,7
Ho teles y restaurantes 76,5 77,2 –– 77,2 2,1
Transporte, almacenamiento 
y comunicaciones 60,1 61,5 100,0 59,8 12,3
Intermediación financiera 97,0 97,0 94,9 98,0 0,0
Actividades inmobiliarias y empresariales 75,3 75,3 –– 75,3 40,1
Administración pública 87,7 87,7 90,1 0,0 0,0
Enseñanza 87,9 87,8 94,8 69,5 5,9
Salud y atención social 88,5 88,5 100,0 81,8 0,0
Servicios comunitarios y personales 81,4 82,1 100,0 80,9 5,6
Hogares con servicio doméstico 58,1 58,1 –– 58,1 0,0
Organizaciones extraterritoriales 100,0 100,0 –– 100,0 ––

De 20 ó más 87,2 87,5 95,8 83,9 58,3

No bien especificadas 70,0 70,0 –– 70,0 ––
Agricultura y ganadería 78,2 79,2 –– 79,2 14,8
Pesca 95,1 100,0 –– 100,0 50,0
Minas y canteras 93,3 93,3 –– 93,3 ––
Industria manufacturera 89,7 89,6 100,0 89,6 100,0
Electricidad, gas y agua 98,4 98,4 98,2 100,0 ––
Construcción 70,2 70,3 –– 70,3 67,2
Comercio y reparación 83,2 83,4 100,0 83,4 71,6
Hoteles y restaurantes 78,3 80,1 –– 80,1 0,0
Transporte, almacenamiento 
y comunicaciones 89,5 90,3 96,0 88,9 54,6
Intermediación financiera 92,7 92,8 95,5 90,3 84,2
Actividades inmobiliarias y empresariales 79,2 79,8 100,0 79,6 56,7
Administración pública 94,1 94,1 94,3 84,0 ––
Enseñanza 94,8 95,3 96,5 90,2 0,0
Salud y atención social 94,1 94,8 96,8 76,2 0,0
Servicios comunitarios y personales 82,7 82,0 89,0 81,0 100,0
Hogares con servicio doméstico 100,0 100,0 –– 100,0 ––
Organizaciones extraterritoriales 67,9 67,9 –– 67,9 ––
* Excluye a los que buscan por primera vez y los ignorados.

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 2003.
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Por otro lado, si planteamos como premisa que una buena parte de
los trabajadores que conforman la PEA no asalariada son quienes a
su vez engruesan las filas del sector informal, resulta evidente que
la cobertura de este sector debe ser baja.  En efecto, la tasa de cober-
tura de la PEA no asalariada asciende a 36,1 por ciento.  Si bien la
legislación vigente está abierta a la inscripción al Seguro de Salud
de trabajadores no asalariados, sean patronos o empleados por
cuenta propia, no parecen darse las condiciones necesarias para una
mayor cobertura.  Al menos existen dos posibles razones que expli-
can esta situación:  (i) la precariedad de ingresos de los trabajadores
no asalariados (capacidad contributiva) y (ii) la efectividad de los
mecanismos de compulsión.

2. Empleo público:  la experiencia nacional e internacional es clara al
señalar muchas de las relaciones habituales del mercado laboral con
el nivel de cobertura de los seguros sociales.  Una de las que más re-
salta es la relación directa que existe entre el nivel de empleo públi-
co y el nivel de cobertura resultante en el sistema.  Costa Rica cuen-
ta con una base de empleo público relativamente amplia, cuya
proporción del empleo total tiene una tendencia decreciente en los
últimos años, un proceso que difícilmente será revertido.

3. Informalidad:  la informalidad del empleo es otro aspecto del mer-
cado laboral que se interrelaciona con la cobertura; por lo general,
la última va decreciendo en la medida que la primera avanza.  Las
explicaciones económicas de esta relación consisten en las caracte-
rísticas que la informalidad posee:  dificultad de ubicación, tempo-
ralidad reducida, inseguridad del ingreso, las que de una u otra for-
ma impiden, en algunos casos, las labores de las autoridades de
inspección y, en otros, persuaden al potencial contribuyente para no
asumir compromisos para con el seguro.

Una muestra de esta relación entre la carencia de cobertura y la in-
formalidad, se puede apreciar en los indicadores de cobertura para
grupos de trabajadores según la ubicación del local.  Así, mientras
los locales independientes de la vivienda muestran una cobertura
contributiva de un 70,1 por ciento de la PEA ocupada, para quienes
se desempeñan en la vía pública tal proporción se reduce a un 42,8
por ciento, para el trabajo a domicilio es un 31,1 por ciento, un 28,3
por ciento para el trabajo ubicado en la vivienda y 26,5 por ciento
para quienes laboran en otras ubicaciones.
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Similares relaciones pueden resaltarse para ciertas características
que de alguna forma son síntomas de la informalidad, como la can-
tidad de trabajadores que laboran en la empresa o el subempleo del
recurso humano.  En el primer caso, la cobertura contributiva de
empresas de más de diez empleados dobla la de empresas de me-
nos de esta cantidad; en el segundo, los trabajadores subempleados
apenas alcanzan una cobertura del 40,9 por ciento, siendo más gra-
ve el problema para los subempleados visibles (ver Gráfico 4.4).

Gráfico 4.4
SEGURO DE SALUD:  COBERTURA CONTRIBUTIVA 

SEGÚN DISTINTOS INDICADORES DE INFORMALIDAD LABORAL

FUENTE:  INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 2003.
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3. Industrias, informalidad y aseguramiento:  íntimamente ligado al
punto anterior está la presencia de actividades o industrias con es-
trecha afinidad con la informalidad, las cuales, por tanto, tienden a
ser menos propensas al aseguramiento y la contribución.  La deter-
minación de cuáles son tales actividades problemáticas es un insu-
mo de gran valía para la ubicación de características cuya presencia
sea la puerta de entrada a la informalidad y que, por tanto, faciliten
la elusión de sus deberes contributivos.

El agrupamiento de las industrias por nivel de contribución alcan-
zado es un paso inicial en el proceso de análisis de las interrelacio-
nes señaladas; dicho ejercicio se realiza a continuación y posterior-
mente se muestran los principales resultados.

Pueden identificarse determinados grupos de industrias según su
nivel de cobertura contributiva.  Entre las que superan el nivel del
80 por ciento se encuentran “Administración Pública”, “Electrici-
dad, gas y agua”, “Intermediación Financiera”, “Enseñanza”, y “Sa-
lud y Atención Social”.  Tales industrias poseen proporciones de
empleo público superiores al 44 por ciento en todos los casos (la
proporción de empleo público en la economía costarricense es de
un 13,3 por ciento), las empresas menores de 10 empleados repre-
sentan siempre menos de una cuarta parte (de hecho, solo superan
el 15 por ciento en el caso de la “Salud y Atención Social”, en don-
de alcanzan 24,6 por ciento, lo cual se debe principalmente a la ope-
ración de consultorios privados), y los que realizan actividades en
locales independientes de la vivienda superan el 89 por ciento.

Un segundo grupo de industrias, cuya cobertura contributiva es in-
ferior al 80 por ciento pero superan el 60 por ciento, comprende “Or-
ganizaciones Extraterritoriales”, “Industria Manufacturera”, y
“Transporte, Almacenamiento y Telecomunicaciones”, así como la
categoría residual de actividades no bien especificadas.  Tales indus-
trias poseen contratación pública a niveles menores al 0,1 por ciento
–con la excepción de Transporte y demás que incluyen un 7,2 por
ciento de empleo estatal (telecomunicaciones del ICE y Ministerio de
Transportes)–.  Las empresas pequeñas representan entre el 15 por
ciento y el 60 por ciento y la utilización de locales independientes
para las actividades se ubica entre un 46,2 por ciento y un 89,2 por
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ciento, con excepción de las “Organizaciones Extraterritoriales”,
donde el 100 por ciento de los casos se da en este tipo de locales.

Cuadro 4.4
CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DE LOS GRUPOS DE ACTIVIDADES ANALIZADOS

(Porcentajes)

COBERTURA EMPLEO EMPRESAS LOCALES

CONTRIBUTIVA PÚBLICO PEQUEÑAS INDEPENDIENTES

Administración pública 93,8 98,1 8,8 94,7
Electricidad, gas y agua 93,8 81,7 11,3 89,3
Intermediación financiera 92,2 44,6 9,7 96,4
Enseñanza 89,2 75,5 15,0 95,1
Salud y atención social 85,4 67,0 24,6 91,6
Promedio 90,5 76,6 14,0 94,1

No bien especificadas 66,7 0,0 23,9 89,2
Organizaciones extraterritoriales 66,6 0,0 15,5 100,0
Industria manufacturera 66,0 0,1 38,5 76,6
Transporte, almacenamiento 
y telecomunicaciones 60,8 7,2 57,3 46,2
Promedio 64,6 2,0 43,2 68,7

Actividades inmobiliarias y empresariales 57,8 0,3 58,9 63,9
Minas y canteras 56,4 0,0 47,3 91,0
Comercio y reparación 53,2 0,0 64,8 65,1
Agricultura y ganadería 50,3 0,0 65,5 88,8
Promedio 52,9 0,1 64,1 73,5

Hoteles y restaurantes 49,3 0,1 63,0 84,1
Servicios comunitarios y personales 47,7 4,5 63,6 59,7
Construcción 41,9 0,0 62,6 32,8
Promedio 45,8 1,2 63,0 56,7

Pesca 33,3 0,0 78,8 28,1
Hogares con servicio doméstico 23,7 0,0 98,9 12,2
Promedio 24,6 0,0 97,0 13,7

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples.

Sobre esta última industria, sus indicadores son muy similares a los
de las industrias de alta cobertura y presenta además una alta ten-
dencia a la formalidad.  Los resultados menos satisfactorios en cuan-
to al pago de seguros sociales, pueden deberse en muchos casos a
que los trabajadores de esta industria tengan acceso a métodos alter-
nativos de aseguramiento (seguros internacionales de salud, seguros
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privados o similares), los cuales pueden utilizar entidades que, co-
mo las embajadas, están fuera del territorio económico nacional.

Un grupo adicional, con coberturas que superan la mitad de la po-
blación, pero no el 60 por ciento, está conformado por “Actividades
Inmobiliarias y Empresariales”, “Minas y Canteras”, “Comercio y
Reparación” y “Agricultura y Ganadería”; sólo la primera de estas
industrias posee proporciones de empleo público que superan el
0,05 por ciento.  Además, entre un 47,3 por ciento y 65,5 por ciento
se ofrece en empresas pequeñas y entre 65 por ciento y 91 por cien-
to en locales independientes; en este campo las actividades inmobi-
liarias y el comercio tienen locales independientes en menos de 65
por ciento y la Agricultura y Minas cerca de 90 por ciento.

El cuarto grupo con indicadores entre 40 por ciento y 50 por ciento,
comprende “Hoteles y Restaurantes”, “Servicios Comunitarios y
Personales” y “Construcción”.  El empleo público es prácticamente
nulo en el primer y último casos, y equivale a un 4,5 por ciento en
el restante.  Las empresas pequeñas suman en promedio el 63 por
ciento, mientras el uso de locales independientes es muy variable,
con 84 por ciento, 66 por ciento y 33 por ciento respectivamente.

Las industrias restantes corresponden a “Pesca” y “Servicio Domés-
tico”, cuya cobertura es de 33,3 por ciento y 23,7 por ciento en su or-
den, con empleo estatal nulo, completa supremacía de pocos traba-
jadores (un 80 por ciento para la pesca y 99 por ciento para el
empleo doméstico) además de poca concentración en locales forma-
les (para ambos casos menos del 30 por ciento).

Tal como se puede apreciar, las variables proxy de informalidad uti-
lizadas tienen por lo general tendencias que representan mayores
niveles de informalidad para las industrias que presentan menores
niveles de aseguramiento, lo cual es notorio en la sola comparación
de promedios grupales o la revisión de correlaciones entre las varia-
bles de informalidad y la cobertura contributiva, cuyos valores su-
peran el 77,9 por ciento (Cuadro 4.5); existen en general altas corres-
pondencias entre las variables citadas, lo cual anuncia que miden
fenómenos que se tienden a presentar de manera conjunta en bue-
na proporción de los casos.
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Cuadro 4.5
COSTA RICA:  MATRIZ DE CORRELACIONES ENTRE COBERTURA CONTRIBUTIVA 

E INDICADORES DE INFORMALIDAD, 2003

COBERTURA EMPLEO PEQUEÑAS LOCALES

CONTRIBUTIVA PÚBLICO EMPRESAS INDEPENDIENTES

Cobertura contributiva 1,0000
Empleo público 0,8286 1,0000
Pequeñas empresas –0,9446 –0,7027 1,0000
Locales independientes 0,7794 0,4647 –0,8216 1,0000

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples.

Otro resultado digno de ser destacado consiste en la concentración
de las industrias extractivas y las de servicios privados (servicios
con características de bienes privados) en los grupos de bajo asegu-
ramiento y alta informalidad.  Las actividades industriales, por su
parte, se ubican en los grupos superiores (la necesidad de locales de
producción que son fácilmente identificables para las labores de
inspección, puede servir como explicación básica), mientras los ser-
vicios públicos o con naturaleza de tales, representan las industrias
que mejoran los niveles globales de cobertura.

4. Grupos ocupacionales:  los datos generales sobre cobertura para
distintos grupos ocupacionales muestran que los trabajos más alta-
mente calificados poseen mayores niveles de cobertura.  La relación
es tan fuerte como la que se presenta para industrias, aunque los
trabajadores bien calificados en industrias con tendencia a la infor-
malidad, en ocasiones no contribuyen al seguro y en muchas de las
industrias formales, el trabajo no calificado tiene presencia (por lo
general es gracias a estos trabajadores que mejora un poco la cober-
tura de los grupos no calificados).  La relación entre cobertura y em-
pleo de trabajadores calificados es fuerte, tal como lo muestra una
correlación de 84,9 por ciento; es más fuerte incluso que las obser-
vadas para el empleo público y el uso de locales independientes.
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Gráfico 4.5
COSTA RICA:  COBERTURA CONTRIBUTIVA PARA GRUPOS LABORALES, 2003

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples.

Elementos de eficiencia del mercado laboral

1. Desempleo y subempleo:  un mayor nivel de desempleo o de su-
bempleo posee otros efectos potenciales sobre el aseguramiento
contributivo, en la medida que la situación del mercado laboral
afecte el poder de negociación entre patronos y trabajadores.  El ase-
guramiento, por el conjunto de erogaciones que exige, puede ser un
rubro de la negociación, de modo que las dificultades para conse-
guir empleo causen la aceptación de empleo sin aseguramiento,
obligando a los trabajadores a buscar mecanismos de protección al-
ternativos (aseguramiento familiar, independiente o por cuenta es-
tatal) que son incongruentes con el empleo asalariado.  Tal situación
parece ser particularmente aplicable para el grupo de hombres jó-
venes (15 a 24 años) cuya tasa de desempleo es 3,31 veces a la del
grupo de hombres adultos (25 a 49 años).8

2. Duración del desempleo:  durante la década de los noventas el 37,26
por ciento de los desocupados estuvo desempleado (y buscando tra-
bajo) un mes o menos.  En la medida en que esta cifra pueda sugerir
que el mercado laboral costarricense reasigna a los trabajadores con
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cierto nivel de ineficiencia, el aseguramiento contributivo se vería
desfavorablemente afectado.  Caso contrario ocurriría si la mayorita-
ria proporción de desempleados que pasan más de un mes en bús-
queda de trabajo, lo hacen más bien en función de su expectativa de
encontrar sin mayor dificultad un trabajo bien remunerado.

2. Intensidad y severidad de la pobreza

Las situaciones de pobreza impiden el cumplimiento de los pagos para
con el Seguro de Salud sin poner en juego la capacidad de superviven-
cia propia, por lo cual los sistemas de protección han mutado para in-
corporar a grupos de población vulnerable y con ello cumplir con algu-
nos de los múltiples objetivos sociales que posee el sistema de salud.

La Ley No. 5349 del año 1973 y el Decreto Ejecutivo 17898-S abren una
modalidad de aseguramiento, por medio de la cual se encomienda al
Estado asegurar a las personas en riesgo social (situación de pobreza).

Por esta razón, las personas en estado de pobreza que trabajan de mane-
ra independiente o no trabajan, no están obligadas a cotizar para el segu-
ro (ya que en caso de hacerlo pondrían en mayor riesgo su superviven-
cia), sino que se pueden acoger a la modalidad de asegurados por cuenta
del Estado, aplicando la protección también para su grupo familiar.

Esta modalidad de seguro es aplicable a todo aquel que logre demostrar
su situación de insolvencia ante las autoridades pertinentes de la segu-
ridad social.  Puede afirmarse que éste es un seguro cuya población ob-
jetivo comprende a toda la población en estado de pobreza, la que pue-
de obtener el beneficio del aseguramiento con un costo nulo y por ello
puede considerarse que su cobertura estadística bien podría ser toda la
población pobre del país, hayan formalizado o no la relación con el se-
guro (ya que hacerlo no les costaría nada).

Las razones básicas para no asumir que la población pobre está toda
asegurada de este modo, provendrían de dos vertientes:  (i) el seguro no
sólo ha cubierto población pobre, según datos de la Encuesta de Hoga-
res hay casos de personas que no están clasificadas (por medio de la me-
todología de línea de pobreza) como pobres y que han recibido el bene-
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ficio por cuenta del Estado, lo cual es posible conociendo que la protec-
ción del Seguro es por un período de un año, lapso en el que pueden
presentarse cambios en el estado de pobreza, y (ii) en algunos casos el
hecho de poder acceder al seguro a un costo nulo no se traduce en pro-
tección efectiva del interesado, pues éste, debido a la percepción de tal
derecho, sabe que aunque no haya realizado gestiones para asegurarse
las puede hacer en cualquier momento.  Ya que no se sabe el nivel de co-
nocimiento sobre este derecho por parte de la población en riesgo social,
no es posible estimar qué tanto está efectivamente protegida por enci-
ma de la que ya realizó las gestiones necesarias para asegurarse.

La preocupación principal de este panorama no es desde luego el nivel
de cobertura contributiva y su evolución, como claramente lo es para el
caso de los grupos no pobres, sino qué tanto ha logrado permear la pro-
tección del Estado en los grupos a los que ésta va dirigida.

En este campo, un primer punto de preocupación es la existencia de un
25,7 por ciento de población pobre sin aseguramiento, contra 16,5 por
ciento del resto de las personas.9 Si se asume que la protección familiar
es extensible a todos los miembros del hogar, el nivel de personas sin co-
bertura en el caso de los pobres es de 12,8 por ciento y el de los no po-
bres de 5,0 por ciento.10

Las explicaciones a estas diferencias incluyen la no demanda de servi-
cios de salud por parte de este agregado de personas (en especial en el
caso de la brecha entre el primer y segundo dato), lo que posteriormen-
te implica un escaso interés por formalizar el seguro a menos que re-
quieran los servicios de salud.  A diferencia de ello, en el caso de las per-
sonas no pobres el seguro es obtenido en muchos casos con la entrada a
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9. Un conjunto de quienes se declararon sin seguro se ubican en hogares donde hay
un asegurado y en donde la protección familiar podría cubrirlos (además de la
protección estatal por su estado de riesgo social).

10. El supuesto es válido en el caso de los no pobres ya que aunque tuviesen caracte-
rísticas que los hagan inadecuados para recibir la protección familiar, su estado de
pobreza les permite protegerse en cambio por el Seguro por Cuenta del Estado.  En
el caso de los no pobres que son hijos de asegurados directos de 25 años o más, por
ejemplo, no son cubiertos por el Seguro de Salud de éste.  Además, el hecho de que
haya un familiar con seguro indica que la información sobre la existencia del mis-
mo alcanzó a la familia y que no puede haber autoexclusión por desconocimiento
del seguro.



la población ocupada, sin que tengan que formalizar trámites cuando
requieran atención.

Una segunda explicación consiste en el desconocimiento del derecho a
este seguro por parte de los sectores pobres y, por ello, una sensación
más profunda de desprotección que puede derivar en la no atención de
los problemas de salud que así lo requieran.  No hay datos que puedan
ayudar a discernir cuál, entre una y otra opción, es la más común, pero
los esfuerzos administrativos por acercar el seguro a quienes lo requie-
ran puede ser una fuente considerable de mejora en los indicadores de
cobertura, lo cual significaría una ampliación en el nivel de protección
social y el bienestar de los grupos en riesgo.

Los sectores en riesgo social arrastran un conjunto de problemas que afec-
tan su nivel de aseguramiento.  Su entrada al mercado laboral se da en
condiciones desventajosas, con una proporción de población en edades
productivas más baja que el resto de la población, producto de una ma-
yor fecundidad y menores edades de procreación promedio, lo que hace
que haya un mayor contingente de menores de edad en este grupo en
comparación con el resto, lo que se ve evidenciado por una dependencia
demográfica que equivale al doble de la existente para los no pobres.

La proporción de hogares con personas menores de 12 años es más de
veinte puntos porcentuales más alto para hogares pobres que para aque-
llos que no lo son (66,6 por ciento contra 46,4 por ciento); el 87,1 por cien-
to de estos menores en estado de pobreza están cubiertos por el seguro
de salud.  Poco más de dos terceras partes del contingente de familias
con menores de 12 años sin aseguramiento se ubican en la zona rural,
una quinta parte de las mismas tienen a una mujer como jefe de hogar, y
un 64,6 por ciento tiene un miembro del hogar en condición de ocupado.

Estos hogares sin protección son por lo general más grandes que los del
resto de familias pobres (5,61 miembros en promedio contra 5,38).  Los
ocupados de tales familias se ubican en un 60 por ciento en locales in-
dependientes, pero el 80,9 por ciento se emplean en empresas de menos
de 10 trabajadores.  Menos del 15 por ciento de estos ocupados se ubica
en industrias con cobertura superior al 60 por ciento, y menos del 1 por
ciento lo hace en aquellas con más del 80 por ciento.  Asimismo, en es-
te tipo de hogares abundan los ocupados con trabajo especializado.
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Cuadro 4.6
COSTA RICA:  PERFIL DE COBERTURA DE HOGARES POBRES, 2003

(Porcentajes)

HOGARES POBRES CON:
HOGARES POBRES MENORES DE 12 AÑOS MAYORES DE 65 AÑOS

Porcentaje de los hogares pobres 100,0 79,1 1,6

Nivel de cobertura 

Por personas 74,3 74,0 65,4
Por hogares 87,2 87,1 73,1

Protegidos Desprotegidos Protegidos Desprotegidos Protegidos Desprotegidos

Población rural 62,2 67,9 63,1 68,4 57,1 48,1

Ubicación según región geográfica
Central 46,2 36,0 45,6 33,0 46,2 51,6
Chorotega 11,8 18,1 11,1 20,0 10,7 0,0
Pacífico Central 6,8 5,8 6,6 5,2 3,7 6,0 
Brunca 14,7 14,2 15,5 15,1 17,7 1,5
Huetar Atlántica 13,7 13,9 14,4 14,0 14,6 19,5
Huetar Norte 6,8 11,9 6,8 12,7 7,1 21,5

Tamaño promedio del hogar 
(número de personas) 5,38 5,16 5,85 5,61 6,14 4,47

Incidencia de jefatura femenina 27,3 19,0 26,0 20,2 42,9 34,6

Porcentaje de ocupación 84,8 83,6 86,8 85,7 85,0 95,0

Porcentaje hogares con ocupados 66,1 67,9 71,3 64,6 46,7 81,5

Importancia de las actividades 
según grupos de informalidad 
(Ver apartado II, sección 
“Mercado laboral“)

Grupo I 3,5 1,1 3,6 0,9 6,9 0,0
Grupo II 15,1 12,2 15,9 13,4 5,0 4,9
Grupo III 54,6 60,5 53,1 59,0 59,8 78,6
Grupo IV 17,3 17,5 18,1 18,9 19,1 5,2
Grupo V 9,4 8,7 9,3 7,7 9,2 11,2

Empresas pequeñas 91,1 83,9 90,2 82,3 91,4 72,9
Locales independientes 62,3 57,7 62,0 60,0 67,0 9,1

FUENTE: INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 2003.

Los hogares con personas mayores de 65 años representan el 1,6 por
ciento en los grupos pobres, cifra menor al 1,9 por ciento que represen-
tan en los grupos no pobres.  El 26,9 por ciento de los hogares donde
hay adultos mayores no reciben protección del Seguro de Salud, un ni-
vel superior al del resto de los hogares pobres, una desprotección ina-
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ceptable en grupos cuya condición de salud –interrelacionada con la
edad– hace poco plausible la carencia de requerimientos de atención co-
mo explicación al no aseguramiento.

Un 57,2 por ciento de los ancianos pobres desprotegidos habitan en zo-
nas urbanas, un 11,3 por ciento en hogares unipersonales, y 33 por cien-
to en hogares de sólo dos personas.  En una cuarta parte de los casos
una persona mayor de 65 años es el jefe de hogar y una tercera parte vi-
ven en hogares con jefatura femenina.  Más del 80 por ciento posee al-
gún miembro ocupado en el hogar (un cuarto de estos ocupados son
mayores de 65 años) y una quinta parte de los miembros de familias po-
bres desprotegidas con ancianos son niños.  Como en el caso de las fa-
milias con menores de 12 años, las actividades de los ocupados son las
más propensas a la informalidad.

Los hogares más grandes de los grupos pobres cuentan con una menor
fuerza de trabajo, las razones para tal fenómeno pasan por una propor-
ción considerable de personas en edades improductivas, hay una mayor
cantidad de problemas de discapacidad para el empleo, posiblemente
consecuencia de la menor capacidad de respuesta a problemas de salud
que provocan invalidez, así como menores recursos (educativos, y para
adquisición de capital) que permitan disminuir el grado de invalidez
que puede representar un problema de salud;11 además, hay una mayor
proporción de personas dedicadas a oficios domésticos, posiblemente
como consecuencia del mayor tamaño de las familias, lo que las hace
más demandantes de la presencia de una mujer en la casa, mayor can-
tidad de hijos en edades que requieren cuidados y poca preparación de
las mujeres pobres para incorporarse al mercado laboral en condiciones
que justifiquen los riesgos que implica el alejarse del hogar.

Tal como se aprecia en el Cuadro 4.7, son muy claras las diferencias en
la frecuencia de distintas condiciones de inactividad, más no son tan
amplias en los niveles de cobertura de las familias, aunque el nivel de
los discapacitados pobres sugiere la formación de una brecha importan-

121LUIS GUILLERMO LÓPEZ VARGAS

11. Con esto se quiere argumentar que existen problemas de salud que impiden la rea-
lización de actividades de la vida cotidiana (incluyendo el trabajo) solo a grupos
desprotegidos y no a aquellos que cuenten con recursos para hacer frente a los pro-
blemas o adaptar las actividades a la invalidez, por ejemplo:  el tener una silla de
ruedas puede permitir la acumulación de capital humano en forma de educación
y el desarrollo de actividades productivas.



te, en especial para un grupo que se supone tiene amplias demandas de
servicios médicos como los que la CCSS presta.

Cuadro 4.7
COSTA RICA:  FRECUENCIA Y NIVEL DE COBERTURA PARA LAS DISTINTAS CONDICIONES 

DE INACTIVIDAD, SEGÚN CONDICIÓN DE POBREZA PARA EDADES ENTRE 13 Y 65 AÑOS, 2003
(Porcentajes)

FRECUENCIA COBERTURA DEL SEGURO

CONDICIÓN DE INACTIVIDAD POBRES NO POBRES POBRES NO POBRES

Pensionado 1,9 6,3 86,7 93,1
Rentista 0,1 0,5 88,1 94,9
Estudiante 32,2 42,1 85,0 95,8
Oficios domésticos 52,9 45,0 85,8 94,9
Discapacitado 3,8 1,9 81,7 94,5
Otro 9,2 4,2 89,5 92,8

FUENTE:  INEC, Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 2003.

Junto con esta baja participación en el mercado laboral, los resultados
de la poca oferta laboral efectiva del grupo son realmente insatisfacto-
rios, incluyendo un nivel de desempleo que sobrepasa el 27 por ciento
(más de 3,4 veces el del los no pobres).  También se observa un efecto de
desaliento,12 que persuade a no entrar al mercado laboral a un grupo
considerable de los que se encuentran en edades de hacerlo, lo que da
como resultado un promedio de ocupados por hogar de 0,99 (0,83 para
los indigentes).

Aunque el desempleo es un problema de importancia en el caso de los
pobres, ya que sin duda es una de las causas por las que se mantienen
en el estado de pobreza, los mecanismos de protección de la seguridad
social a grupos pobres sin ocupados en la familia han tenido resultados
considerablemente adecuados.  Así, el 87,5 por ciento de los pobres sin
ocupados en el núcleo familiar están protegidos por el seguro; un 21 por
ciento de este conjunto disfruta los beneficios de aseguramiento de su
anterior trabajo, mientras el resto se encuentra cubierto por regímenes
destinados a grupos en riesgo social.  Destaca que los hogares con jefa-
tura femenina, sin ocupados, tienden con mayor frecuencia a utilizar los
mecanismos de protección que se le ofrecen a los hogares pobres.
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12. La inactividad por desaliento es casi el doble de veces más frecuente entre pobres
que entre no pobres con niveles de 1,7 por ciento y 0,9 por ciento respectivamente.



Los hogares con una mujer como jefe de hogar a los que se refiere el pá-
rrafo anterior conforman un 28,4 por ciento del total de hogares sin ocu-
pados y desprotegidos (35,8 por ciento de los hogares sin ocupados), la
mayoría de los hogares que no tienen seguro y no cuentan con miem-
bros ocupados se ubican en la zona rural (58,8 por ciento) y tienen un
tamaño medio de 4,52 miembros.

El oscuro panorama de incorporación y eficiencia en el mercado laboral
es el principal flanco débil para el conjunto de personas en estado de
pobreza, a éste se le añade una alta concentración del empleo en el sec-
tor informal.  Casi una tercera parte del trabajo se presenta en forma in-
dependiente, empleando de manera no remunerada a otros miembros
del grupo familiar.  Por su parte, el trabajo en servicio doméstico es el
doble de frecuente que en el caso de los no pobres.

En términos generales, el 62,5 por ciento de los pobres que trabajan de
manera independiente está protegido; en este grupo una proporción re-
lativamente reducida de los asegurados directos (23,9 por ciento) lo ha-
ce por medios no contributivos y las opciones contributivas se concen-
tran en la modalidad de Cuenta Propia.  La poca importancia de los
medios subsidiados de adquirir aseguramiento en este grupo es una se-
ñal preocupante sobre la capacidad real de cumplir con los objetivos so-
ciales que tiene el Seguro por Cuenta Estatal, ya que debiese ser un me-
dio para evitar que los pobres tengan que dedicar recursos al
aseguramiento.  El 37,5 por ciento restante se ubica en industrias muy
concentradas en la informalidad, con incidencia de jefatura femenina en
un 22,5 por ciento y más de un 68,5 por ciento se localizan en las zonas
rurales.

El grupo que labora en empresas privadas (el empleo estatal es casi nu-
lo), lo hace en más del 90 por ciento de los casos para empresas con me-
nos de diez empleados y menos del 40 por ciento de los empleos utili-
zan locales independientes.  A su vez, las industrias predominantes, así
como los sectores ocupacionales, son los que anteriormente se señalaron
como informales y de baja cobertura.  Los resultados de este contingen-
te coinciden con los del aseguramiento para trabajadores independien-
tes, solo que con una aún menor incidencia de aseguramiento no contri-
butivo.  Los no asegurados se ubican en un 60 por ciento de los casos en
zonas rurales y en casi una tercera parte el jefe de hogar es mujer.
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De los resultados básicos antes observados llama la atención la prepon-
derancia en la mayoría de grupos excluidos de la zona rural, lo que inci-
ta a analizar la distancia con respecto a centros de salud como una posi-
ble barrera de acceso, así como los mejores resultados de aseguramiento
en hogares que son jefeados por una mujer.

Es notorio además que las modalidades de aseguramiento subsidiadas
por el Estado han tenido mayor éxito en los grupos no ocupados que
en el resto, lo que plantea como principal interrogante la medida en
que se puede ampliar el conocimiento de los mismos a grupos ocupa-
dos sin que se preste para abusos por asegurados que no están en esta-
do de pobreza.

Es preocupante además el resultado de desprotección para las familias
pobres con miembros que sobrepasan los 65 años de edad o discapaci-
tados, lo cual, si bien está relacionado con la informalidad de los ocupa-
dos en estos hogares, también puede relacionarse con dificultades de
movimiento de las personas mayores a centros de salud o de equipos de
salud hacia los pacientes con estas características (la mayoría de los ex-
cluidos son de zona urbana),

En fin, la capacidad de profundización de los beneficios ofrecidos a gru-
pos socialmente vulnerables pareciera estar limitada principalmente
por problemas de acceso efectivo a los servicios o de información, ya
que aunque la informalidad es fuerte en los grupos excluidos, lo es tam-
bién en los grupos protegidos (ver Cuadro 4.6).  La pobreza tiene una
estrecha relación con la informalidad, pero mientras en otras situacio-
nes la informalidad representa un obstáculo para la protección, en el ca-
so de los pobres tal interrelación se trata de eliminar ante la oferta de
formas de aseguramiento subsidiado sin necesidad de relación obrero-
patrono, quedando como posibles explicaciones a la desprotección solo
la autoexclusión, el aislamiento físico como problema para acceder a los
servicios de salud y la falta de información.

IV. LOS DESAFÍOS

Tal como se puede apreciar de los elementos del entorno, la situación
actual de la cobertura contributiva es el resultado de la confluencia de
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múltiples problemas en los sectores no contribuyentes:  informalidad,
pobreza, poca calificación laboral.

Partiendo de un mercado laboral con niveles de desempleo estructural
más altos que los de años anteriores, una menor dinámica del empleo
público y la creación de nuevos empleos concentrada en el sector infor-
mal de la economía; la extensión de cobertura contributiva se constitu-
ye en uno de los principales retos que enfrenta la Seguridad Social.  Es-
to por cuanto la posibilidad de polarización en la acumulación de
capital humano a nivel de país, aunada al lento ajuste del mercado la-
boral interno para la inserción de la mano de obra calificada sin subem-
plearla, y a las reducidas oportunidades de escape a la pobreza, consti-
tuyen un importante condicionante.

En el campo de la protección a los sectores vulnerables, el control en el
otorgamiento de beneficios, la ubicación de los individuos en riesgo y
las facilidades de acceso a los centros de salud, pueden ser medios que
logren hacer incluyente las modalidades de acceso subsidiado inclusive
a trabajadores independientes y asalariados en situación de pobreza,
evitando limitar el abuso de los incentivos por sectores a los que no van
dirigidos.

Referencias
BID (2004).  Informe de Progreso Económico y Social 2004:  se buscan nuevos empleos.

Los mercados laborales en América Latina.  Washington:  Banco Interame-
ricano de Desarrollo.

INEC (varios años).  Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples.  San José:
Instituto Nacional de Estadística y Censos.

125LUIS GUILLERMO LÓPEZ VARGAS


	CONTENIDO
	Semblanza
	Ronulfo Jim”nez Rodr™guez	
	De la Cos˜ta Ri˜ca po˜bre y ...
	En˜tre cua˜der˜nos, les˜nas ...
	Las olas de los tor˜men˜to˜s...
	De ta˜la˜bar˜te˜ro a es˜tu˜d...
	Las preo˜cu˜pa˜cio˜nes por e...
	Las preo˜cu˜pa˜cio˜nes por l...
	El an⁄˜li˜sis de la cri˜sis ...
	Re˜fle˜xiŠn fi˜nal 	
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	pobreza, empleo y seguridad ...
	I.	Al˜gu˜nas ad˜ver˜ten˜cias...
	Juan Die˜go Tre˜jos So˜lŠr˜z...
	I.	Al˜gu˜nas ad˜ver˜ten˜cias...
	II.	Evo˜lu˜ciŠn y si˜tua˜ciŠ...
	III.	El per˜fil de la po˜bre...
	IV.	La mu˜jer ru˜ral 	
	V.	Los jŠ˜ve˜nes ru˜ra˜les 	
	VI.	La po˜bla˜ciŠn in˜d™˜ge˜...
	VII.	Con˜clu˜sio˜nes y de˜ri...
		
	RE˜DU˜CIR LA PO˜BRE˜ZA Y LA ...
	Pa˜blo Sau˜ma Fiat	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	Evo˜lu˜ciŠn de la in˜ci˜d...
	II.	Po˜bre˜za, cre˜ci˜mien˜t...
	III.	Po˜bre˜za y mer˜ca˜do d...
	IV.	De˜si˜gual˜dad y mer˜ca˜...
	V.	Otros fac˜to˜res que in˜c...
	VI. 	Con˜si˜de˜ra˜cio˜nes fi...
	IN˜FOR˜MA˜LI˜DAD DEL EM˜PLEO...
	Luis Gui˜ller˜mo LŠ˜pez Var˜...
	Pre˜sen˜ta˜ciŠn 	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	G”˜ne˜sis del Se˜gu˜ro So...
	II.	Del mo˜de˜lo bis˜mar˜cki...
	III.	La ex˜ten˜siŠn de la co...
	IV.	Los de˜sa˜f™os 	
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	ÀHA˜CIA DîN˜DE VA LA SE˜GU˜R...
	Fa˜bio Du˜r⁄n Val˜ver˜de	
	In˜tro˜duc˜ciŠn:  del pro˜fe...
	I.	Cos˜ta Ri˜ca:  des˜de el ...
	II.	ÒUni˜ver˜sa˜lis˜mo in˜fo...
	III.	La co˜ber˜tu˜ra con˜tri...
	IV.	El ase˜gu˜ra˜mien˜to en ...
	V.	El ase˜gu˜ra˜mien˜to en s...
	VI.	En˜ve˜je˜ci˜mien˜to y so...
	Re˜fe˜ren˜cias 
	ÀSON LOS NO˜NA˜GE˜NA˜RIOS CO...
	Luis Ro˜se˜ro-Bixby	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	Da˜tos y m”˜to˜dos 	
	II.	Re˜sul˜ta˜dos 	
	III.	Dis˜cu˜siŠn 
	Re˜fe˜ren˜cias 
	ÀES LA ECO˜NO˜MêA NO˜CI˜VA P...
	Juan Ra˜fael Var˜gas Bre˜nes	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I. 	Re˜vi˜siŠn bi˜blio˜gr⁄˜f...
	II.	Los re˜sul˜ta˜dos 	
	Re˜fe˜ren˜cias 
	formaciŠn del capital humano
	LAS MI˜CRO˜FI˜NAN˜ZAS Y LA F...
	Clau˜dio Gon˜z⁄˜lez-Ve˜ga	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	Con˜tex˜to 	
	II.	El mo˜de˜lo 	
	III.	Es˜pe˜ci˜fi˜ca˜ciŠn eco...
	IV. 	Los da˜tos 	
	V.	Re˜sul˜ta˜dos 	
	VI.	Con˜clu˜sio˜nes 	
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	GE˜REN˜CIA Y CO˜NO˜CI˜MIEN˜TO
	çl˜va˜ro Ce˜de˜Œo GŠ˜mez	
	I.	El ge˜ren˜te co˜mo edu˜ca...
	II.	Em˜pre˜sa y de˜sa˜rro˜ll...
	III.	La re˜vo˜lu˜ciŠn del co...
	IV.	Una agen˜da ge˜ren˜cial ...
	V.	La em˜pre˜sa co˜mo ges˜to...
	VI.	En˜se˜Œar a em˜pren˜der:...
	VII.	Cien˜cia y de˜sa˜rro˜llo	
	VIII.	An˜tes de que el fu˜tu...
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	eficiencia econŠmica y capit...
	EL TE˜MOR AL AJUS˜TE, OTRA VEZ
	Eduar˜do Li˜za˜no Fait	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	Los an˜te˜ce˜den˜tes 	
	II.	La ac˜ciŠn 	
	III.	Ha˜cia el atas˜ca˜mien˜...
	IV.	Re˜fle˜xio˜nes fi˜na˜les 	
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	IN˜CEN˜TI˜VOS, EFI˜CIEN˜CIA ...
	Thel˜mo Var˜gas Ma˜dri˜gal	
	In˜tro˜duc˜ciŠn 	
	I.	De pœ˜bli˜co a pri˜va˜do 	
	II.	So˜bre la con˜ce˜siŠn de...
	III.	Ries˜gos pre˜sen˜tes en...
	IV.	El pa˜pel de las ga˜ran˜...
	V.	Se˜gu˜ros con˜tra ries˜go...
	VI.	Di˜se˜Œo y ad˜ju˜di˜ca˜c...
	VII.	Pre˜cios y ajus˜tes 	
	VIII.	Me˜tas de de˜sem˜pe˜Œo...
	IX.	Pla˜zo de la con˜ce˜siŠn...
	X.	Ad˜mi˜nis˜tra˜ciŠn con˜ce...
	XI.	So˜lu˜ciŠn de con˜tro˜ve...
	XII.	Re˜ca˜pi˜tu˜la˜ciŠn 	
	Re˜fe˜ren˜cias 	
	IM˜PAC˜TOS ES˜PE˜RA˜DOS DEL ...
	Ri˜car˜do Mon˜ge Gon˜z⁄˜lez	
	I.	Los da˜tos 	
	II.	Mar˜co me˜to˜do˜lŠ˜gi˜co 	
	III.	Re˜sul˜ta˜dos 	
	IV.	Po˜l™˜ti˜cas de tran˜si˜...
	V.	Con˜si˜de˜ra˜cio˜nes fi˜n...
	Re˜fe˜ren˜cias 	

	CUADROS - GRAFICOS
	  es˜ti˜ma˜ciŠn de la po˜bre...
	Cua˜dro 2.3 
	  in˜ci˜den˜cia y dis˜tri˜bu...
	  ca˜rac˜te˜r™s˜ti˜cas de˜mo...
	  ac˜ce˜so de los ho˜ga˜res ...
	  ac˜ce˜so de los ho˜ga˜res ...
	  ti˜po˜lo˜g™a de los ho˜ga˜...
	  ca˜rac˜te˜r™s˜ti˜cas de la...
	  ac˜ce˜so de las mu˜je˜res ...
	  ca˜rac˜te˜r™s˜ti˜cas de lo...
	  es˜ti˜ma˜cio˜nes so˜bre la...
	  ca˜rac˜te˜r™s˜ti˜cas de la...
	  ocu˜pa˜dos se˜gœn sec˜tor,...
	Se˜gu˜ro de Sa˜lud:  por˜cen...
	PEA ocu˜pa˜da por ca˜te˜go˜r...
	Ca˜ja Cos˜ta˜rri˜cen˜se de S...
	Ca˜rac˜te˜r™s˜ti˜cas prin˜ci...
	  ma˜triz de co˜rre˜la˜cio˜n...
	  per˜fil de co˜ber˜tu˜ra de...
	  fre˜cuen˜cia y ni˜vel de c...
	o˜ber˜tu˜ra de la po˜bla˜ciŠ...
	Evo˜lu˜ciŠn de la ta˜sa de c...
	  Gas˜to per c⁄˜pi˜ta anual ...
	  im˜pac˜to re˜dis˜tri˜bu˜ti...
	ba˜lan˜ce fi˜nan˜cie˜ro en e...
	No˜na˜ge˜na˜rios en la po˜bl...
	Da˜tos se˜lec˜cio˜na˜dos de ...
	Mo˜de˜los de re˜gre˜siŠn mœl...
	Ta˜sas de mor˜ta˜li˜dad por ...
	Cua˜dro 7.1 
	Re˜sul˜ta˜dos del an⁄˜li˜sis...
	Com˜po˜si˜ciŠn de las mues˜t...
	Bre˜cha en edu˜ca˜ciŠn en la...
	For˜ma˜ciŠn de ca˜pi˜tal hu˜...
	Mues˜tra de ni˜Œos en eda˜de...
	Re˜sul˜ta˜dos de las re˜gre˜...
	Cua˜dro 11.1
	Dis˜tri˜bu˜ciŠn re˜co˜men˜da...
	Cua˜dro 11.2
	Se˜gu˜ros con˜tra ries˜gos p...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  des˜crip˜ciŠn...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  con˜su˜mo y v...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  aran˜ce˜les n...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  cam˜bios to˜t...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  dis˜tri˜bu˜ci...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  cam˜bios per ...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  cam˜bios per ...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  dis˜tri˜bu˜ci...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  dis˜tri˜bu˜ci...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  prin˜ci˜pa˜le...
	  evo˜lu˜ciŠn de la po˜bre˜za	 
	  in˜ci˜den˜cia de la po˜bre...
	  evo˜lu˜ciŠn del coe˜fi˜cie...
	  evo˜lu˜ciŠn del em˜pleo po...
	
	  in˜ci˜den˜cia de la po˜bre...
	Se˜gu˜ro de Sa˜lud:  evo˜lu˜...
	Se˜gu˜ro de Sa˜lud:  in˜gre˜...
	Se˜gu˜ro de Sa˜lud:  co˜ber˜...
	co˜ber˜tu˜ra con˜tri˜bu˜ti˜v...
	  co˜ber˜tu˜ra con˜tri˜bu˜ti...
	  Co˜ber˜tu˜ra se˜gœn edad �...
	  ta˜sa anual de con˜sul˜tas...
	  ta˜sa de con˜sul˜tas m”˜di...
	Gr⁄˜fi˜co 6.1 
	  Be˜ne˜fi˜cios y apor˜tes �...
	No˜na˜ge˜na˜rios en la po˜bl...
	Ta˜sas de mor˜ta˜li˜dad por ...
	Co˜rre˜ciŠn en la ta˜sa de m...
	Es˜pe˜ran˜za de vi˜da por ed...
	Ta˜sas de mor˜ta˜li˜dad por ...
	Ra˜zŠn de mor˜ta˜li˜dad por ...
	Gr⁄˜fi˜co 7.1 
	Gr⁄˜fi˜co de re˜si˜duos 	
	Gr⁄˜fi˜co 7.2 
	An⁄˜li˜sis de coe˜fi˜cien˜te...
	Gr⁄˜fi˜co 7.3 
	Evo˜lu˜ciŠn de la co˜ber˜tu˜...
	Gr⁄˜fi˜co 7.4 
	Res˜pues˜ta de la mor˜ta˜li˜...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  Òga˜na˜do˜res...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  Òga˜na˜do˜res...
	Ni˜ca˜ra˜gua:  mœl˜ti˜ples f...
	Ma˜pa 6.1	Costa Rica:   mor˜...
	Ma˜pa 6.2.	Cos˜ta Ri˜ca:  mo...
	Prin˜ci˜pa˜les he˜chos his˜t...




